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QI Posibilidad de Inconstitucionalidad de la norma Q 

QS Sustitución de la Constitución, afectación grave en un elemento 

definitorio de la Constitución: Problema concreto. 

S Sustitución de la Constitución como afectación grave en un elemento 
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ELEMENTOS ARGUMENTATIVOS E INTERPRETATIVOS EN LA 

DOCTRINA DE LA SUSTITUCIÓN DE LA CONSTITUCIÓN EN 

COLOMBIA  

 
ñToda sociedad en la cual no esté establecida la garantía de los derechos, ni determinada la 

separación de los poderes, carece de Constitución.ò 

Artículo 16 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. 1789. 

 

INTRODUCCIÓN.  

 

La Constitución está cimentada en dos grandes principios: el democrático, propio de 

su soberanía y ejercicio popular, y la supremacía, por la cual se posiciona como 

Norma Normarum o Ley Superior de estos principios se deriva la necesidad 

concurrente de permitir su reforma y mantener su estabilidad, para así evitar el 

anquilosamiento propio del paso del tiempo, del mismo modo que se previene la 

debilidad derivada de la flexibilidad, en esta dialéctica encontramos nuestro análisis 

teórico del derecho constitucional.  

 

La ñDoctrina de la Sustituci·n a la Constituci·nò (D.S.C) o ñDoctrina de la 

Inconstitucionalidad por Sustituciónò (D.I.S), es uno de los temas jurídicos más 

interesantes, el cual a su vez ha generado uno de los debates más amplios y 

complejos en temas políticos y jurídicos, al permitirnos alcanzar distintas 

apreciaciones acerca de la Constitución al igual que sobre la primacía del derecho o 

de la política, hasta el punto de determinar si un órgano estatal posee la competencia 

para realizar determinada modificación a la Carta Magna, tema que si bien es 

contemporáneo también es un punto de análisis histórico en la teoría y praxis del 
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derecho, bien dijo el profesor Rodrigo Uprimny
1
 que se trataba de un nuevo viejo 

tema que siempre estará presente en nuestra realidad constitucional.   

  

El objeto de estudio, es de suma relevancia en la teoría del derecho constitucional, 

por la riqueza de temas jurídicos que se tienen que abarcar, tales como: el de poder 

constituyente, el juicio o test de sustitución, el poder de reforma y sus límites, el 

concepto de constitución material, el control de constitucionalidad de las reformas 

constitucionales, los principios de supremacía constitucional, de soberanía popular, 

la división poderes y la democracia  representativa, entre otros aspectos de clásicos 

del derecho constitucional. 

 

Al abordarse el estudio doctrinal
2
 al respecto encontramos una diversidad de escuelas 

desde la perspectiva de la teoría del derecho
3
, partiendo de las diversas posturas del 

concepto mismo de Constitución con doctrinas que varían, desde el positivismo 

estatal de Jellinek
4
 con  una clara percepción en la estructura de la validez del Estado 

por encima del derecho, al positivismo jurídico de Hans Kelsen
5
 y su idea del 

derecho por encima del Estado, más aún, de aquel como creador de este, pasando por 

                                                           
1
 UPRIMNY YEPES, Rodrigo, Panel, En HENAO, Juan Carlos. Diálogos constitucionales de 

Colombia con el Mundo- VII Encuentro de la Jurisdicción Constitucional. Bogotá. Universidad 

Externado de Colombia. 2013. 
2
 En tal sentido se expresa con pertinencia el profesor Pedro de Vega García, cuando explica el 

concepto de Constitución como fundamento de la restricción, así pues el problema teórico o la tensión 

permanente del constitucionalismo se resume en el conflicto entre dos ideas básicas: la idea de 

soberanía popular como elemento político de base y la noción de supremacía constitucional como 

limitadora del mismo. Dicho conflicto se presenta desde los griegos, principalmente con las reformas 

legales de Solón, Clístenes, Efialtes y Pericles en donde se establece la democracia directa por primera 

vez como sistema de gobierno en Atenas. De VEGA, Pedro, Prólogo a, RAMÍREZ CLEVES, 

Gonzalo. Límites de la Reforma Constitucional. Bogotá. Universidad  Externado de Colombia, 2005. 

P. 23.  
3
 Las clasificaciones que acogemos se encuentran en De VEGA GARCIA, Pedro. La Ciencia del 

derecho durante el siglo XX, México. UNAM. 1998. 
4
 ñTodos los acontecimientos históricos que conmueven fuera del derecho, los fundamentos del Estado, 

suscitan tal- necesitas-ò JELLINEK, Georg. Reforma y mutación de la constitución, Madrid, Centro de 

Estudios Constitucionales, 1991. P. 41 
5
 ñLa situación parece más sencilla cuando el Estado es discutido desde el ángulo visual puramente 

jurídicoò. KELSEN, Hans. Teoría general del estado. México D.F.  Coyoacán. 1988. P. 215. 

Igualmente debe tenerse de referencia la obra de Kelsen en KELSEN, Hans. Teoría pura del derecho, 

México, Universidad Nacional Autónoma de México. 1979.  
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el positivismo político de Schmitt
6
, hasta llegar a la tesis de Constitución integración 

en Smend
7
, la ñConstitución totalò de Heller

8
, el concepto de Constitución de Merkl

9
, 

la idea de las normas de reforma constitucional como el cierre del sistema en Alf 

Ross
10

, la Constitución material en Mortati
11

 y las concepciones institucionalistas y 

psicológicas en Hauriou
12

 y Santi Romano
13

 respectivamente
14

 

 

Claro está que de estas concepciones se derivarán diferentes efectos respecto de la 

idea de poder constituyente y el poder de reforma que de este se desprende
15

, 

encontrando la postura conceptualizada del poder constituyente en la Francia 

revolucionaria del Abate de Sieyés
16

, la negación de un poder constituyente externo 

al Estado en Jellinek
17

 y Carré de Malberg
18

, claramente autores que defienden el 

positivismo Estatal, por su parte autores que desarrollan las escuelas del positivismo 

jurídico, como Kelsen,
19

 Ross
20

, Requejo Pages
21

 y Dogliani
22

, niegan un poder 

                                                           
6
 SCHMITT, Carl. La teoría de la Constitución, Madrid, Alianza. 1996.  

7
 SMEND, Rudolf. Constitución y derecho constitucional, Madrid, Centro de Estudios 

Constitucionales, 1985. 
8
 HELLER, Hermann. Teoría del Estado, México, Fondo de Cultura Económica, 1998. 

9
 MERKL, ñDie monarchische Befangenheit der deutschen Staatsrechtslehreě, Schweizerische 

Juristenzeitung, 1920, Heft 4, citado por P. PERNTHALER, ñDas Staatsoberhaupt in der 

parlamentarischen Demokratieñ, VVDStRL, 25 (1967), P. 96. Igualmente: WEYR. F., « La doctrine 

de M. Adolphe Merkl », Rev. int. de theorie du Droit, 1926, n° 28 (1-2), P. 215 et sP. 219. 
10

 ROSS, Alf.  ñSobre la Auto referencia y un difícil problema de derecho constitucionalò, en el 

Concepto de Validez y otros ensayos, México, Fontamara, 1991. 
11

 MORTATI, Constantino. La constitución en sentido material, Madrid, Centro de Estudio 

constitucionales, 2000. 
12

 HAURIOU, Maurice. òDerecho constitucional e instituciones políticasò, Barcelona, Editorial Ariel, 

1971. 
13

 ROMANO, Santi. L´instaurazione di fatto di un ordinamento constituzionale e sua legitimazione, en 

principi di diritto constituzionale generale, Milano, 1945.  
14

 Sin que se considere agotada la universalidad de la teoría del derecho, creemos que esta 

identificación nos permite tener bases para el desarrollo de nuestra problemática. 
15

 HALMAI, Gábor Unconstitutional Constitutional Amendments: Constitutional Courts as Guardians 

of the Constitution?. Constellations Volume 19, Issue 2,  pages 182ï203,  New Jersey. Blackwell 

Publishing Ltd. 2012 
16

 SIEYES, Emmanuel. Qué es el tercer estado? Madrid, Alianza 1994.  
17

 JELLINEK, Reforma y mutación de la constitución. Ob. Cit. 
18

 CARRÉ DE MALBERG, R. Teoría general del Estado, México, Fondo de Cultura Económica, 

1998. 
19

 KELSEN, Teoría pura del derecho. Ob. Cit. 
20

 Reiterando las ideas notorias de este particular ñsobre las normas de reforma constitucional como el 

cierre del sistemaò ROSS,  Sobre la Auto referencia y un difícil problema de derecho constitucional. 

Ob. Cit.  

http://onlinelibrary.wiley.com/doi/10.1111/cons.2012.19.issue-2/issuetoc
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constituyente conformador, mientras que encontramos a quienes, como es el caso de, 

Böckenforde
23

, Häberle
24

 y Gomes Canotilho
25

, sustentan la existencia de un poder 

constituyente conformador por fuera de la Constitución, pero el cual se encuentra en 

relación con ésta, así mismo vemos, las concepciones institucionalistas en Hauriou
26

 

y Santi Romano
27

, la corrección de Mortati
28

 en relación con la teoría del poder 

constituyente, igualmente,  a pesar de ser considerado un positivista, con prioridad de 

lo político el caso concreto de Schmitt
29

 nos muestra en realidad una aparente, 

diferenciación entre poder constituyente y Constitución, finalmente se puede ver en 

Lasalle,
30

 Smend,
31

 y Heller
32

 una integración del poder constituyente en la 

Constitución misma. 

 

Nosotros consideramos que la doctrina más sintonizada con las características 

mismas de la Constitución es una concepción integracionalista como la planteada por 

Hesse
33

, mediante la cual convergen los criterios jurídicos y políticos de la Norma 

Normarum
34

, aceptándose que como norma suprema fija los principios de un orden 

jurídico fundamental
35

, lo cual se hace mediante fórmulas abiertas y por lo tanto, se 

requiere de la interpretación para responder conforme las circunstancias reales de la 

                                                                                                                                                                      
21

 REQUEJO, Juan Luis. Jurisdicción e independencia judicial, Madrid, Centro de Estudios 

Constitucionales, 1987 
22

 DOGLIANI, Mario. ñPotere constituente revision nella lotta per la constituzioneò, en II futuro della 

constituzione, Gustavo Zagrebelsky, Pier Paolo Portinaro, y Jorg Luther (comps), Torino, Einaudi, 

1996. 
23

 BÖCKENFORDE, Ernst Wolfgang. Estudios sobre el estado de derecho y la democracia, Madrid, 

Trotta, 2000. 
24

 HÄBERLE, Peter. Teoría de la constitución como ciencia de la cultura, Madrid, Tecnos, 2000. 
25

 GOMES, CANOTILHO J.J. Constituiçao dirigente e vinculacao do legislador, Coimbra, Almedina. 

1982. 
26

 HAURIOU, Maurice. Derecho constitucional e instituciones políticas. Ob. Cit.  
27

 ROMANO, L´instaurazione di fatto di un ordinamento constituzionale e sua legitimazione Ob. Cit.  
28

 MORTATI, La constitución en sentido material. Ob. Cit.  
29

 SCHMITT, La teoría de la Constitución. Ob. Cit.  
30

 LASALLE, Ferdinand, Qué es una Constitución?. Bogotá, Temis.2005 
31

 SMEND, Rudolf, Constitución y derecho constitucional. Ob. Cit. 
32

 HELLER, Teoría del Estado. Ob. Cit. 
33

 HESSE, Konrad. Escritos de derecho constitucional, Madrid, Fundación Coloquio Jurídico Europeo, 

Edición 2011.  
34

 La Constitución es norma de normas por ser superior en el ordenamiento jurídico y por establecer 

ella misma los procedimientos y condiciones en que las demás normas deben ser creadas. 
35

 HESSE Konrad. Escritos de derecho constitucional. Ob. Cit. P. 16. 
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sociedad a un determinado problema jurídico
36

, por supuesto, cualquiera que sea la 

interpretación debe estar en sintonía con los fundamentos del orden constitucional, la 

estructura del Estado y el proceso de construcción del enunciado jurídico, ante lo 

cual consideramos que esto se cumple mediante una adecuada argumentación. 

 

En la materia no son pocos los estudios los cuales han sentado sus esfuerzos dada la 

notoria sensibilidad del tema. Así como su complejidad, no en vano fue un aspecto 

específico de trabajo en el Congreso Internacional realizado con ocasión de los 20 

años de la Corte Constitucional
37

 espacio de debate complementado en el ámbito 

nacional por estudios de la jurisprudencia como el de Robledo y Roa
38

 y en el orden 

sociológico García Villegas
39

, este último como trabajo centrado en exponer las 

desestructuraciones institucionales derivadas del ejercicio del poder de reforma.  

                                                           
36

HESSE Konrad. Ibídem. P. 20. 
37

 En el evento se realizaron las exposiciones directas sobre el tema tales como: Notas sobre la reforma 

constitucional y sus límites de Joel I. Colón ïRíos, Fundamentación y significado de la doctrina de la 

sustitución de la Constitución. Un análisis de control de constitucionalidad de las reformas a la 

Constitución en Colombia de Carlos Bernal Pulido, Notas sobre el control a las reformas 

constitucionales en Chile de Raúl Bertelsen Repetto, La reforma constitucional en Colombia de Jorge 

Iván Palacio Palacio y la Mesa de discusión con Rodrigo Uprimny como moderador, así mismo se 

contó con exposiciones relevantemente relacionadas entre las que cabe resaltar: Control judicial de 

constitucionalidad como representación argumentativa de Robert Alexy, ¿Por qué una Corte 

Constitucional? de Jon Elster, El control judicial constitucional colombiano, una tradición 

democrática de María Victoria Calle Correa, Sobre el concepto de las reformas constitucionales 

consideradas inconstitucionales y su relación con la constitucionalización de los derechos del Estado 

de bienestar de Vicki C. Jackson, Las singularidades de la interpretación constitucional y sus 

diferencias respecto de la interpretación de la ley: las sentencias interpretativas y sus modalidades de 

Manuel Aragón Reyes, Las relaciones conflictuales entre las cortes constitucionales y los poderes 

ejecutivo, legislativo y judicial, expresión de una figura nueva de la democracia de Dominique 

Rousseau, Las relaciones entre el Consejo Constitucional y los poderes públicos de Jean ï Louis 

Debré, La tensión entre las cortes constitucionales y otros poderes del Estado de Mauricio González 

Cuervo. HENAO, Juan Carlos. Diálogos constitucionales de Colombia con el Mundo- VII Encuentro 

de la Jurisdicción Constitucional. Bogotá. Universidad Externado de Colombia. 2013. 
38

 ROBLEDO SILVA, Paula y  ROA ROA, Jorge Ernesto La jurisprudencia de la Corte 

Constitucional de Colombia en el año 2010. Los límites a la reforma de la Constitución, los derechos 

de las mujeres y los debates comunes a Colombia y España. Anuario Iberoamericano De Justicia 

Constitucional, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. 2011.  
39

 En los diversos estudios se examina la problemática en diferentes instituciones como la Defensoría 

del Pueblo, el Consejo Superior de la Judicatura, el Consejo Nacional Electoral, la otrora Comisión 

Nacional de Televisión y el Banco de la Republica, el estudio más cercano a lo factico que a lo 

estrictamente jurídico merecerá su propio espacio de investigación. GARCÍA VILLEGAS, Mauricio y 

REVELO REBOLLEDO Javier Eduardo. Mayorías Sin democracia: desequilibrio de poderes y estado 

de derecho en Colombia. Bogotá. Centro de Estudios en Derecho Justicia y Sociedad De Justicia. 

2009. 
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Los estudios en la materia conocen una amplia vertiente en materia de la legitimidad 

y la soberanía enmarcándose, por lo tanto como referentes propios de la ciencia 

política
40

, tales como Benítez
41

 o la mención especial que merece la corriente de la 

objeción democracia referenciada contemporáneamente en Waldron
42

.  

 

En materia de análisis jurídico se ha abordado la materia desde el derecho comparado 

en Ragone
43

, Colombo
44

 y Rodriguez Gaona
45

, así mismo se encuentran estudios 

especializados en derechos constitucional respectivo en autores como Ferreyra
46

.   

 

Se evidencia, como fundamento central en el área de estudio, el componente teórico 

propio del poder constituyente, tal como se puede observar en Colon-Rios
47

, el 

respeto debido al poder popular como soberano y único constituyente originario 

                                                           
40

 Los alcances directos dela legitimidad, la objeción democrática, la regla de mayorías, el concepto de 

democracia y el alcance que la política debe tener en el derecho son, así como el enfoque sociológico 

también merecedores de otros espacio investigativo 
41

 BENÍTEZ ROJAS, Vicente. Constitución popular, no judicial. Una teoría democrática del control 

de constitucionalidad de las reformas a la Constitución en Colombia. Bogotá,  Universidad de la 

Sabana, 2014. 
42

 WALDRON, Jeremy. Derechos y Desacuerdos. Madrid. Colección Filosofía y Derecho, Marcial 

Pons. Ediciones Jurídicas y Sociales, S.A. 2005. 
43

 Se valora la metodología en materia de derecho comparado, así puede verse como se fija; el control 

por vicios meramente formales característico de los sistemas de los Estados Unidos , México, 

Argentina;  el control por vicios formales y materiales representativo de Alemania, Italia,  Perú e India; 

el control codificado preventivo, propio de los ordenamientos del Este de Europa y en los 

ordenamientos latinoamericanos de Chile; el control codificado preventivo y sucesivo, establecido en 

Costa Rica y Colombia; el control codificado sucesivo de los ordenamientos jurídicos de Turquía y 

Sudáfrica. Sin embargo no compartimos la clasificación, en Argentina se han tratado los vicios 

competenciales que superan la idea de control meramente formal, en Sudáfrica la tesis de los founding 

values, podría examinarse como compatible a la peruana sobre los contenidos fundamentales de la 

Constitución, a lo que se deberá añadir que el caso colombiano parecería encontrarse cercano al de la 

India. RAGONE, Sabrina. El control judicial de la reforma constitucional. aspectos teóricos y 

comparativos, México,  Porrúa, 2012.  
44

 COLOMBO MURÚA, Ignacio. límites a las reformas constitucionales. Buenos Aires,  intermilenio. 

2011.   
45

 RODRIGUEZ GAONA, Roberto. El control de Constitucionalidad de la Reforma a la Constitución. 

Madrid. Dikinson, Instituto de derechos humanos Bartolme de la Casas, Fundación Del Monte. 2006. 
46

 FERREYRA, Raúl Gustavo. Reforma constitucional y control de constitucionalidad. Buenos Aires. 

Ediar. 2007. 
47

 COLÓN-RÍOS, Joel. La constitución de la democracia. Bogotá. Universidad Externado de 

Colombia. 2013. 
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implica la existencia de controles al poder de reforma
48

,  no obstante no compartamos 

la tesis que acoge al aceptar la reconsideración democrática
49

, pues en materia de 

Referendos Constitucionales estos fungen como instituciones constituidas y por lo 

tanto se encuentran igualmente sujetos a límites
50

.   

 

Podemos entender tal postura en el sentido de una preocupación por el 

fortalecimiento de la democracia en su origen, más que por el quehacer de las 

instituciones, as², ñEn este sentido se dirige tanto, en contra de la supremacía judicial 

como en la supremacía legislativa aportando a favor de una forma no judicial de 

revisión constitucional en la que el pueblo conserva la última palabra sobre el 

significado y el contenido de las leyes que regulan su asociación políticaò
 51

.  

 

Sin embargo, nuestro estudio se enmarca en la aplicación de una doctrina por parte 

del Tribunal Constitucional, por lo que, aun debiendo fortalecerse la democracia en 

su input, la implementación de un precepto normativo, como la D.I.S merece 

reflexiones independientes.  

 

Como fundamento a la doctrina se ha planteado igualmente la tesis sobre la 

procedencia del control manteniendo como referente el concepto de Constitución 

como se evidencia en Ramírez Cleves
52

; idea que se respalda en la dualidad de la 

perspectiva jurídica y política del poder constituyente
53

, por lo tanto igualmente 

                                                           
48

 Idea que acogemos.  
49

 ñLa instituci·n de la revisi·n judicial de la legislaci·n, en el contexto de la democracia a nivel de 

las leyes fundamentales, no representa un problema, siempre y cuando, al igual que cualquier otra 

institución y principio, esté abierto a la reconsideración democrática. El pueblo podría optar-quizás 

equivocadamente pero mediante un proceso democrático- por experimentar con la revisión judicial de 

la misma forma que podría decidir experimentar con otras instituciones que sufren de déficits 

democráticos fundamentales
ò
. COLÓN-RÍOS, Joel. La constitución de la democracia. Ob. Cit. P. 78 

50
 Se puede ver con claridad la crítica a la ilusión de soberanía en ejercicio del referendo en De VEGA 

GARCIA, Pedro. La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente. Madrid. 

Tecnos. 2007.   
51

 COLÓN-RÍOS, Joel. La constitución de la democracia. Ob. Cit. P. 368.  
52

 RAMIREZ CLEVES, Gonzalo Límites de la reforma constitucional en Colombia: El concepto de 

Constitución como fundamento de la restricción. Bogotá. Universidad Externado de Colombia. 2005.  
53

 La dualidad entre la democracia y la supremacía constitucional es un eslabón transversal en los 

an§lisis te·ricos, en el cual, la aceptaci·n de controles judiciales no implica la perdida de la ñactitud de 
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determinante en materia de reformas a la Constitución
54

, en tal sentido se sostiene que 

ñNace la idea moderna de Constitución imbuida en estos dos principios, el primero 

de índole política ya que el documento es elaborado por el pueblo soberano, y el 

segundo de carácter jurídico porque se documenta la organización mediante 

principios y normas de derecho que organizan y limitan el poderò
55

, soportando la 

tesis de límites materiales implícitos
56

. 

 

Consideración aparte merecen los criterios teórico-axiológicos, tales como los de 

Rigaux
57

 al sostenerse la existencia de límites inmanentes en las Constituciones, 

derivados de los derechos naturales. Sin embargo no podemos acoger una tesis que 

sostiene que existen zonas exentas de la discusión política, pues esto mismo 

contradiría el concepto de soberanía popular.  

 

Coherente con las posturas integracionistas se ve el trabajo de Roznai alrededor de la 

dicotomía de los límites explícitos e implícitos
58

, soportando el estudio en una sólida 

base de derecho comparado
59

, se acoge la idea de la dualidad jurídica política en el 

                                                                                                                                                                      
confianza hacia los órganos democráticosò SALAZAR UGARTE, Pedro. La democracia 

constitucional: Una radiografia teórica. México. Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM. 2006. 

P. 71.  
54

 A la par de precisiones en la doctrina, como  el alcance de la manifestación popular o el poder 

refrendario, se debe exaltar la coherencia en este sentido con las tesis de Salazar Agarte, Roznai y 

Colón-Ríos. 
55

 RAMÍREZ CLEVES, Gonzalo Límites de la reforma constitucional en Colombia: El concepto de 

Constitución como fundamento de la restricción. Ob. Cit. P. 195. 
56

  ñEl concepto o idea de constitución se convierte en el límite básico de dos de los procesos más 

importantes dentro de la temática constitucional, su fase creativa (en ejercicio del poder 

constituyente) y su procedimiento de modificación (en ejercicio del poder constituido). Esta idea viene 

a configurarse como el encausamiento o la garantía ï límite del poder constituyente ya que una 

constitución en proceso de elaboración debe constar con los elementos básicos o los componente 

esenciales, que se resumen en un elemento político democrático y un elemento jurídico de 

supremacíaò. 
 
RAMÍREZ CLEVES, Ibid. P. 493. 

57
 RIGAUX, Marie-Francoise. La theorie des limites materielles a lôexercice de la fonction 

constituante. Bruxelles.  Lacier Ed. 1985. 
58

 ñexplicit substantive limitations  on constitutional amendmentsò ROZNAI, Yaniv. Unconstitutional 

Constitutional Amendments: A Study of the Nature and Limits of Constitutional  Amendment Powers, 

A thesis submitted to the Department of Law of the London School of  Economics for the degree of 

Doctor of Philosophy, London, London School of Economics and Political Science, 2014.  P. 243. 
59

 La organización sobre las limitaciones materiales se puede ver así: promulgados en el texto 

constitucional como en Alemania, Francia, Italia y Portugal, en el caso de la India se define la 

estructura básica análogo al de Bangladesh sobre los limites implícitos, así como se referencian los 
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problema, es decir la tensión existente entre el principio democrático y la supremacía 

constitucional
60

. De esta dualidad nacen precisamente las críticas y los respaldos a la 

doctrina que analizamos, en tal sentido Roznai expresa que ñAunque destinado a ser 

atacado (pero también apoyado) por ambas escuelas democráticas y 

constitucionalistas de pensamiento, esta tesis presenta una posición coherente y 

consistente en cuanto a dimensiones sustantivas y de procedimiento de la regla de 

enmienda: la no exclusividad de disposiciones de enmienda y su forma sustantiva (de 

forma explícita e implícitamente) la naturaleza limitadaò
61

. 

 

En Colombia ante el manejo en esta tensión entre el principio democrático y la 

supremacía constitucional, es decir, respecto de la doctrina de la sustitución de la 

Constitución Carlos  Bernal plantea una serie de críticas centradas en la 

fundamentación, significado y objeción democrática
62

.   

 

La variable derivada de la ilegitimidad de instituciones encargadas del ejercicio 

democrático del cual se deriva una extensión de las competencias de los órganos de 

control judicial. Tal como lo sostiene Sierra Porto
63

 y Landau (el control de 

                                                                                                                                                                      
casos de Argentina, Perú y Colombia en el contexto latinoamericano, el caso de Pakistán sobre limites 

implícitos sin intervención judicial, en Kenia, Belice, Corea del Sur, China y Japón como tesis 

doctrinales generalmente aceptadas, los casos de Sri Lanka, Malasia, y Singapur en los cuales se 

rechaza, mientras en Taiwán y Tailandia se reconocen, para mostrar finalmente los casos de 

incertidumbre a pesar del reconocimiento, como Sudáfrica y Tanzania. Ibídem.  
60

  ñbetween democratic and  constitutionalist approachesò. Ibidem. P. 236. 
61

 Traducción libre del autor, en original:ñAlthough destined to be attacked (but also supported) by 

both democratic and constitutionalist schools of thought, this thesis presents a coherent and consistent 

position with regard to procedural and substantive dimensions of amendment rule: the non-

exclusiveness of amendment provisions and their substantively (explicitly and implicitly) limited 

natureò. Ibídem. P. 238. 
62

 Los argumentos expuestos serán desarrollados en el acápite propio de las criticas a la doctrina, no 

obstante no se utilizan las mismas categorías, al centrarnos en el estudio jurídico se plantearán las 

críticas a la fundamentación, la aplicabilidad y la claridad. BERNAL PULIDO, Carlos. Justificación y 

significado de la doctrina de la sustitución de la Constitución,  VII  encuentro Corte Constitucional 

diálogos con el mundo. Bogotá. Universidad Externado de Colombia. 2011. Y BERNAL PULIDO, 

Carlos. Unconstitutional constitutional amendments in the case study of Colombia: An analysis of the 

justification and meaning of the constitutional replacement doctrine en: International Journal of 

Constitutional Law. Vol.11. No 2, 2013. 
63

 El doctor Sierra Porto ha sostenido que la crisis de legitimidad de las instituciones implica una Vis 

Expansiva del control de constitucionalidad y los alcances de la interpretación, no obstante se trate de 

un jurista que no comparte la tesis de los limites materiales implícitos. SIERRA PORTO, Humberto, 
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constitucionalidad sobre actos de reforma) ñpuede estar justificado a la luz de la 

fragilidad de su orden democráticoò
 64.

 

 

En este orden de ideas, contextos como el colombiano pueden enmarcarse en 

consideraciones seg¼n las cuales: ñCuando los jueces tienen buenas razones para 

creer que una serie de cambios constitucionales plantean un riesgo significativo de 

erosión democrática, pueden estar en tierra firme en el pulso por la enmienda 

constitucionalò
65

.  

 

 Así, podemos ver, en síntesis, que la doctrina se ha ocupado de este tema con rigor y 

dedicación, evidenciando la relación, no siempre con las mismas consecuencias, 

entre la teoría constitucional misma, el poder constituyente, el poder de reforma y la 

teoría del Derecho Constitucional
66

. De la interacción entre estos dependerá en gran 

medida la conclusión a la que se llegue, recordando en todo caso que el derecho y las 

decisiones judiciales que se despliegan más allá del allanamiento a alguna doctrina.   

 

La Corte Constitucional colombiana ha desarrollado la doctrina sobre la 

imposibilidad de sustituir la Constitución en ejercicio del poder de reforma, pues esto 

                                                                                                                                                                      
Los factores que determinan las particularidades de la interpretación constitucional en Colombia en 

HENAO, Juan Carlos, VII  encuentro de la Jurisdicción Constitucional, Diálogos constitucionales de 

Colombia con el mundo. Ob. Cit. 
64

 Traducci·n libre del autor, en original: ñmay be justifiable in light of the fragility of their democratic 

orderò LANDAU, David. Abusive constitutionalism, UC Davis Law Review,  Public Law Research 

Paper No. 646.  Tallahassee, Florida State University - College of Law. 2013. y LANDAU, David.  A 

Dynamic Theory of Judicial Role, Boston College Law Review, Vol. 55, 2014, FSU College of Law, 

Public Law Research Paper No. 692 . Boston , Boston college law school,  2014. P. 59.   
65

 Traducción libre del autor, en original:ñWhere judges have good reason to believe that a set of 

constitutional changes raises a significant risk of democratic erosion, they may be on solid ground in 

striking down constitutional amendmentò. Ibidem. P. 58.  
66

  Diferenciamos la teoría de la Constitución  de la teoría del derecho constitucional, la primera propia 

de la ciencia política, general y abstracta, la segunda jurídica, con vocación de aplicación a concrete en 

la Carta Supremas respectivas. ñPreguntarse por un concepto abstracto de Constitución que dé cabida 

a lo que es común a todas o, al menos, a un buen número de Constituciones históricas dejando de lado 

las peculiaridades del tiempo y lugar puede tener sentido para la teoría de la Constitución. Para la 

teoría del Derecho Constitucional un concepto así resultaría vacío de contenido y, por lo mismo, 

incapaz de fundamentar una compresión susceptible de encauzar la resolución de los problemas 

constitucionales prácticos planteados aquí y ahoraò HESSE, Konrad. Escritos de derecho 

constitucional. Ob. Cit. P.33. 
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http://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=2455942##


 

XXIX 
 

constituiría un exceso en la competencia de quien ejerce ese poder, por lo cual, la 

Corte podría en estos casos ejercer el control de constitucionalidad y declarar 

inexequible la eventual reforma.  

 

Así, la línea jurisprudencial está compuesta por las sentencias propias de la etapa de 

nacimiento y estabilización, formada por las sentencias C-551 de 2003 sobre el 

referendo de la reforma política
67

, la C-1200 de 2003 ñpor la cual se  Demanda de 

inconstitucionalidad contra los artículos 4° transitorio y 5° (parcial) del Acto 

Legislativo No. 3 de 2002, por el cual se reforma la Constitución Pol²tica.ò
68

, la C-

757 de 2004, Demanda de inconstitucionalidad contra el segundo parágrafo 

transitorio del artículo 2º del Acto Legislativo No. 01 de 2003, ñpor el cual se adopta 

una Reforma Pol²tica Constitucional y se dictan otras disposicionesò, Por medio del 

cual se adopta una reforma política constitucional en punto de referencia de la 

organización electoral en Colombia, la conformación de partidos políticos y su 

respectivo funcionamiento
69

, la  C-816 de 2004
70

 Demanda de inconstitucionalidad 

contra el Acto Legislativo Número 02 de 2003,ñpor medio del cual se modifican los 

artículos 15, 24, 28 y 250 de la Constitución Política de Colombia para enfrentar el 

terrorismoò, la C-970 de 2004 ñpor medio de la cual se inicia Demanda de 

inconstitucionalidad contra el inciso segundo del artículo 4º transitorio del Acto 

Legislativo No. 03 de 2002ò
71

, y la C-971 de 2004 Por medio de la cual se resuleve 
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 En el año 2003 la Corte Constitucional con la sentencia C-551 marcaría un hito en la historia del 

derecho Constitucional Colombiano, ya que es con esta sentencia que por primera vez la Corte 

Constitucional Colombiana se refiere frente a la D.S.C, en esta sentencia se define  la ñSustitución 

como aquel  fenómeno jurídico consistente en que un elemento esencial definitorio de la identidad de 

la Constitución es sustituido, es decir, remplazado por otro opuesto o integralmente diferenteò Corte 

Constitucional.  Sentencia C- 551 del nueve (09) de julio (07) del dos mil tres (2003) M.P EDUARDO 

MONTEALEGRE LINETT ñRevisi·n de constitucionalidad de la Ley 796 de 2003, ñPor la cual se 

convoca un referendo y se somete a consideración del pueblo un proyecto de Reforma Constitucionalò. 
68

 Corte Constitucional. Sentencia C- 1200 del nueve (9) de diciembre (12) de dos mil tres (2003). 

Magistrados Ponentes:  MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA y RODRIGO ESCOBAR GIL. 
69

 Corte Constitucional. Sentencia C-757 del diez (10) de agosto de dos mil cuatro (2004). M.P. 

CLARA INES VARGAS HERNANDEZ. 
70

 Corte Constitucional. Sentencia C-816 del treinta (30) de agosto de dos mil cuatro (2004). M. P. 

JAIME CORDOBA TRIVIÑO Y RODRIGO UPRIMNY YEPES. 
71

 Corte Constitucional. Sentencia C- 970 del siete (7) de octubre (10) del dos mil cuatro (2004) M. P. 

RODRIGO ESCOBAR GIL. 
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la demanda de inconstitucionalidad contra el parágrafo transitorio del artículo 3º del 

Acto Legislativo No. 01 de 2003, ñpor el cual se adopta una Reforma Pol²tica 

Constitucional y se dictan otras disposicionesò
72

 por medio del cual se regula el 

derecho a la intimidad, a la libre locomoción, a la libertad y a los elementos 

necesarios para combatir el terrorismo.  

 

Posteriormente encontramos la etapa de implementación y consolidación  de la 

D.I.S, encontrando en ella las sentencias, C-1040 de 2005, ñpor la cual se inici· 

Demanda de inconstitucionalidad contra el Acto Legislativo No. 02 de 2004ò
73

, y más 

notoriamente en las declaratorias totales de inexequibilidad de los fallos C-588 de 

2009 demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 1º del Acto Legislativo 01 de 

2008, ñpor medio del cual se adiciona el art²culo 125 de la Constituci·n Pol²ticaò
74

,  y 

C-141 de 2010 ñpor medio de la cual se convoca a un referendo constitucional y se 

somete a consideraci·n del pueblo un proyecto de reforma constitucionalò
75

.  

 

En la etapa de integración de la D.I.S, se pueden ver las sentencias C-397 de 2010, 

ñDonde se convoca a un referendo constitucional y se somete a consideración del 

pueblo un proyecto de Reforma Constitucionalò
76

 sobre la iniciativa legislativa de 

referendo para imponer pena de prisión perpetua por delitos contra menores y la C-

574 de 2011 ñpor el cual se reforma el art²culo 49 de la Constituci·n Pol²tica.ò 
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 Corte Constitucional. Sentencia C- 971 del siete (7) de octubre de dos mil cuatro (2004) M. P. 

MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA. 
73

 La Corte Constitucional en la sentencia C-1040 de 2005 define la Sustituci·n como ñuna 

transformación de tal magnitud y trascendencia, que la Constitución anterior a la reforma aparece 

opuesta o integralmente diferente a la que resultó después de  la reforma, al punto que ambas resultan 

incompatiblesò. Corte Constitucional. Sentencia C- 1040 del  diecinueve (19) de octubre (10) de dos 

mil cinco (2005). Magistrados Ponentes. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA; RODRIGO 

ESCOBAR GIL; MARCO GERARDO MONROY CABRA; HUMBERTO ANTONIO SIERRA 

PORTO; ÁLVARO TAFUR GALVIS y. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ.   
74

 Corte Constitucional. Sentencia C- 588 del veintisiete (27) de agosto (08) de dos mil nueve  (2009) 

M. P. GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO. 
75

 Corte Constitucional. Sentencia C- 141 del veintiséis (26) de febrero (02) de dos mil diez (2010). 

Magistrado Sustanciador: HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO ñdonde el asunto a tratar es la 

Revisión de constitucionalidad de la Ley 1354 de 2009 Sobre la posibilidad de una segunda reelección 

automática vía referendo. 
76

 Corte Constitucional. Sentencia  C -397  de veinticinco (25) de mayo (05) de dos mil diez (2010). 

M.P. JUAN CARLOS HENAO PÉREZ.  
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Referente a la reforma que proscribe el consumo de drogas en Colombiaò
77

, sentnecia 

en la que se integran los precedentes en materia de inconstitucionalidad por 

sustitución.  

 

Finalmente en la fase de aplicación reiterativa vía precedente, las sentencias aplican 

la doctrina en los fallos, C-1056 de 2012 Demanda de inconstitucionalidad contra el 

artículo 1° del Acto Legislativo 01 de 2011, ñpor el cual se adiciona el par§grafo del 

artículo 183 de la Constitución Política de Colombiaò
78

, sobre al conflicto de 

intereses de congresistas cuando participan en debate y votación de proyectos de 

actos legislativos, C-170 de 2012 demanda de inconstitucionalidad contra el Acto 

Legislativo 2 de 2011, ñPor el cual se deroga el art²culo 76 y se modifica el artículo 

77 de la Constituci·n Pol²tica de Colombiaò
79

 relativo a la supresión del carácter 

constitucional otorgado a la entidad encargada del manejo de la televisión C-249 de 

2012 demanda de inconstitucionalidad contra el Acto Legislativo No 04 de 2011 

"Por medio del cual se incorpora un artículo transitorio a la Constitución Política de 

Colombia"
80

 referente a la homologación de  pruebas de conocimiento establecidas en 

el concurso público, preservando el principio del mérito, por la experiencia de 

aspirantes a cargos de carrera administrativa, la constitucionalidad de la regla de 

sostenibilidad fiscal en Sentencia C-288 de 2012 contra el Acto Legislativo 03 de 

2011, ñpor el cual se establece el principio de sostenibilidad fiscalò
 81

.  

Igualmente se ve el fallo C-317 de 2012 sobre el control de constitucionalidad en el 

acto Legislativo 05 de 2011 ñPor medio del cual se constituye el sistema general de 
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 Corte Constitucional. Sentencia C -574 del veintidós (22) de julio (07) de dos mil once (2011) M.P: 

JUAN CARLOS HENAO PEREZ Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 1 (parcial) del 

Acto Legislativo No 2 de 2009 
78

 Corte Constitucional. Sentencia C-1056 de seis (6) de diciembre de dos mil doce (2012). M.P. 

NILSON PINILLA PINILLA.  
79

Corte Constitucional. Sentencia C-170 del siete (7) de marzo de dos mil doce (2012). M.P. JORGE 

IVÁN PALACIO.  
80

 Corte Constitucional. Sentencia C- 249 del veintinueve (29) de marzo de dos mil doce (2012). M.P. 

JUAN CARLOS HENAO PÉREZ. 
81

 Corte Constitucional,  Sentencia C-288 del dieciocho (18) de abril de dos mil doce (2012). M.P. 

LUIS ERNESTO VARGAS SILVA.  
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regal²asò
 82

, la C-010 de 2013 ñActo legislativo 05 de 2011 por el cual se constituye 

el Sistema General de Regalías, se modifican los artículos 360 y 361 de la 

Constitución Política y se dictan otras disposiciones sobre el Régimen de Regalías y 

Compensacionesò
 83

, la sentencia C-332 de 2012 demanda de inconstitucionalidad 

contra el Acto Legislativo 03 de 2011 ñPor el cual se establece el principio de la 

sostenibilidad fiscalò
84

 sobre a la falta de quórum para la aprobación del acto 

legislativo 03 de 2011 y C-336 de 2013 demanda de inconstitucionalidad en contra 

de los artículos 1 (parcial) y 3 (parcial) del Acto Legislativo 6 de 2011, ñPor el cual 

se reforma el numeral 4 del artículo 235, el artículo 250  y el numeral 1 del artículo 

251 de la Constituci·n Pol²ticaò
85

 en la que se resuelve el caso sobre a la competencia 

otorgada al Vice fiscal General de la Nación y sus delegados de la unidad de fiscalías 

ante la Corte Suprema de Justicia, para investigar y  acusar a los altos servidores que 

gocen de fuero Constitucional. 

 

Debemos igualmente resaltar, la decisión C-579 de 2013 demanda de 

inconstitucionalidad contra el acto legislativo 01 de 2012, ñpor medio del cual se 

establecen instrumentos jurídicos de justicia transicional en el marco del artículo 22 

de la Constituci·n Pol²tica y se dictan otras disposicionesò
86

 referente al marco 

jurídico para la paz. De la misma manera, se estudia la sentencia C-013 de 2014 

demanda de inconstitucionalidad contra el Acto Legislativo 01 de 2009, ñPor el cual 

se modifican y adicionan unos art²culos de la Constituci·n Pol²tica de Colombiaò. Y 

finalmente la sentencia C-577 de 2014 ñDemanda de inconstitucionalidad el articulo 

2 del Acto legislativo 01 de 2012 mediante el cual se introduce la participación en 
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 Corte Constitucional,  Sentencia C-317 del tres (3) de mayo de dos mil doce (2012). M.P. MARIA 

VICTORIA CALLE CORREA.       
83

 Corte Constitucional,  Sentencia C-010 del veintitrés (23) de enero de dos mil trece (2013) M.P. 

LUIS ERNESTO VARGAS SILVA.  
84

 Corte Constitucional. Sentencia C- 332 del nueve (9) de mayo de dos mil doce (2012). M.P. 

HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO. 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-336 del  trece (13) de junio de dos mil trece (2013). M.P. 

MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO.  
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 Corte Constitucional. Sentencia C- 579 del veintiocho (28) de agosto de dos mil trece (2013). M.P. 

JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB.  
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política de los actores armados que hayan cometido delitos políticos, no relacionados 

con crímenes de lesa humanidad y genocidioò
 87

. 

 

Sin embargo, desde otro posicionamiento, si se considerará control constitucional de 

fondo, esta doctrina ignoraría el artículo 241 de la Constitución Política colombiana, 

el cual establece como función de la Corte Constitucional en su numeral primero 

ñDecidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos 

contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo 

por vicios de procedimiento en su formaciónò
88

 (negrilla fuera del original). 

 

Esta situación nos presenta una evidente tensión. De un lado la necesidad de 

establecer un límite al poder de reforma constitucional
89

 pues el poder del Congreso 

e incluso del pueblo vía Referendo, no es fundacional, al tratarse de un poder 

constituido
90

 y está sometido a lo establecido en la Constitución, pero de otro lado es 

discutible la existencia de fuentes normativas que autoricen a la Corte a ejercer 

control material sobre los actos reformatorios de la Constitución y si se trata de un 

control de forma surge la duda sobre las condiciones para que este se dé.   

 

Por lo tanto, el estudio de la inconstitucionalidad por sustitución, es, a la vez, el 

análisis respecto de la dicotomía entre la naturaleza política y jurídica de la 

Constitución misma
91

, lo cual implica la tensión entre el principio democrático y la 

supremacía constitucional. Con este trabajo, se pretende aportar a la mencionada 

problemática, al profundizar en la misma desde la óptica de la argumentación e 

interpretación dada por la Corte Constitucional sobre este conflicto. 

                                                           
87

 Corte Constitucional. Sentencia C-577 del  seis (6) de agosto de dos mil catorce (2014) M.P. 

MARTHA VICTORIA SÁCHICA MENDEZ 
88

 COLOMBIA, Asamblea Nacional Constituyente, Constitución Política Colombiana  de 1991. 
89

 Idea reforzada por  la posibilidad de desviación del poder hacia un juicio reducido al interés de las 

mayorías parlamentarias y como esto pone en riesgo el sistema de derecho, así como las garantías y 

deberes que en él se consignan, en el respeto debido al constituyente primario. 
90

 NEGRI, Antonio. El poder constituyente, Madrid, Libertarias-Prodhufi, 1994.  
91

 PIERRE-CAPS, Stéphane et CONSTANTINESCO Vlad. Droit constitutionnel, Paris, Thémis droit, 

2006. P. 289. 
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El presente estudio de orden jurídico-normativo
92

 es eminentemente analítico y 

propositivo, el cual se realizará mediante una metodología documental-deductiva en 

cuanto a la primera etapa del proceso, es decir, la evidencia de la tensión existente y 

la doctrina desarrollada en lo referente a la sustitución de la Constitución; para pasar 

a la segunda etapa, la cual será de orden crítico, donde analizaremos en un juicio 

compuesto la calidad argumentativa e interpretativa en la doctrina constitucional de 

la inconstitucionalidad por sustitución desde nuestra propia teoría de la 

argumentación.  

 

Es por lo tanto un trabajo de análisis jurisprudencial, en el cual extraeremos la 

doctrina de la Corte Constitucional para someterla al estudio de diferentes criterios, 

como se dijo, la argumentación y la interpretación, tras lo cual podremos plantear 

nuestra postura en lo referente a la  fundamentación de la doctrina de la sustitución y 

el test que habría de aplicarse para determinar una eventual inexequibilidad de un 

acto reformatorio. 

 

Conforme lo expuesto, este estudio plantea como problema de investigación, ¿Cuáles 

son los elementos interpretativos y argumentativos que ha tenido la doctrina de 

la inconstitucionalidad por sustitución ïD.I.S- en la jurisprudencia colombiana? 

 

En este momento, en calidad de hipótesis consideramos que la doctrina de la 

sustitución de la Constitución ha tenido un desarrollo estable y coherente en la 

jurisprudencia nacional desde un génesis lingüístico, pasando por la utilización de 

principios hasta lograr estabilización como precedente, siendo una doctrina sólida 

interpretativa y argumentativamente, por los métodos utilizados y el despliegue 

racional analítico en el estudio de los argumentos y contra argumentos dados, 

                                                           
92

 En ciencias sociales podemos decir que existen tres tipos de investigaciones, las fácticas, las 

normativas y las deontológicas, planteadas coherentemente con la división de Norberto Bobbio entre 

eficacia, validez y legitimidad. BOBBIO, Norberto. Teoría General del Derecho, Bogotá, Temis, 

1997.  
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configurándose en una tesis garantista del Estado Social de Derecho sin configurarse 

en una contradicción del principio democrático sino en un amparo del mismo, 

pasando de un concepto a consolidarse como una institución jurídica.  

 

Con miras a establecer los elementos interpretativos y argumentativos en torno a la 

doctrina de la sustitución de la Constitución en Colombia dividiremos nuestro trabajo 

en dos grandes partes, cada una consta de dos capítulos, estos los subdividiremos en 

numerales (I) los cuales a su vez se dividen en literales (A) . 

 

En la primera se abordará la problemática en el control de constitucionalidad sobre 

las reformas a la Constitución, para lo cual en el capítulo primero se estudiará la 

tensión jurídico política, profundizando en la reforma constitucional, sus límites y 

afectaciones posibles a la rigidez constitucional (I) y los antecedentes al control de 

constitucionalidad sobre reformas (II). En el capítulo segundo se desarrollará lo 

respectivo a la argumentación como herramienta de análisis de las críticas a la 

sustitución de la Constitución, en dicho estudio se mostrará la línea jurisprudencial de 

la teoría de la sustitución a la constitución, su desarrollo y crítica preliminar. (I)  lo 

cual no lleva a exponer nuestra propuesta de teoría de la argumentación jurídica 

integral, como metodología crítica de la inconstitucionalidad por sustitución (II ). 

 

En la parte dos realizaremos la valoración argumentativa a la D.S.C a partir del 

análisis estático de la jurisprudencia, en su capítulo primero se estudiará  la primera 

gran etapa de la evolución en el nacimiento y estabilización de la doctrina de la 

sustitución vía interpretación ligústica y sistemática (I), para pasar a la 

implementación y consolidación primeras decisiones de inconstitucionalidad por 

sustitución en interpretación conforme principios (Ii ), en el capítulo segundo se 

expondrá la etapa de integración y aplicación precedencial en su ratificación holística 

(I), y reiteración en los últimos fallos en aplicación vía precedente (II ). 
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K. LA REFORMA CONSTITUCIONAL, LÍMITES Y CONTROL.  

  

A. LA POSIBILIDAD DE REFORMA Y LA RIGIDEZ CONSTITUCIONAL  

 

1. Reforma constitucional, el equilibrio entre el principio democrático y la 

supremacía constitucional. 

 

1.1. Constitución y poder constituyente. 

 

La Constitución, puede ser definida como la ley fundamental del Estado
93

, ya que en 

ella descansa la unidad del ordenamiento jurídico de una Nación. Ésta Norma 

Suprema
94

 en el derecho contemporáneo, no es un compendio sucesivo de artículos 

inconexos, sino un todo sistemático
95

 o ñcuerpo normativoò
96

, que condiciona y 

limita la validez de las leyes que son expedidas por el Legislativo. Es así, como las 

normas constitucionales son superiores y tienen como vocación la estabilidad y 

permanencia, por esta razón no pueden tener el mismo trato que las leyes de una 

categoría inferior, al igual que tampoco puede acudirse al subterfugio de rebajar la 

Constitución a puntos inferiores llevando sus artículos a un orden legal distinto 

intentando cambiar el orden jerárquico normativo
97

. 

 

                                                           
93

 ñLa Constitución sólo puede aparecer como una consecuencia estructural que nace históricamente 

a medida que se va requiriendo un mayor grado de diferenciación funcional del ordenamiento 

jurídico, y cuya supremacía formal es instrumento imprescindible para que contribuya a este proceso 

como estructura   normativaò ALÁEZ CORRAL,  Benito,  Los límites materiales a la reforma De la 

constitución española de 1978. Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2000. P. 18. 
94

 LUCHAIRE, François. Le Conseil constitutionnel tome I. Paris Economica, 2e édition. 1997. 
95

 ñha de entenderse como un texto que goza de unidad, de suerte que no resulta posible seleccionar 

caprichosamente las consecuencias normativas que resulten favorables o desfavorables para la 

solución de un problema puntual. Por el contrario, la solución de las controversias jurídicas de 

interés constitucional, exige que le sean aplicados al caso controvertido, todas las consecuencias ï

mandatos, permisiones, prohibiciones y diseños estructurales- previstos en la Cartaò Corte 

Constitucional.  Sentencia SU-1122 del 25 de octubre de 2001 M.P EDUARDO MONTEALEGRE 

LINETT, punto resolutivo 6 
96

 ARAGON REYES, Manuel. La interpretación de la Constitución y el carácter objetivado del 

control jurisdiccional. Revista Española de Derecho Constitucional, número 17. Madrid. Centro de 

Estudios Políticos y Constitucionales. 1986.  P. 107. 
97

 PIERRE-CAPS, Stéphane et CONSTANTINESCO Vlad. Droit constitutionnel. Ob. Cit. P. 120. 
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Es precisamente, como la Constitución le permite a una Nación organizarse como 

Estado, ya que la misma está compuesta por un conjunto de normas
98

 que regulan la 

forma en que es preciso gobernar
99

.  

 

Así, las constituciones han sido entendidas como el acto jurídico-político por medio 

del cual, las naciones se dotan de instituciones permanentes estableciendo una 

división de poderes que enmarca las competencias y los procedimientos propios de la 

generación de normas a la vez que en ellas mismas se plasma el contenido de 

garantías y derechos fundamentales que habrán de ser respetados y desarrollados en 

la sociedad
100

. 

 

Dada esta doble naturaleza se entiende que los Estados constitucionales existen 

cimentados en dos grandes principios: el político-democrático de un lado y el 

jurídico-normativo de la supremacía constitucional de otro
101

. En el primero, se 

respeta el origen derivado de la soberanía popular de la Carta Magna y en el 

segundo, la autoridad que es propia de la misma Ley Fundamental, para así dar 

cabida a la naturaleza propia del acto constitucional como norma de orden jurídico-

político, por lo tanto, en las Constituciones mismas existe permanentemente la 

tensión entre las manifestaciones del principio democrático y el respeto debido al 

principio de supremacía constitucional. 

 

Esta Norma Normarum  se desprende de un acto propio del Poder Constituyente, en 

tal sentido el doctrinante Linares Quintana, nos ofrece una clara definici·n, como ñla 

facultad inherente a toda comunidad soberana de darse su ordenamiento jurídico-

                                                           
98

 Por supuesto en las comunidades se desenvuelven normas de orden moral, cultural e incluso 

teológico que determinan el actuar de ese pueblo o pueblos, base de la Nación.  
99

 Estos parámetros de gobierno incluyen, los derechos fundamentales, los fines de la asociación, y 

claro, los valores y principios en los que se funda la Carta Magna misma, de ahí que no nos 

reduzcamos a una guía administrativa, sino a un auténtico fundamento de derecho. 
100

 ¨En esta forma de organización, las reglas jurídicas de categoría superior son normalmente 

reunidas en un texto único denominado constitución¨ TOBO, Javier. La Corte Constitucional y el 

Control de Constitucionalidad en Colombia. Bogotá, Ibáñez, 2006. Unidad Tercera, Capítulo I. P.135 
101

  De VEGA GARCÍA, Pedro, La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente, 

Ob. Cit. P. 15. 
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político fundamental originario por medio de una Constitución, y de refórmala total 

o parcialmente cuando sea necesarioò
102

. 

 

Así mismo, en palabras de la Corte Constitucional Colombiana, por acto 

constituyente debemos entender el hecho por medio del cual el pueblo manifiesta su 

voluntad política, el poder constituyente a través del cual el Pueblo se da su propia 

organización política y jurídica, y la Constitución como resultado del ejercicio de 

dicha potestad
103

. 

 

Se puede ver en Carl Schmitt que, el poder constituyente es aquella fuerza que 

establece la unidad política por lo cual es ilimitado, absoluto e indivisible
104

, y, en 

este caso no sería delegable. No obstante en Sieyés, este poder debe ser ejercido por 

una Asamblea que cumpla ciertos requisitos, en particular su calidad perenne, pues 

tienen que actuar por un plazo determinado, su funcionalidad ya que las deben 

proferir solamente una Constitución y no otra cosa, finalmente estas asambleas no 

pueden vulnerar la voluntad de sus representados. 

 

En todo caso, este poder constituyente también puede ejercerse de manera derivada 

en un poder constituido de reforma, una vez promulgada la Carta Magna realizando 

las modificaciones que las fuerzas políticas o las necesidades sociales impulsen, a 

través del proceso de reforma o revisión constitucional
105

. 

 

                                                           
102

 LINARES QUINTANA, Segundo V. Derecho Constitucional e Instituciones Políticas. T II. 

Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1970. P. 123.  
103

 Corte Constitucional. Sentencia C- 551de 2003 Ob. Cit. 
104

 ñpoder constituyente es la voluntad política cuya fuerza o autoridad es capaz de adoptar la 

concreta decisión de conjunto sobre modo y forma de la propia existencia política, determinando así 

la existencia de la unidad política como un todoò SCHMITT, La teoría de la Constitución. Ob. Cit. P. 

86. 
105

 En ordenamientos como el colombiano se utiliza el término reforma, mientras que en 

ordenamientos como el francés o el norteamericano la denominación es de revisión constitucional o 

enmiendas, de hecho las reformas a la Constitución por medio de acto legislativo se denominan leyes 

de revisión constitucional en el ordenamiento francés. LUCHAIRE, François. Le Conseil 

constitutionnel tome IV. Paris, Économica. 2002.  
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1.2. Reforma a la Constitución como manifestación del principio democrático 

en el poder constituido. 

 

La Constitución es planteada como un acto de naturaleza jurídica y política, y en ella 

convergen los fundamentos de la soberanía popular, por lo que se despliega a través 

del principio democrático.  

 

A la vez, es la Norma de Normas, la suprema jerárquicamente en el ordenamiento 

jurídico
106

, no en vano, ésta dualidad de la Carta Magna viene a ser un elemento 

central del estudio de la misma
107

.  

 

Esta norma si permanece inmutable en el tiempo pierde capacidad para regular la vida 

social, por lo tanto, se volverá en un simple acto declaratorio de postulados abstractos 

y pretensiones políticas, se desfiguraría en este orden de ideas su capacidad de reglar 

normativa y por ende coercitivamente la vida social. Si existe un divorcio entre la 

norma suprema y la vida social, la primera terminará por perder su capacidad de 

eficacia, sin embargo, si ésta se modifica constantemente pierde su credibilidad en 

tanto que es norma fundamental del Estado. 

 

La necesidad de reformar parcial o totalmente una Constitución, nace en el hecho de 

que ella se adecue a las necesidades presentes de la sociedad, es decir, la necesidad de 

la evolución de todo Estado. Se conoce entonces, como poder de reforma la potestad 

de revisar o modificar la Constitución Política existente
108

, ello quiere decir, que la 

función constituyente no termina con el hecho de darse una Constitución, pues el 

poder constituyente comprende de igual forma el poder de reforma de la Constitución 

original o presente. 

                                                           
106

 Manifiesta Drago, como la las normas constitucionales ñforman un todo coherente y jerarquizadoò. 

« forment un ensemble cohérent et hiérarchisé » DRAGO, Guillaume, « Contentieux constitutionnel 

français». Ob. Cit.  
107

 LUCHAIRE, François. Le Conseil constitutionnel tome II. Paris Económica, 2e édition. 1997. 
108

 Corte Constitucional.  Sentencia C- 551de 2003 Ob. Cit. 
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Adicionalmente, desde la lectura a Naranjo Mesa, es posible dilucidar claramente que 

existe un poder constituyente ñoriginarioò as² como uno ñderivadoò. Se le llama 

originario o primario en el evento en que el pueblo establece un nuevo orden jurídico-

político por primera vez, o para cambiar el presente por uno distinto a aquel; se 

entiende derivado cuando por medio de la misma Constitución se delega un órgano 

del Estado con la facultad para reformar la constitución
109

.   

 

En este orden de ideas, el poder constituyente originario es fuente y límite del 

derecho, por sus características mismas y su influencia en el poder constituido o de 

reforma, el poder constituyente originario deriva su poder de la soberanía popular, es 

ilimitado, político, extrajurídico y supremo, por lo tanto, es exento de controles o 

limitaciones judiciales. Por su parte, el poder de reforma como constituyente 

constituido, es jurídico, reconocido por la norma suprema, sometido al poder 

constituyente primario y sujeto de controles judiciales
110

.   

 

Lo anterior, en claro respeto del principio democrático, pues una Constitución 

extremadamente rígida
111

, es decir, con mecanismos de reforma agravados, no puede 

adaptarse con facilidad a las exigencias sociales o coyunturales, lo cual terminará por 

propiciar la promulgación de una nueva Constitución en tales circunstancias. 

 

El punto central de una reforma constitucional, como modificación institucional 

opuesta a la revolución
112

, se haya en que es posible revestir de la legitimidad de la 

                                                           
109

 NARANJO MESA, Teoría Constitucional E Instituciones Políticas. 11
a
 Ed. Bogotá, Temis, 

2010.P. 375-376.  
110

 ñNingún tipo de poder delegado puede cambiar lo más mínimo de las condiciones de su delegación. 

Las leyes constitucionales son, en este sentido, Ăfundamentalesò SIEYES, Emmanuel. ¿Qué es el 

Tercer Estado? Trad. De Marta Lorente Sariñena y Lidia Vásquez Jiménez; Madrid (España): Alianza 

Editorial, 2008, P. 142-144. 
111

  BRYCE, James. Constituciones flexibles y rígidas, Madrid.  Centro de Estudios Constitucionales, 

1988. 
112

 ñA partir del Siglo XVIII, el termino -reforma- pierde su significado originario de ïrenovación 

religiosa- y asume el significado actual, de Cambio gradual, legal y parcial, opuesto al cambio 
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Constitución como fuente principal del pacto político de libertad que es considerada 

como la base de un Estado Democrático, es así, como a partir de esto puede 

deducirse que la legitimidad de la Constitución es un atributo que necesita de un alto 

porcentaje de consenso para asegurar cierta obediencia, en el equilibrio entre lo 

declarativo y la fuerza
113

. 

 

Así las cosas cualquier ordenamiento con pretensiones de continuidad establece la 

posibilidad y los mecanismos de reforma constitucional ñLa disposición normativa 

que regula la reforma constitucional tiene una peculiaridad: garantiza la 

continuidad de la regla democrática. Ciertamente, la reforma constitucional pone de 

manifiesto la tensión entre permanencia y cambio, pero es ella, precisamente, la 

llave que debía producir el desarrollo, el cultivo de la democraciaò
114

. 

 

En este contexto, la reforma constitucional es un instituto que supera la 

ñinmutabilidadò para asegurar la ñpermanenciaò y estabilidad
ò115

. Pero como 

instituto en ocasiones ha excedido los límites, haciendo ficticio el solemne principio 

de la soberanía popular y el dogma de la supremacía constitucional. 

 

En el caso colombiano, la Constitución puede ser reformada, de conformidad con el 

artículo 374 por tres mecanismos: Referendo Constitucional
116

, Acto Legislativo
117

, y 

                                                                                                                                                                      
revolucionarioò BOBBIO, Norberto. Teoría General de la Política, Madrid, Editorial Trotta, 2003. P. 

759.  
113

 Siendo una norma de  máxima jerarquía  no necesita un alto consenso para asegurar su obediencia, 

la Carta Magna es por definición la norma suprema del ordenamiento, sin embargo, de no estar basa  

da en un amplio consenso las fuerzas políticas tenderán a la promulgación de una nueva. 
114

 FERREYRA, Reforma constitucional y control de constitucionalidad. Buenos Aires, Ediar, 2007.  

P. 371. 
115

 De ahí el carácter antidemcratico de una disposición in perpetuam rei memoriam. De VEGA 

GARCÍA, La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente. Ob. Cit. P. 54. 
116

 Articulo 378 de la Constitución Política de Colombia ñPor iniciativa del Gobierno o de los 

ciudadanos en las condiciones del artículo 155, el Congreso, mediante ley que requiere la aprobación 

de la mayoría de los miembros de ambas Cámaras, podrá someter a referendo un proyecto de reforma 

constitucional que el mismo Congreso incorpore a la ley. El referendo será presentado de manera que 

los electores puedan escoger libremente en el temario o articulado qué votan positivamente y qué 

votan negativamente.ò 
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Asamblea Constituyente
118

. El primero lo podríamos definir como un mecanismo de 

participación democrática
119

, por medio del cual el pueblo tiene la potestad para que 

apruebe o rechace un proyecto de Reforma Constitucional expedido mediante ley, 

este tiene sustento en el artículo 103 y particularmente en nuestra materia en el 378 

constitucional
 120

. 

 

Respecto del denominado Acto Legislativo, consistente en la actuación mediante la 

cual se reforma la Constitución, este es emitido por el Congreso de la República de 

acuerdo al artículo 375 de la Constitución Política. Los proyectos de los actos 

legislativos pueden ser presentados por el gobierno, 10 miembros del congreso, el 30 

% de los diputados o concejales del país, esto solo aplicable a los actos legislativos
121

 

y el 5 % del censo electoral vigente.  

                                                                                                                                                                      
117

 Artículo 375 Constituci·n Pol²tica de Colombia ñPodrán presentar proyectos de acto legislativo el 

Gobierno, diez miembros del Congreso, el veinte por ciento de los concejales o de los diputados y los 

ciudadanos en un número equivalente al menos, al cinco por ciento del censo electoral vigente. El 

trámite del proyecto tendrá lugar en dos períodos ordinarios y consecutivos. Aprobado en el primero 

de ellos por la mayoría de los asistentes, el proyecto será publicado por el Gobierno. En el segundo 

período la aprobación requerirá el voto de la mayoría de los miembros de cada Cámara. En este 

segundo per²odo s·lo podr§n debatirse iniciativas presentadas en el primeroò. 
118

 Artículo 376 de la Constitución Política de Colombia ñMediante ley aprobada por mayoría de los 

miembros de una y otra Cámara, el Congreso podrá disponer que el pueblo en votación popular 

decida si convoca una Asamblea Constituyente con la competencia, el período y la composición que la 

misma ley determine. 

Se entenderá que el pueblo convoca la Asamblea, si así lo aprueba, cuando menos, una tercera parte 

de los integrantes del censo electoral. 

La Asamblea deberá ser elegida por el voto directo de los ciudadanos, en acto electoral que no podrá 

coincidir con otro. A partir de la elección quedará en suspenso la facultad ordinaria del Congreso 

para reformar la Constitución durante el término señalado para que la Asamblea cumpla sus 

funciones. La Asamblea adoptar§ su propio reglamento.ò 
119

 Esta figura de participación ciudadana tiene una clara intención en el constituyente de 1991 para el 

cual, pertinentemente era necesario reforzar las vías democráticas nacionales.  
120

 El Artículo 103 de la Constitución, estipula los distintos mecanismos de participación ciudadana, 

ampliando así la interacción entre ciudadano y gobierno en cuanto participación democrática, 

garantizando el ejercicio de estas herramientas y su debida reglamentación normativa. 
121

 Existe una antinomia entre los  artículos 155 y 375  de la Constitución,  el primero  establece 

que: ñPodrán presentar proy ectos de ley o de reforma constitucional, un número de ciudadanos 

igual o superior al cinco por ciento del censo electoral existente en la fecha respectiva o el treinta 

por ciento de los concejales o diputados del paísò. Subrayado fuera del texto, mientras el otro 

artículo se refiere al 20 por ciento no al 30. Se ha acogido la tesis del 30%. De conformidad con lo 

planteado por la Corte Constitucional. ñtoda vez que el conflicto planteado por la incongruencia 

sobre el monto del apoyo previsto en el artículo 155 (30%) y 375 (20%) CP., debe resolverse en 

favor de la observancia del 30%, pues pese a preverse en norma anterior, sin lugar a dudas, es el 

congruente con la jerarquía superior que ostentan los actos legislativos o reformatorios de la 
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Para su promulgación, se requiere del trámite del proyecto en dos períodos ordinarios 

y consecutivos y de la aprobación por parte de la mayoría de los miembros de cada 

cámara en el segundo debate, no de la simple mayoría de los asistentes como en los 

demás casos. Claro que este mecanismo agravado de rigidez, lo es más de forma 

teórica que pragmática, dada la estructura política colombiana, donde no existe 

cohabitación y dado el fuerte presidencialismo, no se evidencia una separación entre 

los poderes  legislativo y ejecutivo
122

. 

 

Por su parte, el artículo 377 superior que trata sobre la posibilidad de referendo 

constitucional revocatorio, en el cual se contempla al referendo como mecanismo de 

control sobre aquellas reformas constitucionales que versen sobre los derechos 

fundamentales, los procedimientos de participación ciudadana y lo atinente a las 

funciones y organización del Congreso de la Republica, por su parte en el artículo 

378 de la Constitución que en conectividad con el artículo 155 constitucional, se 

desarrolla lo propio del referendo constitucional aprobatorio. En él se permite que el 

Congreso con previa aprobación de sus Cámaras pueda  someter a referendo un 

proyecto de reforma constitucional que el mismo Congreso incorpore a la ley, de 

conformidad con lo expuesto en Ley Estatuaria 134 de 1994, la cual regula lo 

ateniente a los mecanismos de participación ciudadana
123

.   

                                                                                                                                                                      
Constitución Política que, en razón al carácter estricto y rígido de la Constitución Colombiana, 

están sometidos a requisitos indudablemente más rigurosos y exigentes para su adopción que los 

requeridos por el ordenamiento constitucional para las leyes ò Sentencia C-180 de 1994 M.P. 

Hernando Herrera Vergara. 
122

  La preponderancia y las múltiples competencias del presidente como jefe de gobierno, de Estado y 

suprema autoridad administrativa, caracterizan el presidencialismo nacional, a lo cual debemos añadir 

la disposición de elecciones en el mismo periodo y la posibilidad de relección presidencial, con lo cual, 

un presidente que posea mayorías en el congreso podrá modificar fácilmente la Constitución, prueba 

de ello son las números reformas que se han promulgado en Colombia. 
123

 En tal sentido expresa la  Corte Constitucional respecto de este mecanismo, aduciendo ñComo se 

advierte sin dificultad en el referendo el pronunciamiento popular recae sobre un proyecto de 

contenido normativo, en tanto que en el plebiscito el objeto de la decisión sometida a la consideración 

del Pueblo versa sobre una decisión del gobernante. Con el referendo, si se obtienen las mayorías 

necesarias para el efecto con los requisitos señalados por la Constitución y la Ley Estatutaria de los 

Mecanismos de Participación Ciudadana, se introducen normas nuevas al ordenamiento jurídico, se 

modifican las ya existentes, o se derogan estas total o parcialmente. Es claro entonces que el 

referendo tiene como objeto un pronunciamiento popular sobre el derecho legislado. El plebiscito, en 

cambio, no afecta el Derecho Positivo del Estado sino que esencialmente se refiere a las decisiones de 
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Finalmente, la Asamblea Constituyente, establecida en el artículo 376 de la 

Constitución, es el mecanismo popular y democrático que puede ser definido como la 

congregación de personas en un órgano colegiado
124

, el  cual representa el poder 

soberano y mandatario del pueblo con facultad normativa, que tiene como objetivo 

específico reformar la Cosntitución o configurar un nuevo modelo constitucional y 

trazar nuevas líneas de organización del Estado
125

.  

 

A pesar de la denominación constituyente debe ser entendida como una figura 

rerivada del poder delegado y por lo tanto constituida
126

 por lo tanto consideramos 

que en principio la Asamblea debe ser entendida como Asamblea Constitucional y 

tiene los limites propios de un órgano constituido a menos que se plantee explicita, 

legitima y participativamente como Asamblea Constituyente propiamente dicha
127

. 

 

En este caso pueden plantearse dos tipos de Asamblea Constituyente: la primera 

definida como no institucionalizada, la cual no está regulada normativamente y su 

origen es espontáneo como consecuencia de importantes sucesos de carácter social o 

                                                                                                                                                                      
carácter político que adopta o propone el gobernante. El plebiscito es entonces un pronunciamiento 

sobre la adhesión o rechazo a una política determinada, es decir, no es una manifestación sobre el 

ordenamiento jurídico sino que se realiza sobre las conveniencias o inconveniencias de adoptar unas 

determinadas decisiones, por lo que se torna, en últimas, en la expresión de aceptación y apoyo al 

gobernante por quienes votan positivamente, o en el repudio a quien gobierna o a sus políticas 

espec²ficas en un asunto determinado por quienes votan en forma negativaò Corte Constitucional, 

Sentencia    C- 551 de 2003  Ob. Cit. 
124

 Aunque exista cierto consenso sobre la definición, sus competencias y alcances varían según se 

profundice en su estudio. Al respecto puede verse SCHMITT, Carl. La teoría de la Constitución, Ob. 

Cit.  P. 101. Y SIEYÉS. ¿Qué es el tercer estado?  Ob. Cit. P. 142. 
125

 Recordemos que la asamblea en uso del artículo 376 puede ser constitucional o constituyente, en el 

primer caso se tratara de un órgano constituido y por lo tanto sujeto a los limites competenciales. 
126

 ñEn consecuencia, como ya ha venido asentándose en la doctrina y la jurisprudencia colombiana, 

aunque la reforma constitucional reciba la denominación de constituyente, esta no debe ser 

confundida a priori como el ejercicio efectivo del poder originario, sino como una tarea limitada y 

restringida que se enmarca dentro de la categoría de poder de revisión o poder constituyente 

constituidoò RAMÍREZ, CLEVES, Gonzalo. Límites de la Reforma Constitucional. Ob. Cit.  P. 453.  
127

 ñSin embargo, cuando las potestades delegadas son de car§cter general, la aprobaci·n de la ley en 

referendo es mayoritaria, y se presenta una situación de consenso, que evidencien que la voluntad del 

poder ordinario es la de constituir, se admite la tesis de que la asamblea ejercitara un poder 

constituyente pleno, restringido solamente respecto a la finalidad de hacer constitución, democrática y 

superiorò P. 455. 
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político
128

 y, la segunda, es definida como Asamblea Constituyente 

Institucionalizada, aquella que se encuentra contemplada, regulada y cuyo aspecto 

procesal se desarrolla en la propia Carta Magna
129

. 

 

En Colombia, conforme a la doctrina jurisprudencial, las reformas a la Constitución 

deben respetar el procedimiento para su promulgación y no afectar elementos 

definitorios de la Carta o lo que es lo mismo, no pueden sustituir la Constitución
130

.  

Durante los 23 años de vigencia de la Constitución de 1991, la Carta Magna ha 

sufrido 38 reformas vía acto legislativo y tres intentos más vía referendo
131

. Algunas 

han sido producto de cambios menores que no han afectado la esencia democrática y 

pluralista
132

, no obstante, respecto de otras no es tan fácil hacer esa afirmación
133

. 

 

2. Rigidez constitucional y tipos de límites en el poder de reforma.  

 

2.1. Rigidez,  la estabilidad como elemento esencial de la Constitución. 

 

El pueblo como conglomerado es el soberano
134

, esta soberanía es inalienable, 

intrasmisible y a decir de J. J. Rousseau  infalible
135

, este soberano que no reconoce 

                                                           
128

 Es el caso de la Asamblea Nacional constituyente originada en el movimiento de la séptima 

papeleta y que da origen a la actual Constitución vigente de 1991 es el resultado de un proceso no 

institucionalizado, ya que en la Constitución de 1886 el único mecanismo de reforma constitucional 

contemplado era por medio de un Acto Legislativo. 
129

 Más adelante abordaremos la discusión sobre si la asamblea puede ser convocada para la reforma o 

solo la creación de una nueva a Ley Suprema, y si en cada caso existe o no límite a ese poder 

constituyente. 
130

 Hemos insistido en que es una doctrina de origen jurisprudencial, por lo tanto el valor vinculante de 

esta es indispensable en nuestro estudio. Las sentencias más relevantes en esta materia fueron 

relacionadas en la introducción.  
131

 En este cálculo incluimos actos declarados inexequibles. La última que referenciamos es la reforma 

producto del Acto Legislativo 1 de 2013 - Por el cual se modifica el artículo 176 de la Constitución 

Política, para fortalecer la representación en el Congreso de la República de los colombianos residentes 

en el exterior, claro en nuestra democracia, basta de una tarde para que ese número ascienda. 
132

 Se han modificado 54 artículos, algunos más de una vez por diferentes actos legislativos y se han 

agregado seis artículos transitorios.   
133

 GARCÍA VILLEGAS Mauricio, y REVELO REBOLLEDO Javier Eduardo ñMayorías sin 

democracia: desequilibrio de poderes y estado de derecho en Colombia, 2002-2009ò. Bogot§. Centro 

de Estudios en Derecho Justicia y Sociedad De Justicia. 2009. 
134

 Nos limitamos a la explicación de la soberanía en el orden Republicano.  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/cp/acto_legislativo_01_2013.html
http://www.google.com.co/search?hl=es&tbo=p&tbm=bks&q=inauthor:%22Mauricio+Garc%C3%ADa+Villegas%22
http://www.google.com.co/search?hl=es&tbo=p&tbm=bks&q=inauthor:%22Javier+Eduardo+Revelo+Rebolledo%22


 

15 
 

poder superior alguno es el único detentador legítimo de las decisiones colectivas
136

, 

claro esto ocurrirá solo cuando actúe en calidad de soberano y como órgano 

constituyente, pero además en las sociedades contemporáneas este pueblo soberano 

no actúa directamente, sino que en la gran mayoría de ocasiones se manifiesta a 

través de órganos delegados. En esa democracia representativa, nos vemos frente la 

idea, según la cual la Constitución tiene una naturaleza limitadora y realizadora de los 

poderes públicos por lo que deberá, como Normas de Normas, limitar el ejercicio del 

poder a su marco normativo, esta postura se justifica, ya no en la soberanía popular 

sino en la división misma entre gobernantes y gobernados
137

. 

 

Una vez elegidos los representantes en la forma de gobierno democrática, aparece una 

ruptura y una división entre quienes poseen las decisiones de la colectividad y de  

quienes no, si bien todos son parte del soberano parece que no todos tienen la misma 

capacidad de decisión dentro de la ejecución misma de las ramas del poder público. 

Así la Constitución buscará limitar el ejercicio de estos órganos delegados para que 

ellos mismos se mantengan sometidos a la materialización del pueblo soberano en 

calidad de constituyente primario
138

. 

 

Así, pareciera ser que nos encontramos ante un patético dilema
139

, pues en la 

Constitución confluyen aspectos jurídicos y aspectos políticos
140

, la tensión de estos 

                                                                                                                                                                      
135

 ROUSSEAU, Jean Jaques. El contrato social, Madrid, Alianza, 1990. 
136

 Decisión políticas fundamentales que dan lugar a la Constitución en sentido Material en SCHMITT, 

Carl. La teoría de la Constitución, Ob. Cit.  
137

 Al punto que en términos kelsenianos, el Estado mismo es la organización normativa y sus actos de 

poder como normas de inferior jerarquía están sometidos a las normas superiores, esto no niega la 

realidad política de la tensión entre gobernantes y gobernados, ni la posibilidad de instrumentalización 

del poder por parte de aquellos a nombre de estos. KELSEN, Hans. Teoría general del estado. Ob. Cit.  
138

 PACE, Alessandro y  VARELA Joaquín. La rigidez de las constituciones escritas, Madrid, Centro 

de Estudios Constitucionales, 1995, P. 68. 
139

 ñComo solución a este patético dilema y, en definitiva, como punto de confluencia y lugar de 

encuentro de toda la problemática que suscita el antagonismo entre los supuestos políticos y jurídicos 

en que descansa el Estado constitucional, de la que innecesario resulta ponderar su significación e 

importanciaò. De VEGA GARCĉA, La reforma constitucional y la problemática del poder 

constituyente. Ob. Cit. P. 21. 
140

 Por esa dualidad parece en ocasiones que se referencian doctrinas contradictorias, de 

contractualistas a positivistas, verbo gracia, por lo cual en el estudio de derecho constitucional es 
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mismos se materializará notoriamente en el poder de reforma. Esta Constitución 

puede prever en ella misma su mecanismo de transformación y cambio para que solo 

bajo sus presupuestos se creen normas de carácter supremo, manteniendo así un 

equilibrio y una apertura a la respuesta de las necesidades sociales contemporáneas. 

Después de todo, reformar la Carta Magna es un acto de equilibrio y modificación 

pacífica de las realidades sociales. 

 

Bien que la reforma permite empalmar los aspectos políticos y los aspectos 

jurídicos
141

, haciendo que la Carta Magna responda a las exigencias y circunstancias 

de la sociedad, sin ignorar ni desestimar el elemento supremo de la Norma de 

Normas, si la Constitución es modificada por cualquier vía, ésta pierde la misma 

naturaleza pragmática de superioridad, mientras que si se hace inmodificable ésta 

pierde su potencial de regulación de la vida social
142

. Así, no cualquier reforma 

responde ante esta exigencia sino únicamente aquella a través del procedimiento 

agravado, que pretende volver a solucionar esta tensión existente en el Estado 

Constitucional, mecanismo definido como rigidez constitucional, por lo cual se 

responderá a las exigencias propias de la política respaldadas o materializadas por el 

principio democrático sin vulnerar los requerimientos jurídicos propios de la 

supremacía constitucional
143

. 

 

La existencia de mecanismos agravados para la reforma constitucional nos permite 

distinguir el poder de reforma del legislativo. Así, la Constitución podrá responder a 

las circunstancias y requerimientos sociales. Ésta dialéctica entre lo positivo prescrito 

y lo realizado socialmente, nos evidencia la relación dinámica entre la norma y la 

                                                                                                                                                                      
fundamental distinguir el ámbito que se pretende soportar o analizar, para no inferir contradicciones 

epistemológicas que en realidad no existen.  
141

 ñLa reforma constitucional es una verdadera regla de cambio, porque faculta a introducir nuevas 

reglas en el sistema y en el mismo nivelò FERREYRA, Ra¼l Gustavo. Reforma constitucional y 

control de constitucionalidad. Ob. Cit. P. 431. 
142

 Para Carré de Malberg, "el gran inconveniente de las constituciones demasiado detalladas, al 

menos en aquellos países que separan los poderes constituyente y legislativo, es que, para modificar el 

menor detalle, hay que recurrir a un procedimiento completo de revisión" CARRÉ DE MALBERG, 

R. Teoría general del Estado. Ob. Cit. P. 176. 
143

 De VEGA GARCÍA, La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente. Ob. Cit. 
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sociedad. La simple realidad no nos construye derecho y la norma sin conexión con la 

realidad no posee propensión de materialización jurídica, por eso la naturaleza de la 

reforma vendrá a ser una muestra de la naturaleza misma de la teoría 

constitucional
144

. 

 

Por supuesto, ésta rigidez deberá desarrollarse dentro de determinadas reglas por lo 

que habremos de estar muy atentos a la forma concreta en la que han de realizarse
145

, 

en todo caso, el que ésta modificación deba ser sometida a las reglas de la 

Constitución, para que la misma no pierda su naturaleza, por lo que tendremos que 

encontrarnos necesariamente en la actuación de un poder constituido, o lo que es lo 

mismo, sólo hay reforma a la Constitución dentro de los poderes constituyentes 

constituidos
146

. 

 

Son claras las disposiciones de los artículos 114 y 374 de la Constitución cuando 

se¶alan ñCorresponde al Congreso de la República Reformar la Constituciónéò y 

ñLa Constitución Política podrá ser reformada por el Congresoò respectivamente. 

Efectivamente, el Congreso tiene la facultad constitucional de reformar la 

Constitución NO  de sustituirla
147

.  

 

Tal afirmación encuentra su antecedente en la sentencia C- 551 de 2003, al examinar 

la constitucionalidad de la ley 796 de 2003, convocatoria a un referendo 

constitucional, la Corte estableció vicios de competencia del Congreso en el poder de 

reforma de la Constituci·n se¶alando que ñToda Constitución democrática, aunque 

no contenga expresamente  cláusulas pétreas, impone límites materiales al poder de 

reforma del constituyente derivado, por ser este un poder de reforma constituido y no 

el poder constituyente originarioé Debe entenderse que la Constituci·n debe 

                                                           
144

 Lo cual nos llevará a analizar la teoría del poder constituyente. 
145

 Esta rigidez posee diferentes grados, pues entre la imposibilidad absoluta de reforma y mecanismos 

ligeramente más gravosos que el proceso legislativo existen muchos matices.  
146

 No existe poder otorgado por la Constitución para actuar contra la Constitución misma. 
147

 QUINCHE RAMÍREZ, Manuel Fernando. Derecho Constitucional Colombiano. De la Carta de 

1991 y Sus Reformas. 4ª Ed., Bogotá, Ediciones Doctrina y Ley, 2010, P. 547. 
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conservar su identidad en su conjunto y desde una perspectiva material, a pesar de 

las reformas que se le introduzca. Es decir, que el poder de reforma puede modificar 

cualquier disposición del texto vigente, pero sin que tales reformas supongan la 

supresión de la Constitución vigente o su sustitución por una nueva constituciónò
148

. 

Resulta clara la posición que tiene la Corte Constitucional
149

 frente a las limitantes 

que la misma Constitución impone al constituyente derivado cuando de adelantar 

modificaciones a la Carta Política se trata. 

 

El asunto en materia propia del poder de reforma, no es insignificante en materia de 

constitucionalismo; lo primero ha de ser establecer la pertinencia de la existencia de 

límites al constituyente derivado, cualquiera que ellos sean.  

 

Para lo anterior, debe tenerse en cuenta como siempre, que si no existen límites 

explícitos o cláusulasé. devendrá una situación que genere confusión entre el poder 

constituyente y el poder de reforma, mezclando consecuencialmente el poder 

soberano del pueblo con el de sus delegatarios con los órganos y ramas de las función 

pública, así indistintamente la naturaleza de los conceptos, la existencia de un límite 

es un elemento inherente al poder de reforma, el cual actúa por supuesto como un 

órgano  constituido. 

 

Es entonces cuando la temática de los límites ya no es una cuestión restringida al 

positivismo normativista, sino que es un eje de referencia dentro de la misma 

racionalidad y lógica tendida por el ordenamiento jurídico
150

.  

                                                           
148

 Corte Constitucional Colombiana. Sentencia C-551 de 2003. Ob. Cit.  
149

 De igual forma se manifestó  la Corte  mediante sentencia C-816 de 2004, al indicar que ñDe la 

integridad de la Carta Política y, en particular, de la radicación del poder constituyente en el Pueblo 

soberano y del carácter constituido de los poderes por él configurados, se infiere que la facultad de 

reformar la Constitución no es absoluta sino que tiene límites competenciales, dado que con base en el 

poder de reforma la Carta no puede ser sustituida por otraò  COLOMBIA. Corte Constitucional. 

Sentencia C-816 de 2004 Ob. Cit. 
150

 En tal sentido afirma correctamente Robayo Gil que existe una conexión directa entre la aplicación 

del derecho y la estructuración de argumentos. ROBAYO GIL, Ángela Marcela, La racionalidad como 

exigencia hermenéutica en la actividad del juez constitucional.  Tunja. Revista Iter Ad Veritatem. 

Universidad Santo Tomás seccional. 2010. 
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Así las cosas la unificación entre el poder de reforma y el poder constituyente
151

, no 

podría ser más perjudicial para los cimientos mismos del Estado Social de Derecho, 

pues a la vez se destruirían los principios de supremacía constitucional y de 

soberanía popular, lo explicamos de la siguiente forma:  

 

Si conforme a la concepción clásica de la Revolución Francesa
152

, se asume como 

delegatario de este poder general y soberano el órgano legislativo, este podrá 

modificar a su arbitrio los preceptos constitucionales, en detrimento de la supremacía 

constitucional, pero al mismo tiempo se abrogará el poder supremo soberano y 

legítimo popular de la nación en un órgano minoritario
153

; nos encontraríamos en una 

situación indeseable por toda pretensión racional del Estado Constitucional donde una 

minoría tendría el poder absoluto sobre la totalidad de los ciudadanos.  

 

Por esto, bien decía Berlia
154

 que ya no serán representantes de la nación soberana, 

sino soberanos de la nación, y por su puesto esto devendrá en un proceso de 

legitimaci·n de las oligarqu²as, por tal raz·n entendemos cuando sostiene: ñIl y aura 

des lois constitutionnelles, dues à l'exercice du pouvoir constituant, distinctes des lois 

ordinaires et supérieures à celles-ci, afin qu'il y ait n terrain interdit à l'action 

législative. Ainsi le pouvoir constituant est né de la volonté de diminuer la puissance 

législativeò
155

 

                                                           
151

 O según el lenguaje, entre el poder constituyente derivado y el poder constituyente originario.  
152

 SIEYES, Emmanuel. ¿Qué es el tercer estado? Ob. Cit.  
153

 Aunque se haya planteado la idea de una asamblea temporal, la práctica de la misma así como la 

posibilidad general de representar el poder constituyente ha generado críticas, en particular que el 

principio representativo otorga una ficticia soberanía de la Nación, a la vez que la Asamblea la posee 

de manera real y efectiva. DE VEGA GARCÍA, Pedro. La Reforma constitucional y la problemática 

del poder constituyente, Ob. Cit. P. 32 y 33. 
154

 BERLIA, Georges. De la compètence des assemblées constituantes,  en revue de droit public, Paris. 

Librairie générale des droit et de jurisprudence 1945. P. 355.  
155

 Il y aura des lois constitutionnelles, dues à l'exercice du pouvoir constituant, distinctes des lois 

ordinaires et supérieures à celles-ci, afin qu'il y ait n terrain interdit à l'action législative. Ainsi le 

pouvoir constituant est né de la volonté de diminuer la puissance législativeò 

ñHabrá constituciones que debido al ejercicio del poder constituyente separen la leyes ordinarios y las 

superiores, a fin de que haya zonas prohibidas para la acción legislativa. Así el poder constituyente 
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Por supuesto, a título subordinado se le concede en nuestras democracias poder de 

reforma al parlamento
156

, así habrá que entender esta competencia como un poder 

constituido y por lo tanto sometido necesariamente a límites, así bien lo expresaba 

Marbury
157

 en la revista de la Universidad de Harvard al insistir que el término 

reforma
158

 sugiere en sí mismo l²mites ñthe power to amend the constitution was not 

intended to include the power to destroyò 
159

 . 

 

Esta idea podremos verla posteriormente en la Corte Suprema de la India, donde se 

sostiene ñthe Parliament is given the power to amend the Constitution, that power 

cannot be exercised so as to damage the basic features of the Constitution or so as to 

destroy its basic structureò
160

, al punto que avanzada la jurisprudencia acoge el mismo 

concepto de Marbury y la afirmaci·n se evidencia claramente categ·rica ñThe power to 

destroy is not a power to amendò
161

. 

 

Idea que en Colombia se verá acogida por la mencionada sentencia C-551 de 2003,
162

 

en la cual claramente se sostiene ñEn este orden de ideas, se entiende que el poder 

constituido (que incluye el poder de reforma de la Constitución), únicamente tiene 

                                                                                                                                                                      
nace de la voluntad de reducir el poder legislativoò BERLIA, Georges. De la compètence des 

assemblées constituantes: Revue de Droit Public. Ob Cit. P. 355. Traducción libre del autor.  
156

 Malberg sostenía que la representación política no podía predicarse de la soberanía popular, por lo 

cual solo cuando el pueblo se constitucionaliza puede ser representando, es decir, que una vez se 

constituye podrá otro órgano actuar en su nombre, lo que nos hace inferir que este será de naturaleza 

constituida. CARRÉ DE MALBERG, R. Teoría general del Estado, México, Ob. Cit. 
157

 William L. Marbury es homónimo del conocido demandante  William Marbury del caso Marbury 

Vs Madison. 
158

 -Amend- en inglés. 
159

 ñLa facultad de modificar la Constitución no tenía la intención de incluir el poder de destruirlaò 

MARBURY, William L. Limitations upon the amending power. In Harvard Law Review No 33. 

Cambridge,  Harvard Universy. 1919. P. 225. Traducción libre del autor. 
160

 ñAl Parlamento se le da el poder para modificar la Constitución, este poder no puede ejercerse con 

el fin de dañar las características básicas de la Constitución o con el fin de destruir su estructura 

básicaò. INDIA, Corte Suprema de Justicia caso Minerva Mills vs Union of India con fallo del 31 de 

julio de 1980  de la apelación civil No. 206. Traducción libre del autor.  
161

 ñEl poder de destruir no es un poder para modificarò INDIA, Corte Suprema de Justicia caso 

Minerva Mills Vs Union of India Ob. Cit. Traducción libre del autor.  
162

 Una explicación del desarrollo ulterior por parte de la jurisprudencia se verá más adelante en este 

escrito. 
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existencia a partir del hecho constituyente y en los términos definidos por las 

decisiones fundamentales tomadas por el poder constituyente. El Constituyente 

derivado no tiene entonces competencia para destruir la Constituciónò
163

. 

(Subrayado fuera del original). Siendo contundente la congruencia en la idea del 

límite al poder de reforma
164

, en la doctrina que será posteriormente desarrollada por 

la línea jurisprudencial. 

 

2.2 Límites al poder de reforma.  

 

Fuente: Cuadro diseñado por el autor. 

 

                                                           
163

 Corte Constitucional  Sentencia C - 551 de 2003. Ob. Cit. 
164

 Idea aplicada en concreto al equilibrio de poderes en la sentencia C-141 de 2010 por la  Corte 

Constitucional al sostener ñEvidentemente que el principio de la soberanía popular supondría que 

pueda intervenir en todo campo, pero hay aspectos que no se acompasan con una decisión en 

referendo. De otra parte, es importante que el referendo no sea utilizado por uno de los poderes del 

Estado para destruir los otrosò  MARTHE FATIN-ROUGE STÉFANINI, Le contrôle du référendum para 

la justice constitutionnelle, Ed. Económica, Paris, 2004, P.295. En Corte Constitucional Sentencia C- 

141 de 2010 Ob. Cit.  
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Si la rigidez plantea mayor fuerza suprema a la Constitución, de ella se puede deducir 

la existencia de límites en el ejercicio del poder de reforma, entendidos como 

impedimentos a las modificaciones de la Carta Magna
165
, evitando que ñlas 

respectivas mayorías formadas por los partidos en las asambleas legislativas 

pudieran saltar sobre la Constitución según sus alegres caprichos, con sólo respetar 

las disposiciones referentes al procedimiento de reforma constitucionalò
166

.  

 

De estos límites al poder de reforma existen diferentes tipos, bien autónomos o 

heterónomos
167

 dependiendo si se encuentran dentro del mismo ordenamiento o 

externo al propio, límites explícitos o implícitos y por supuestos absolutos y 

relativos
168

, bien que todas las clasificaciones pueden ser impuestas de cualquier 

manera y que existen muchas formas de ordenarlas, hemos organizado nuestra 

propuesta en materia de límites al poder considerando la mejor clasificación: la 

referente a límites explícitos e implícitos
169

. 

 

Al tomar como punto de partida la clasificación dada por Cicconetti en límites 

textuales y tácitos
170

, no obstante hemos considerado pertinente incluir dentro de los 

límites explícitos los circunstanciales y en los implícitos realizamos una subdivisión 

más conforme con los tipos del límite que con la idea doctrinal que lo defiende
171

,  

igualmente consideramos, en este orden de ideas pertinente asumir los límites 

                                                           
165

 En tal sentido Mortati entiende que las reformas a la Constitución no pueden afectar las líneas 

fundamentales del sistema constitucional. MORTATI, Constantino. La constitución en sentido 

material. Ob. Cit. 
166

 LOEWENSTEIN, Karl Teoría de la Constitución, Barcelona, Editorial Ariel, 1982, P. 186. 
167

 No aceptamos que exista una reforma jurídica fuera del ordenamiento jurídico mismo, y sí  se 

tratase de normas parte del bloque de constitucionalidad, deberemos insistir que estas son autónomas y 

parte del ordenamiento jurídico, bien que derivadas del principio de remisión.  
168

 Dependiendo de la posibilidad o no de modificar la totalidad de la Constitución, lo cual claro está, 

depende de los límites explícitos e implícitos propios, por lo cual nos remitiremos a ellos. RAMÍREZ, 

CLEVES, Gonzalo. Límites de la Reforma Constitucional. Ob. Cit.    
169

 Todas las clasificaciones son creaciones, pero en ellas algunas son más coherentes o incluyentes, 

eso es lo que pretendemos en este esquema. 
170

 CICCONETTI, Stefano Maria. La revisione della costituzione, Padova CEDAM. 1972. 
171

 Debemos distinguir así, el fundamento de determinado límite de su posibilidad de evitar 

determinado ejercicio del poder der reforma. 
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inmanentes planteados por Rigaux
172

 como parte de los límites tácitos
173

. Por lo tanto 

procederemos a explicar nuestra clasificación de los límites al poder de reforma con 

una breve explicación de ellos.  

 

Respecto a los límites explícitos encontramos cuatro formas: límites temporales, 

circunstanciales, formales y sustanciales, todos ellos proclamados textualmente en 

el cuerpo normativo de la Constitución; veremos que se trata de límites 

temporales
174

 cuando se excluye la posibilidad de reforma en un termino dado, 

normalmente los albores de la Nación que rige la nueva Carta
175

, no en vano se ve 

como en el acto fundacional, la propia Constitución de Estados Unidos en 1787 

estableció varias materias exentas de reforma en el período de 2 

años, con la evidente pretensión de estabilizar la Unión
176

, caso similar al de las 

                                                           
172

 RIGAUX, Marie-Françoise. La th®orie des limites mat®rielles a lôexercice de la fonction 

constituante. Bruxelles.  Lacier Ed. 1985. 
173

 En todo caso la autora belga centra su interés en los límites materiales, pero distingue los materiales 

explícitos de los implícitos e inmanentes. Ibídem. P. 202. 
174

 Al disolverse una vez cumplido el plazo dejan de ser un límite al poder de reforma por lo cual no 

son cláusulas de intangibilidad propiamente dichas.  De VEGA GARCÍA, La reforma constitucional y 

la problemática del poder constituyente. Ob. Cit. 
175

 Un ejemplo contempor§neo lo encontramos en la Constituci·n de Irak de 2005 ñArt. 126 (é) Los 

principios fundamentales mencionados dentro del capítulo primero y los derechos y libertades 

mencionados dentro del capítulo segundo de la constitución no pueden ser modificados, salvo después 

de dos mandatos electorales con la aprobación de dos tercios de los miembros de la Asamblea, la 

aprobación del pueblo en un referéndum y la ratificación del presidente de la República en los siete 

días siguientes.ò Traducci·n libre del autor, en ingles: ñArt 126 Articles of the Constitution may not be 

amended if such amendment takes away from the powers of the regions that are not within the 

exclusive powers of the federal authorities, except by the approval of the legislative authority of the 

concerned region and the approval of the majority of its citizens in a general referendumò IRAK. 

Asamblea Nacional Constituyente. Constitución de Irak,  30 de enero del año 2005. 
176

 ñEl Congreso, cuandoquiera que dos tercios de ambas Cámaras lo consideren necesario, 

propondrá enmiendas a esta Constitución, o, a requisición de las Asambleas Legislativas de dos 

tercios de los diversos Estados, convocará una Convención para que proponga enmiendas, las cuales, 

en cualquier caso, serán válidas para todo intento y propósito, como parte de esta Constitución, una 

vez ratificadas por las Asambleas Legislativas de tres cuartos de los Estados, o por Convenciones en 

tres cuartos de los mismos, según uno u otro modo de ratificación sea propuesto por el Congreso; 

considerando que ninguna enmienda que sea hecha antes del año mil ochocientos ocho podrá afectar 

en forma alguna a las cláusulas primera y cuarta de la novena sección del artículo primero; y que 

ningún Estado, sin su consentimiento, será privado de su igual sufragio en el Senadoò(subrayado fuera 

del original)
 
ñThe Congress, whenever two thirds of both Houses shall deem it necessary, shall 

propose Amendments to this Constitution, or, on the Application of the Legislatures of two thirds of the 

several States, shall call a Convention for proposing Amendments, which, in either Case, shall be valid 

to all Intents and Purposes, as Part of this Constitution, when ratified by the Legislatures of three 

fourths of the several States, or by Conventions in three fourths thereof, as the one or the other Mode 

http://es.wikipedia.org/wiki/Asamblea_constituyente
http://es.wikipedia.org/wiki/30_de_enero
http://es.wikipedia.org/wiki/2005


 

24 
 

primeras constituciones francesas
177

 en las que se establece un plazo para 

implementar las modificaciones de las constituciones 
178

 

 

Los límites circunstanciales proscriben la posibilidad de reforma, no ahora en el 

tiempo, sino en las condiciones en que habrá de darse
179

, siendo propio de la 

prevención de los regímenes ante la influencia externa
180

, así la Constitución francesa 

de 1946, inmediatamente después del régimen Vichy de la ocupación Nazi
181

, 

prohibió explícitamente las reformas que se dieran mientras existiera ocupación de 

fuerzas extranjeras.
182

 Por supuesto, en tales circunstancias probablemente las 

constituciones no podrían evitar las reformas, de las fuerzas extranjeras, la potencia o 

el regente en el estado de sitio, sin embargo se espera que al menos con estas 

                                                                                                                                                                      
of Ratification may be proposed by the Congress; Provided that no Amendment which may be made 

prior to the Year One thousand eight hundred and eight shall in any Manner affect the first and fourth 

Clauses in the Ninth Section of the first Article; and that no State, without its Consent, shall be 

deprived of its equal Suffrage in the Senateò Traducci·n libre del autor. UNITED STATES OF 

AMERICA, Constitution of the United States, Convention of Philadelphia. 1878.  En el caso se trató 

de 21 años de la Constitución de 1787 hasta 1808. 
177

 El Artículo 3 del titulo séptimo (203) de la Constitución francesa de 1791 establecia « La prochaine 

législature et la suivante ne pourront proposer la réforme d'aucun article constitutionnel». ñLa 

próxima Legislatura y la siguiente no podrán proponer la reforma de ningún artículo constitucionalò. 

Traducción libre del autor. FRANCIA, Asamblea Nacional Constituyente Francesa, Constitución de la 

primera República francesa. Paris. 1791. Claro un sistema sólido institucional y legítimamente no 

necesitará apelar a estas cláusulas pues su fuerza se dará por él mismo.  
178

 Igualmente vemos otros ejemplo en las Constituciones: de Cádiz de 1821,  de Nicaragua de 1911, 

griega de 1927,  de Ecuador de 1929 y de Paraguay de 1992.  
179

 Por ejemplo la Constituci·n de Portugal manifiesta que ñDe los límites circunstanciales de la 

revisión: No se podrá realizar ningún acto de revisión constitucional durante la vigencia del estado de 

sitio o del estado de excepción.ò  PORTUGAL. Asamblea Constituyente.  Constitución de 

la República Portuguesa. el 2 de abril de 1976. 
180

 Nótese que su causa primaria no es la debilidad institucional o la falta de legitimidad, como si, la 

posibilidad de ser sometida la norma suprema a la voluntad externa, no en vano Cuba proscribe la 

negociación de acuerdos bajo influencia de potencia extranjera., ñprohibición  que ya había sido 

establecida en la Constitución de Brasil de 1967 que en el artículo 50 inciso 2° consideraba 

irreformable la Constitución en vigencia del estado de sitioò  Ob. Cit. P. 347.  
181

 PIERRE-CAPS. Stéphane et CONSTANTINESCO Vlad. Droit constitutionnel. Ob. Cit. 
182

 ñArtículo 94. - En el caso de la ocupación de la totalidad o parte del territorio metropolitano por 

fuerzas extranjeras, no hay proceso de revisión no se puede iniciar o continuarò ñArticle 94. - Au cas 

d'occupation de tout ou partie du territoire métropolitain par des forces étrangères, aucune procédure 

de révision ne peut être engagée ou poursuivie.ò Traducción libre del autor. FRANCIA. Asamblea 

Nacional Constituyente, Constitución de la cuarta República francesa. 1946. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Asamblea_Constituyente
http://es.wikipedia.org/wiki/Portugal
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limitantes los usurpadores del poder constituyente no utilicen la Constitución para 

legitimarse y estabilizar su arbitrariedad
183

. 

 

Siguiendo con la clasificación, encontramos los límites explícitos formales, estos son 

la mayoría en los ordenamientos jurídicos, y por la naturaleza misma del derecho 

están acogidos en el sistema normativo, se trata entonces, del procedimiento de 

reforma explicito como límite.  

 

Bien que siempre se trata de una norma ñqueò reforma
184

, esta debe ser creada 

jurídicamente y por lo tanto de conformidad con el trámite establecido por la 

autoridad competente
185

, la competencia está establecida, por lo general, en la misma 

Carta Magna, así como los principios del procedimiento, aunque particularidades del 

mismo pueden ser reguladas por normas de inferior jerarquía. Estos cargos formales 

han sido la mayoría de las declaratorias de inconstitucionalidad contra actos 

reformatorios en el caso colombiano, al punto que la sentencia C-141 de 2010 declara 

inexequible la norma que convoca a referendo para una segunda reelección por vicios 

de procedimiento y sustitución de la Constitución
186

.  

 

Para algunos sectores de la doctrina
187

, se ha considerado que la norma sobre la 

reforma es el verdadero punto de cierre de la Constitución y por lo tanto, la misma es 

un límite al poder constituyente derivado, sin embargo estos límites lógicos, deben 

ser considerados de manera implícita
188

. 

 

                                                           
183

 RIGAUX, La th®orie des limites mat®rielles a lôexercice de la fonction constituante Ob.  Cit. 
184

 RAMÍREZ CLEVES, Gonzalo. Límites de la Reforma Constitucional. Ob. Cit.  
185

 EISENMANN, Charles. La justicia constitucional y el alta corte constitucional austriaca. Paris. 

Económica. 1986.   
186

 Sin embargo en la sentencia C-397 de 2010 al declararse la inconstitucionalidad por razones de 

procedimiento no se pasó a estudiar la eventual inconstitucionalidad por sustitución.  
187

 Caso ROSS Alf. Sobre la Auto referencia y un difícil problema de derecho constitucional. Ob. Cit.  

Igualmente puede verse el pensamiento de Adolphe Merkl en WEYR Franz. La doctrine de M. 

Adolphe Merkl. Rev. Ob. Cit.   
188

 Al respecto volveremos más adelante. 
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Por otro lado, vemos límites explícitos de carácter sustancial al referirnos a las 

cláusulas de intangibilidad, o cláusulas pétreas
189

. Éstas presentan un notorio 

inconveniente y un contrargumento al plantearse que ellas mismas pueden ser 

contradictorias del concepto de unidad suprema constitucional
190

. Sin embargo, esto 

no debe ser tomado tan a la ligera, pues su garantía de reforma no nos habla de su 

poder normativo sino de su potencial estabilidad en el decurso de los años venideros 

para la nación, podrá ser una pretensión de mayor estabilidad en este orden de ideas, 

pues consiste por los tanto en la evidencia de un consenso amplio, en el que se da el 

marco constitucional, por un lado, estas normas no pueden ser afectadas bajo criterio 

de doble grado, es decir, una primera reforma en la que salgan de la garantía 

reforzada las cláusulas pétreas y una segunda que las modifiquen, esto en primer 

lugar, es una medida tendenciosa por no cumplir los preceptos constitucionales y 

eludir el tema en derecho, en segunda medida, contradice el precepto de límites 

materiales formales o lógicos, como lo explicaremos a continuación, pero ante todo, 

extraña a la lógica misma y propia del sistema de reforma. 

 

Estas cláusulas explicitas de irreformabilidad sustancial
191

 pueden ser de muchas 

formas cómo: (i) de interdicción de modificar la naturaleza política del régimen, el 

                                                           
189

 En estos casos existe un artículo particular que prohíbe la modificación de ciertos aspectos 

constitucionales o cláusulas que no pueden modificarse. 
190

  ñArtigo 288.º (Limites materiais da revisão) As leis de revisão constitucional terão de respeitar: a) 

A independência nacional e a unidade do Estado; b) A forma republicana de governo; c) A separação 

das Igrejas do Estado; d) Os direitos, liberdades e garantias dos cidadãos; e) Os direitos dos 

trabalhadores, das comissões de trabalhadores e das associações  sindicais; f) A coexistênciagg do 

sector público, do sector privado e do sector cooperativo e social de propriedade dos meios de 

produção; g) A existência de planos económicos no âmbito de uma economia mista; h) O sufrágio 

universal, directo, secreto e periódico na designação dos titulares electivos dos órgãos de soberania, 

das regiões autónomas e do poder local, bem como o sistema de representação proporcional; i) O 

pluralismo de expressão e organização política, incluindo partidos políticos, e o direito de oposição 

democrática; j) A separação e a interdependência dos órgãos de soberania; l) A fiscalização da 

constitucionalidade por acção ou por omissão de normas jurídicas; m) A independência dos tribunais; 

n) A autonomia das autarquias locais; o) A autonomia político-administrativa dos arquipélagos dos 

Açores e da Madeiraò. PORTUGAL. Asamblea Constituyente. Constitución de la República 

Portuguesa. Ob. Cit.  
191

 Para un estudio más profundo en derecho comparado Ver: RIGAUX, La théorie des limites 

mat®rielles a lôexercice de la fonction constituante. Ob.  Cit.  P.45.  

http://es.wikipedia.org/wiki/Asamblea_Constituyente
http://es.wikipedia.org/wiki/Portugal
http://es.wikipedia.org/wiki/Portugal
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republicano en Italia
192

 y el actual Madagascar
193

, soberano democrático en Francia
194

 

e incluso el monárquico en establecimientos como Jordania
195

 y  Marruecos
196

, (ii) 

respecto de la estructura política del Estado, ya refiriéndose concretamente a las 

formas concretas de desarrollo de la actuación pública
197

 o la organización 

territorial
198

, lo cual, claramente se desprende de la naturaleza política 

                                                           
192
ñArt. 139. La forma republicana de gobierno no estará sujeta a revisiónò. Traducci·n libre del 

autor, en originial:  ñArt. 139. La forma repubblicana non può essere oggetto di revisione 

costituzionaleò. ITALIA Asamblea Constituyente (Asamblea Constituyente). Constitución de la 

Republica Italiana22 de diciembre de 1947.  
193

 Madagascar  2010  ñart 163. La forma republicana de gobierno, el principio de la integridad 

territorial nacional, el principio de separación de poderes, el principio de autonomía Comunidades 

Descentralizado Territorial, la duración y el número de la oficina del presidente de la República, no 

puede estar sujeta a revisiónò Traduiccion libre del autor, en ingles: ñArt 163. The republican form of 

government, the principle  of national territorial integrity, the principle of  separation of powers, the 

principle of autonomy Communities Decentralized Territorial, duration and number of office of 

President of the Republic,  may not be subject to revisionò. ò. MADAGASCAR. Constitución de la 

Cuarta República de Madagascar. 11 de diciembre de 2010. 
194

  ñNingún procedimiento de enmienda podrá iniciarse o continuarse cuando se socava la integridad 

del territorio o. La forma republicana de gobierno no estará sujeta a revisiónò. Traducción libre del 

autor, en originial:  « Art 89 (é) Aucune proc®dure de r®vision ne peut °tre engagée ou poursuivie 

lorsquôil est port® atteinte ¨ lôint®grit® du territoire. La forme r®publicaine du Gouvernement ne peut 

faire lôobjet dôune r®vision ». FRANCIA. Asamblea Nacional Constituyente, Francia, Constitución de 

la quinta República francesa.  l4 de octubre de 1958.   
195

 ñ Art. 126 Ninguna enmienda de la Constitución que afecte a los derechos del rey y de la sucesión 

al trono puede pasar durante el período de Regenciaò Traduiccion libre del autor, en ingles: ñart 126 

No amendment of the Constitution affecting the rights of the king and the succession to the Throne may 

be passed during the period of Regencyò.  JORDANIA. Parlamento. Constituci·n Reino Hachemita de 

Jordania. 1 Enero 1952 
196

  ñArt. 175 Ninguna revisión incluirá disposiciones relativas a la religión musulmana, la forma 

monárquica de gobierno, la elección democrática de la nación o el acervo en las libertades y los 

derechos fundamentales consagrados en la Constituciónò. Traduccion libre del autor, en frances:  

« Article 175.Aucune révision ne peut porter sur les dispositions relatives à la religion musulmane, sur 

la forme monarchique de l'État, sur le choix démocratique de la nation ou sur les acquis en matière de 

libertés et de droits fondamentaux inscrits dans la présente Constitution ». MARRUECOS. 

Rey, Mohamed VI. Constitución de Marruecos. Junio de 2011. 
197

 En RIGAUX, La th®orie des limites mat®rielles a lôexercice de la fonction constituante. Ob. Cit. P. 

47 se menciona el artículo 216 de la Constitución de Colombia, aunque en realidad este trata de la 

fuerza pública y el 316, referente a los derecho políticos (los mencionados por Rigaux), no es una 

cl§usula de intangibilidad ñArtículo 316. En las votaciones que se realicen para la elección de 

autoridades locales y para la decisión de asuntos del mismo carácter, sólo podrán participar los 

ciudadanos residentes en el respectivo municipio.ò 
198
ñArtículo 79 1. La Ley Fundamental sólo podrá ser modificada por medio de otra ley que 

expresamente altere el tenor literal de la Ley Fundamental o lo suplemente. Para los tratados 

internacionales (volkerrechtliche Vertrage) que tengan por objeto un acuerdo de paz, la preparación 

del mismo o la supresión de un régimen jurídico de ocupación o que estén encaminados a servir a la 

defensa de la Republica Federal, bastará para hacer constar que las disposiciones de la Ley 

Fundamental no se oponen al concierto y a la puesta en vigor (Inkraftsetzen) de dichos tratados una 

adición al texto de la Ley Fundamental, que se limitará a dicha aclaración. 2. La ley de referencia 

http://it.wikipedia.org/wiki/Assemblea_Costituente_della_Repubblica_Italiana
http://es.wikipedia.org/wiki/Mohamed_VI
http://es.wikipedia.org/wiki/Constituci%C3%B3n
http://es.wikipedia.org/wiki/Marruecos
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constitucional
199

, al punto que las clausulas pétreas pueden incluir diversas 

tipologías
200

 (iii) una tercera forma de cláusulas de intangibilidad son los 

fundamentos ideológicos del Estado, bien políticos
201

 o religiosos
202

, (iv) límites 

que son claramente diferentes de las garantías en derechos fundamentales 

                                                                                                                                                                      
requerirá la conformidad de dos tercios de los miembros de la Dieta Federal y dos tercios de los votos 

del Consejo Federal. 3. Será ilícita toda modificación de la presente ley en virtud de la cual se afecte a 

la división de la Federaciónen Estados, a los fundamentos de la cooperación de los Estados en la 

potestad legislativa o a los principios establecidos en los artículos 1.o. y 20.ò Traducción libre del 

autor, en original: ñArtikel 79 [Änderung des Grundgesetzes] (1) Das Grundgesetz kann nur durch ein 

Gesetz geändert werden, das den Wortlaut des Grundgesetzes ausdrücklich ändert oder ergänzt. Bei 

völkerrechtlichen Verträgen, die eine Friedensregelung, die Vorbereitung einer Friedensregelung oder 

den Abbau einer besatzungsrechtlichen Ordnung zum Gegenstand haben oder der Verteidigung der 

Bundesrepublik zu dienen bestimmt sind, genügt zur Klarstellung, daß die Bestimmungen des 

Grundgesetzes dem Abschluß und dem Inkraftsetzen der Verträge nicht entgegenstehen, eine 

Ergänzung des Wortlautes des Grundgesetzes, die sich auf diese Klarstellung beschränkt.(2) Ein 

solches Gesetz bedarf der Zustimmung von zwei Dritteln der Mitglieder des Bundestages und zwei 

Dritteln der Stimmen des Bundesrates.(3) Eine Änderung dieses Grundgesetzes, durch welche die 

Gliederung des Bundes in Länder, die grundsätzliche Mitwirkung der Länder bei der Gesetzgebung 

oder die in den Artikeln 1 und 20 niedergelegten Grundsätze berührt werden, ist unzulässigò.  

Grundgesetz für die Bundesrepublik Deutschland. 1949  
199

 Por ejemplo los Länder alemanes, su participación y competencias, son consecuencia directa del 

régimen federal alemán. 
200

 Cómo en el mencionado caso portugués.  PORTUGAL. Asamblea Constituyente.  Constitución de 

la República Portuguesa. Ob. Cit.  
201

 Socialismo en Madagascar o Cuba. Así  en vigencia del régimen socialista de 1975 se estableció 

ñArt 108  La forma republicana de gobierno y el régimen socialista de no puede ser objeto de una 

revisi·nò Traducción libre del autor, en ingles :  ñArt 108  The republican form of government and the  

socialist regime of cannot be the object of a revisionò. MADAGASCAR. Constitucion de la Segunda 

República de Madagascar.  15 junio  de 1975. 

ñArt 3 adicionado por referendo de 2002: El socialismo y el sistema político y social revolucionario 

establecido en esta Constitución, probado por años de heroica resistencia frente a las agresiones de 

todo tipo y la guerra económica de los gobiernos de la potencia imperialista más poderosa que ha 

existido y habiendo demostrado su capacidad de transformar el país y crear una sociedad enteramente 

nueva y justa, es irrevocable, y Cuba no volverá jamás al capitalismoò. CUBA. Comisión de Estudios 

Jurídicos del Comité Central del Partido Comunista de Cuba. Constitución de la República de Cuba. 

 24 de febrero de 1976.  
202

 El Islamismo en Irán se establece de la siguiente manera: ñArt. 177. (é) Son inmutables el 

contenido sobre los principios relacionados con la naturaleza islámica del sistema y con los 

fundamentos de todas las leyes y normativas sobre la base del Islam y de la fe, las metas de la 

Republica Islámica de Irán y el carácter republicano del Estado, del valiato y del imanato así como la 

administración de los asuntos de la nación basándose en el voto popular, en la religión y en la 

confesión oficial de Iránò. Traducci·n libre del autor, en ingles:  ñArt 177 The contents of the articles 

of the Constitution related to the Islamic character of the political system; the basis of all the rules and 

regulations according to Islamic criteria; the religious footing; the objectives of the Islamic Republic 

of Iran; the democratic character of the government;the holy principle; the Imamate of Ummah; and 

the administration of the affairs of the country based on national referenda, official religion of Iran 

and the religious school are unalterableò. IRAN. Asamblea de Expertos para la Constitución. 

Constitución de la República Islámica de Irán. 31 de marzo de 1979. De igual forma recordamos la 

Constitucion de  Marruecos citada anteriormente y las constituciones colombianas de 1832 y 1843 

conforme las cuales no podía reformarse la religión católica.  

http://es.wikipedia.org/wiki/Asamblea_Constituyente
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protección de los derechos del hombre y del ciudadano
203

, aunque preferimos hablar 

de derechos fundamentales,
204

 siendo ejemplo contundente la Constitución de 

Rumania
205

 que establece que ninguna revisión puede tener como finalidad suprimir 

derechos y libertades fundamentales, así como lo mencionábamos en el caso de 

Alemania
206

.   

 

Consideración particular merece a nuestro juicio el caso japonés
207

, el cual posee lo 

que podríamos llamar principios trascendentes explícitos, es decir principios 

reconocidos como primordiales pero en el texto constitucional que condicionan su 

legitimidad y axiología, se trata concretamente de la renuncia a la Guerra y el valor 

histórico de los derechos humanos
208

. Por lo que a juicio de Kenpô Kiyomya, se 

                                                           
203

 En los términos de RIGAUX, La th®orie des limites mat®rielles a lôexercice de la fonction 

constituante Ob. Cit. 
204

 En el caso colombiano existe la garant²a reforzada refrendar²a al establecerse ñArtículo 

377. Deberán someterse a referendo las reformas constitucionales aprobadas por el Congreso, 

cuando se refieran a los derechos reconocidos en el Capítulo 1 del Título II y a sus garantías, a los 

procedimientos de participación popular, o al Congreso, si así lo solicita, dentro de los seis meses 

siguientes a la promulgación del Acto Legislativo, un cinco por ciento de los ciudadanos que integren 

el censo electoral. La reforma se entenderá derogada por el voto negativo de la mayoría de los su 

fragantes, siempre que en la votación hubiere participado al menos la cuarta parte del censo 

electoral.ò, en todo caso insistimos en que esta es una garant²a reforzada y no una cl§usula de 

intangibilidad o un límite al poder de reforma. 
205

  ñArtículo 148 1) Las disposiciones de la presente Constitución relativas al carácter nacional, 

independiente, unitario e indivisible del Estado rumano, la forma republicana de gobierno, la 

integridad del territorio, la independencia de la justicia, el pluralismo político y la lengua oficial no 

pueden formar el objeto de la revisión.  

(2) Asimismo, no puede hacerse ninguna revisión Si ella tiene como objeto la supresión de los 

derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos o de sus garantías.  (3) La Constitución no se 

puede revisar mientras duren el estado de sitio o el estado de emergencia, ni en tiempos de guerraò. 

RUMANIA .  Asamblea Constituyente. Constitución de 1991 de Rumania. 21 de noviembre de 1991  
206

 ALEMANIA.  Consejo Parlamentario(Parlamentarischer Rat). Ley Fundamental para la República 

Federal de Alemania. 23 de mayo de 1949.  
207

 El caso japonés es notorio, más si reconocemos en su democracia uno de los sistemas más sólidos y 

justos del mundo, en Japón con la  Constitución de 1947, se pretendía dotar al país de un texto 

constitucional democrático que corrigiera la Constitución Meiji de 1887. SERVERIN Simon , « La 

légitimité de la Constitution dans la doctrine constitutionnelle japonaise », Droit et cultures [En ligne], 

58 | 2009-2, mis en ligne le 06 juillet 2010, consulté le 03 février 2014. 

URL : http://droitcultures.revues.org/2191. Paris.  Ecole Polythecnic, 2009. 
208

 ñArtículo 9. Aspirando sinceramente a una paz internacional basada en la justicia y la orden, el 

pueblo japonés renuncia para siempre a la guerra como derecho soberano de la nación ya la amenaza 

o al uso de la fuerza como medio de solucionar internacional  disputas. Con el fin de lograr el objetivo 

del párrafo anterior, la tierra, el mar, y las fuerzas aéreas, así como otro potencial bélico, no se 

mantendrán. el derecho de beligerancia del Estado no será reconocidoò. Traducción libre del autor, en 

ingles:ñ Art. 9: Aspiring sincerely to an international peace based on justice and order, the Japanese 

http://es.wikipedia.org/wiki/23_de_mayo
http://es.wikipedia.org/wiki/1949
http://droitcultures.revues.org/2191
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tratara de una realidad histórica que condiciona la validez de la norma superior  « el 

acto que constituye es un acto que tiene una realidad histórica, y como la norma 

básica, que habilita a los poseedores del poder constituyentes, también nació de un 

acto de determinación histórica, es apropiado considerar la norma básica como una 

norma de derecho que fue realmente establecida y no simplemente presupuesta »
209

, 

como se puede ver, se plantea la sincronía entre los fundamentos contextuales de la 

Constitución y sus principios, así como la prioridad de estos sobre el acto 

constituyente
210

. Dados los matices que existen hemos apartado esta teoría del caso 

colombiano
211

.  

 

                                                                                                                                                                      
people forever renounce war as a sovereign right of the nation and the threat or use of force as means 

of settling international disputesò. ñArtículo 97. Los derechos humanos fundamentales por parte de 

esta Constitución garantiza al pueblo de Japón son frutos de la lucha secular del hombre a ser 

libre; que han sobrevivido a numerosas pruebas severas para la durabilidad y se confiere en esta y 

futuras generaciones en la confianza, que se celebrar§ durante todo el tiempo inviolableò  Traducción 

libre del autor, en ingles: ñArt. 97: The fundamental human rights by this Constitution guaranteed to 

the people of Japan are fruits of the age-old struggle of man to be free; they have survived the many 

exacting tests for durability and are conferred upon this and future generations  in trust, to be held for 

all time inviolate]ò. JAPON. Dieta Nacional, Constitución de Japón. Constitución de la Paz (Heiwa-

KenpǾ). 3 de mayo  de 1947. 
209

 Traduccion libre del autor en versi·n en franc®s: ñlôacte constituant est un acte qui a une r®alit® 

historique, et comme la norme fondamentale qui habilite le pouvoir constituant aux constituants, est 

®galement n®e dôun acte de volonté historique, il est adéquat de considérer la norme fondamentale 

comme une norme de droit qui a été réellement établie et non simplement présupposéeò KIYOMYA, 

kenpô, Constitution 1, nouvelle édition, Tokio. Yûhikaku, 1971. P. 30. 
210

 ñEs casi como si la Constitución no hubiera nacido de un acto constituyente sino de los principios 

en ella contenidos (soberanía nacional, el pacifismo y los derechos humanos). Por lo tanto, la 

legitimidad de la Constitución está enteramente en sus principios fundamentales, por lo tanto, limitan 

los poderes ejecutivo, legislativo y judicial, que no puede oponerse ni cambiar sin acto 

revolucionarioò traducci·n libre del autor en original: « Côest un peu comme si la Constitution nô®tait 

pas n®e dôun acte constituant mais des principes quôelle contient (la souverainet® nationale, le 

pacifisme et les droits de lôhomme). Ainsi, la légitimité de la Constitution est entièrement dans ses 

principes fondamentaux qui, par conséquent, limitent le pouvoir exécutif, législatif et judiciaire qui ne 

peuvent ni sôy opposer, ni les modifier sans acte r®volutionnaire ».  SERVERIN Simon , « La 

légitimité de la Constitution dans la doctrine constitutionnelle japonaise ». Ob. Cit. P. 44. 
211

 La postura reflejada en Kiyomya y analizada en Serverin, puede tener dos interpretaciones, o el acto 

constituyente esta sometido a los principios historicos o los mismos son expresados con ocacion del 

ejercicio del poder soberano constituyente, en el primer caso se trataria de un fundamento historico que 

se acercaria a las tesis inmanentes, en el segundo nos encontrariamos en u8na tesis afin a la manejada 

en colombia en materia de limites materiales implicitos. 
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Por su parte, mencionábamos que los límites implícitos
212

 serán lógicos, materiales 

e inmanentes, siendo este el aspecto, tal vez, el más polémico de los límites al poder 

de reforma, al punto de no compartirlo personalmente
213

. 

 

Respecto de los límites lógicos o formales implícitos
214

, son aquellos en los que se 

considera como excluidas del poder de reforma las normas que regulan la misma, así, 

las regulaciones que establecen el procedimiento de reforma vendrán a ser el límite 

del poder constituyente y por lo tanto, vendrán a considerarse como auténticas 

normas base del ordenamiento jurídico, al tratarse de normas de cierre, no pudiendo 

existir norma sobre esta, la cual requeriría igualmente norma explícita sobre el 

asunto, etc., siendo el principal expositor de esta tesis, Ross
215

. Por supuesto, la 

apreciación es una opinión doctrinal y no se impone al sistema jurídico per se, de 

hecho otros sectores ven sin preocupación la posibilidad de utilizar el procedimiento 

de reforma para modificar el mismo, simplemente una vez realizada la reforma el 

mecanismo anterior dejará de regir
216

. 

 

Entre estas dos posturas, consideramos que la posibilidad de reforma total incluye los 

procedimientos y mecanismos de reforma, no obstante, al ser estos garantía de 

estabilidad y supremacía constitucional, podrá considerarse que mediante la 

modificación de los mismos se afecta algún elemento material implícito y por lo 

tanto, la modificación o las que se hagan con ocasión del cambio pueden ser 

declaradas inconstitucionales. 

 

                                                           
212

 Identificables en el ordenamiento jurídico aunque no se exprese que son límites a poder de reforma. 
213

 ñJustificar la existencia de límites implícitos a la reforma- en cuanto suponen el establecimiento de 

zonas exentas a la discusión política y al poder de revisión, basándose en el carácter indiscutible y 

absoluto de los derechos y en la naturaleza irrenunciable del principio de la división de poderes, 

representaría sencillamente una operación sin fundamentoò  De VEGA GARCÍA, La reforma 

constitucional y la problemática del poder constituyente. Ob. Cit. P. 273. 
214

 Al respecto afirma Pérez Triviño que para ñEl artículo de reforma constitucional es la norma 

básica del orden jurídico: constituye la hipótesis inicial de todo el sistema jurídico legislado y 

simult§neamente es la base directa de la validez del resto y de sucesivas normas del orden jur²dicoò 

PÉREZ TRIVIÑO, José Luis. Ob. Cit.  P. 145 
215

 ROSS Alf. Sobre la Auto referencia y un difícil problema de derecho constitucional. Ob. Cit.   
216

 LUCHAIRE, François. Le Conseil constitutionnel tome I. Ob. Cit. 
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Por ejemplo, una modificación que proscribiera la participación democrática en la 

reforma como el referendo o que disminuyera las condiciones del procedimiento, para 

acto seguido establecer prebendas en un sector de la población difícilmente sería una 

noma constitucional, de hecho creemos que la posibilidad de reforma total no excluye 

la imposición de una carga argumentativa
217

 superior tratándose de la modificación de 

los procedimientos de reforma, después de todo, difícilmente puede creerse que quien 

quiera modificar las reglas de las normas constitucionales lo haga con fines jurídicos, 

altruistas y honestos. 

 

Los límites materiales intrínsecos son una categoría concreta dentro de los límites 

implícitos
218

, los cuales establecen la imposibilidad de reformar alguna materia 

aunque esta restricción no esté explicita en la Constitución
219

, aspecto que presenta 

ciertas dificultades, como su justificación y contenido, a la vez que no ha recibido un 

tratamiento homog®neo por la doctrina. Por su parte ñLas limitaciones materiales 

pueden restringir la actividad constituyente de un Estado, lo que no que deriva su 

autoridad de la ley estatal. No vemos, en consecuencia, este es el segundo punto, por 

qué este tipo de restricciones se aplicarán únicamente al titular de la facultad de 

revisión. El problema de las limitaciones materiales, se sustenta, gira más en torno, a 

las atribuciones de una función constituyente que alrededor de los procedimientos 

para el ejercicio del poder - el poder constituidoò
220

. Tratándose en este orden de 

ideas de una limitación competencial y no procedimental
221

. 

                                                           
217

 UPRIMNY, Rodrigo, Panel, VII  encuentro Corte Constitucional, diálogos con el mundo. En 

HENAO, Juan Carlos. Diálogos constitucionales de Colombia con el Mundo- VII Encuentro de la 

Jurisdicción Constitucional. Ob. Cit.  
218

 ñA nuestro entender la categoría de límites intrínsecos, que como veíamos anteriormente se utilizan 

como la interpretación de cláusulas constitucionales que indirectamente se pueden interpretar como 

irreformables (el ejemplo de los ñderechos inviolables de la personaò), es una categor²a que se tiene 

que enmarcar dentro de los límites materiales, y no formar una categoría independiente.ò RAMÍREZ 

CLEVES, Gonzalo. Límites de la Reforma Constitucional. Ob. Cit.  P. 342. 
219

 ñLa invalidez de una reforma constitucional también puede surgir por el incumplimiento de un 

límite material implícito y las irradiaciones de este en la ley mayorò   FERREYRA, Raúl Gustavo, 

Reforma constitucional y control de constitucionalidad. Ob. Cit. P. 340, párrafo 4. 
220

 « Des limites mat®rielles sont susceptibles de restreindre lôactivit® constituante dôun Etat, qui ni 

tirent pas leur autorit® du droit ®tatique. On ne voit pas, d¯s lors, côest la seconde remarque, pourquoi 

de tels emp°chements  sôappliqueraient exclusivement au titulaire du pouvoir de r®vision. La 

problématique des limites matérielles, soutenait-on, sôarticule davantage autour des attributions d´une 
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Los límites materiales implícitos se construyen a partir de la interpretación, más allá 

de la meramente textual del ordenamiento constitucional, siendo propios de un 

sistema constitucionalista, el cual acepta la calidad abierta de los mandatos 

constitucionales y la consecuente necesidad de interpretación de los mismos
222

. 

Despu®s de todo ñAl apoyar la tesis de la validez relativa de los límites materiales 

que garanticen la construcción de la democracia, se pretende que el derecho pueda 

crear instituciones capaces de rigidez y flexibilidad que conjuguen la bipolaridad 

interna propia de la temporalidad de los fenómenos socialesò
223

.  

 

Al respecto, en materia de límites implícitos existe una confusión de estos con los 

inmanentes, de orden metajurídico, por esto se ha llegado a afirmar que ñ el segundo 

supuesto es necesario para identificar y explicar la existencia de límites materiales, 

fue presentado por la observación de la estructura de la red de los distintos órdenes 

normativos, es decir por heteronomía"
224

.  

 

La idea anterior no la compartimos, ya que al tratarse de la interpretación del 

articulado constitucional, se está ante un caso de límite autónomo, no explícito, claro 

está, pero una vez desarrollado el proceso interpretativo, éste es identificado, es el 

caso del estudio realizado en la Corte Constitucional Colombiana en las Sentencias 

C-1040 de 2005, C-588 de 2009 y C-141 de 2010, en las cuales se derogaron las 

                                                                                                                                                                      
fonction constituante quôautour des modalit®s dËexercice dôun pouvoir ï le pouvoir 

constituant ».Traducción libre del autor.  RIGAUX,  La th®orie des limites mat®rielles a lôexercice de 

la fonction constituante. Ob. Cit. P. 309 párrafo 2. 
221

 Parte tercera capítulo primero. 
222

 HESSE, Konrad. Escritos de derecho constitucional. Ob. Cit 
223

 « Soutenir la th¯se de la validit® relative des limites mat®rielles qui garantissent lô®dification de la 

d®mocratie, côest pr®tendre que le droit peut créer des institutions capables de rigidité et de souplesse 

qui conjurent la structure bipolaire interne propre á la temporalité des phénomènes sociaux » 

RIGAUX, La th®orie des limites mat®rielles a lôexercice de la fonction constituante. Ob. Cit. P. 310 

párrafo 1. 
224

 « Le second postulat requis pour d®terminer et expliquer lôexistence de limites mat®rielles fut 

introduit par lôobservation de la structure en r®seaux des divers ordres normatifs ».  RIGAUX, La 

théorie des limites matérielles a lôexercice de la fonction constituante. Ob. Cit. P. 310 párrafo 2. 
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respectivas reformas por contrariar elementos definitorios de la Constitución y por lo 

tanto devendrían en una sustitución a la Constitución. 

 

Los límites inmanentes han sido entendidos en un doble significado
225

: como 

producto de la interpretación histórica y sistemática de la Constitución
226

 y como 

reglas éticas derivadas del derecho natural y la justicia
227

 que someten a la Carta 

Magna, sin embargo, debemos descartar las dos hipótesis desde el punto de vista 

jurídico. Considerar los límites inmanentes como producto de una forma particular de 

interpretación ignora la pretensión de integralidad propia del proceso 

interpretativo
228

, y mal hace en sostener que los límites materiales implícitos son 

producto de la simple interpretación literal, después de todo en la interpretación 

confluyen los diversos métodos, los cuales permiten identificar los límites materiales 

implícitos, dejando sin lugar la existencia de los límites inmanentes
229

.  

 

En cuanto al derecho natural
230

 como límite, debemos insistir que, dada la 

característica del ordenamiento colombiano
231

 ese aspecto debe considerarse 

improcedente
232

, después de todo la justicia y la ética tienen percepciones diferentes 

entre los múltiples actores sociales, la divergencia de estos haría imposible la 

identificación de una base inmutable y suprema, por otra parte, en derecho 

conceptualmente no pueden haber principios supra constitucionales, de ser así la 

                                                           
225

 RIGAUX, La th®orie des limites mat®rielles a lôexercice de la fonction constituante. Ob. Cit. P.202. 
226

 Evidentemente el objeto de este trabajo es identificar el proceso interpretativo en los límites 

materiales implícitos. 
227

 RIGAUX, La th®orie des limites mat®rielles a lôexercice de la fonction constituante. Ob. Cit. P.133. 
228

 UPRIMNY, YEPES Rodrigo y RODRÍGUEZ VILLABONA, Andrés Abel, Interpretación 

Judicial, Modulo de autoformación, Segunda edición, Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, Consejo 

Superior de La Judicatura. 2006.  
229

 Los cuales consideramos elementos fundamentales al momento de identificar las premisas del 

argumento jurídico. 
230

 FALCÓN y TELLA María. Concepto y fundamento de la validez del derecho. Universidad 

Compútense de Madrid. Madrid 1994. 
231

 Una norma constitucional promulgada con fuerza jurídica. 
232

 Consideramos que la argumentación jurídica parte de reconocer las disposiciones positivas como 

susceptibles de interpretación, la cual se define en apoyo de los argumentos de segundo nivel, para su 

posterior estructuración lógica. 
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Constitución perdería su fuerza jurídica quedando sometida a la apelación de turno a 

valores inidentificables. 

 

Se evidencia, que nuestro objeto de estudio, la sustitución constitucional, se enmarca 

en los límites materiales implícitos, no siendo entonces posible imputar las críticas 

propias de otros tipos de límites, particularmente los inmanentes y lógicos
233

.  

 

Por otra parte, insistimos en que la existencia de límites materiales implícitos refleja 

una rigidez efectiva en la Constitución, más allá de la posible ilusión del 

procedimiento, garantizando la supremacía y estabilidad propia de la Carta Magna y 

por lo tanto que la misma lo siga siendo, es decir, que estos límites son un elemento 

esencial en la Norma de Normas
234

. 

 

B. CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD A LAS REFORMAS 

CONSTITUCIONALES . LA SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL.  

 

1. La libertad de configuración legislativa y el control de constitucionalidad.  

 

Aunque la proscripción de arbitrariedad en las decisiones vincula al legislador, esto 

no contradice el principio de libertad legislativa reconocido en el desarrollo de la 

cláusula general de competencia del Congreso para hacer las leyes y reformar la 

Constitución conforme los artículos 150 y 374 superiores
235

 pues si bien el legislador 

puede tomar las posturas que considere pertinentes, en respeto de la racionalidad y 

                                                           
233

 ñLa tesis que defendemos es producto de una tercera vía. Para estas dos posiciones opuestas, lo 

que nos hace admitir la validez relativa de los limites materiales, por supuesto, reconocemos el efecto 

inhibidor sobre el ejercicio de la función constituyenteò. En original «La th¯se que lôon d®fend 

procède d´ une troisième voie. A ces deux  positions antagonistes, il faut substituer celle qui admet la 

validit® relative des limites mat®rielles dont, bien s¾r, on a reconnu Iô impact  inhibiteur sur  lôexercice 

de la fonction constituante» Traducción libre del autor. RIGAUX, Ob. Cit.  P. 309. 
234

 Bien es sabido en derecho que un elemento esencial es aquel sin el cual el objeto no existe o se 

convierte en otro.  
235

 Corte Constitucional.  Sentencia C-047 de 2001. Ob. Cit. 
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proscripción de arbitrariedad, el Congreso deberá sustentar suficientemente sus 

decisiones.  

 

Al respecto, se manifestó la Corte Constitucional, mediante Sentencia  C-081 de 

1996
236

, sosteniendo que la libertad de configuración legislativa implica el 

reconocimiento, en principio, de la autoridad del legislador para escoger lo 

conveniente para los rumbos nacionales, competencia que se desprende del principio 

democrático y según el cual la autoridad legislativa se deriva de su representatividad 

del soberano
237

. 

 

No obstante, el Legislador no puede hacer cualquier cosa que desee, él posee 

conforme a la Constitución determinadas facultades y límites, en desarrollo de la 

libertad de configuración legislativa, tal como lo expresa la Corte Constitucional en 

Sentencia C-038 de 1995 ñEl Legislador tiene frente a la Constitución una relación 

compleja puesto que ésta es tanto de libertad como de subordinación.  

 

El Legislador no puede desbordar la Constitución y está subordinado a ella porque 

la Carta es norma de normas. Pero, en función del pluralismo y la participación 

democrática, el Legislador puede tomar diversas opciones dentro del marco de la 

Carta. Esto es lo que la doctrina constitucional comparada ha denominado la 

libertad de formación democrática de la voluntad o la libertad de configuración 

pol²tica del Legislador.ò 
238

 

 

Vemos entonces cómo la libertad de configuración del legislador encuentra ciertos 

límites
239

 indiscutibles en la Constitución, es decir en la supremacía de la Carta como 

                                                           
236

 Corte Constitucional, Sentencia  C-081 de 1996. M.P. ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO. 
237

 CARRE DE MALBERG, R. Teoría general del Estado. Ob. Cit. 
238

 Corte Constitucional.  Sentencia C-038 de 1995. Ob. Cit. 
239

 Explícitos formales e implícitos materiales en nuestro ordenamiento, respecto de los límites lógicos 

no se ha tomado decisión al respecto, pero son plausibles desde la perspectiva de interdicción de 

arbitrariedad, la regulación en causa propia y la no modificación en dos niveles, es decir, realizar una 

reforma en los aspectos formales para poder reformar con facilidad aspectos materiales.  
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norma de normas, la cual no le permite actuar arbitrariamente, sino de conformidad 

con los parámetros que ella misma establece. Se trata de una potestad suficientemente 

amplia, pero no por ello ilimitada
240

, confirmando algo de todos sabido, que todas las 

personas e instituciones están sometidas en un Estado Social de Derecho, a la 

Constitución y nadie le es superior, precisamente para este fin se crea, en calidad de 

guarda, a la Corte Constitucional.  

 

En tal sentido se expresó la Corte Constitucional al manifestar en la sentencia C-047 

de 2001 que ñLa Carta es el referente necesario y fundamento último de la actuación 

de los poderes constituidos, por lo que toda actuación debe condicionarse a la 

vigencia del Estado constitucional. Por ello, nunca pueden concebirse decisiones 

políticas o jurídicas, por más loables que sean, como excepciones a la propia 

institución superior, pues de ella dependen y su función es garantizarlaò.
241

 

 

Como mecanismo para garantizar la supremacía normativa de la Constitución, y los 

fines, principios y valores que en ella se consignan, las democracias contemporáneas 

han establecido diferentes mecanismos de control constitucional, después de todo si 

la Constitución es reconocida como la norma primaria de una comunidad mediante la 

cual establecen las instituciones y los derechos más preciados de una sociedad, las 

normas que de ella se desprendan no podrán contradecirle y si esto sucede dichas 

normas deben ser eliminadas del ordenamiento jurídico, lo cual se logra en nuestro 

sistema mediante la declaratoria de inexequibilidad
242

.  

 

Una conclusión a todas luces razonable, pues de nada sirve una norma, la 

Constitución en este caso, si no existe una sanción por su incumplimiento, la 

                                                           
240

 Corte Constitucional.  Sentencia C-1404 de 2000. Ob. Cit. 
241

 Al respecto también pueden verse las Sentencias sobre límites de la libertad de configuración 

legislativa, Corte Constitucional.  sentencia C-782 de 2004 sobre el acceso a la propiedad, Corte 

Constitucional.  Sentencia C -452 de 2005 sobre concursos públicos, Corte Constitucional.  Sentencia 

C-742 de 1999  sobre recursos procesales, Corte Constitucional.  sentencia, C-1060 de 2001 en materia 

tributaria, Corte Constitucional.  Sentencia, C- 148 de 2005  sobre política criminal o C-553 de 2001 

sobre el tipo penal. 
242

 Capítulo Primero. 
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inexequibilidad; así compartimos la mencionada idea de Charles Eisenmann según la 

cual ñel órgano de control de constitucionalidad y los sistemas de derecho legislado 

están ligados, sí no necesariamente al menos de forma naturalò
243

. 

 

De esta manera, si se tiene una Constitución con carácter normativo inexorablemente 

debe existir su respectivo sistema de control, porque sería inútil una Constitución sin 

un mecanismo para hacerla efectiva
244

 a través de  las correspondientes sanciones por 

contradecirla
245

.  

 

2. El control de constitucionalidad en actos reformatorios, garantía de la 

supremacía constitucional.  

 

En materia de reformas, el control constitucional sobre los actos legislativos se hace 

de forma posterior vía acción de inconstitucionalidad, en la que se observa la teoría 

de la sustitución a la Constitución, la cual indica que el Congreso puede reformar la 

Constitución pero no sustituirla, lo que significa que no puede remplazarla por una 

nueva trastocando pilares indispensables, aquellos irreductibles de la estructura 

democrática del Estado Social de Derecho
246

.  

 

                                                           
243

 EISENMANN, Charles. La justicia constitucional y el alta corte constitucional austriaca. Ob. Cit. 

P. 32. 
244

 Así lo expresa YOUNES, Diego: ñLa Constituci·n es una norma con vocaci·n de aplicaci·n y no 

un espacio reservado a los grandes acuerdos y pactos políticos, como se habría planteado en la 

vigencia de la Carta de 1886ò. YOUNES, Diego. Derecho Constitucional Colombiano. Ob. Cit. P.46. 
245

 Por su puesto no se puede encomendar al legislador la autorregulación de sus decisiones, si el 

derecho es orden coactivo mal podría entenderse como un orden en el cual las ramas del poder público 

estuviesen en discreción de que normas cumplir y cuáles no, el Estado Social y democrático de 

Derecho existe, precisamente con el fin de evitar las arbitrariedades y las agresiones, bien sean 

cometidas por particulares o por el Estado. 
246

 RAMÍREZ, Gonzalo, Los límites a la reforma constitucional y las garantías-límites del poder 

constituyente: los derechos fundamentales como paradigma. Bogotá, Universidad Externado de 

Colombia. 2003. 
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Igualmente, en materia de control sobre los actos reformatorios, se incluyen dentro 

del control automático las leyes
247

 que convocan a referendo o a Asamblea Nacional 

Constituyente, el control se realiza después de promulgada la norma que convoca y 

antes del pronunciamiento popular conforme el numeral 2 del artículo 241 de la 

Constitución Política Colombiana
248

. 

 

Encontramos que la Corte Constitucional sostiene que el juicio a estas reformas 

aprobadas por los organismos de reforma, solamente consta de aspectos formales de 

acuerdo a lo que menciona la Constitución en su artículo 241, esto fácilmente lo 

podemos observar en las primeras demandas en contra de las reformas 

constitucionales. 

 

De acuerdo con lo establecido en nuestro Tribunal Constitucional, la función de 

control constitucional de los actos legislativos, referendos constitucionales y 

convocatorias a Asambleas Constituyentes, se limita a la constatación de que se 

hayan cumplido a cabalidad y precisión todos los pasos del procedimiento que se 

encuentran establecidos para estas hipótesis en las normas superiores, de igual 

manera la Corte determina que puede examinar vicios de procedimiento, así el actor 

no los haya mencionado en su demanda
249

. En este sentido, como precedente lejano 

encontramos la sentencia C-543 de 1999, por la cual se decide que la demanda 

ciudadana es válida contra un Acto Legislativo, y en donde se modifica el artículo 35 

                                                           
247

 Aunque las norma sean de conocimiento automático por parte de la Corte Constitucional, no debe 

confundirse con el control previo y directo, en este caso se trata de normas no promulgadas, mientras 

que en el control automático las normas ya han sido proferidas. 
248

 Así mismo son competencia del control automático los referendos sobre las leyes, los plebiscitos y 

las consultas populares de orden nacional conforme el numeral 3 del artículo 241de nuestra 

Constitución Política 
249

 No obstante, la línea jurisprudencial sobre la sustitución a la Constitución insiste en el deber de 

formular los cargos de sustitución por parte del demandante como exigencia en la demanda, de no ser 

así, bajo la inadecuado formulación la Corte Constitucional habrá de inhibirse, así se puede ver en la 

sentencia C- 1200 de 2003, reiterado como  precedente en el desarrollo posterior de la línea. Corte 

Constitucional. Sentencia C -1200 de 2003. Ob. Cit.  



 

40 
 

de la Constitución, además de que permite la extradición de nacionales 

colombianos
250

.  

 

Aquí la Corte reitera que la Constitución Política puede ser reformada y que el acto 

legislativo es el mecanismo apto para que ésta sea reformada. Después de 11 años la 

Corte cambia su criterio de decisión, de acuerdo con lo cual solo es competente para 

conocer de vicios de procedimiento en lo relacionado con actos legislativos, al 

profundizar en los conceptos de límites competenciales y control sobre las 

reformas
251

. 

 

A lo largo de los pronunciamientos el órgano de control de constitucionalidad, ha 

construido y fortalecido el concepto de los límites de competencia a partir de una 

interpretación que supera la mera literalidad de las funciones de la Corte 

Constitucional
252

, según la jurisprudencia el órgano competente para la reforma 

constitucional puede ser considerado desde la problemática del procedimiento 

entendido como convergencia de las formas propias del trámite y la competencia en 

ejercicio de la mismo, ya que cuando el Congreso remplaza la Constitución acaecería 

una vulneración a la Constitución vigente ya que dicha potestad está radicada en el 

constituyente primario que es el pueblo.  

 

Ahora, la extralimitación de la facultad en la reforma constitucional se considera 

como un vicio de procedimiento que exige que el tribunal Constitucional ejerza un 

control para establecer que el Congreso, vía acto legislativo o ley que convoca a 

                                                           
250

 De hecho conforme el texto de la Constitución, se permite siempre y cuando se den vicios de 

procediemiento. 
251

 De hecho la doctrina nace al estudiarse la posibilidad de una reforma vía referendo.        
252

 ñLa comprensión de la Constitución como norma que ocupa la cúspide del sistema jurídico estatal 

hace insoslayable considerar que los límites queden integrados en el sistema como verdaderas 

disposiciones jurídicas, aunque cumpliendo funciones bien distintasò FERREYRA, Reforma 

constitucional y control de constitucionalidad. Ob. Cit. P. 428, párrafo 2. 
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referendo, ha roto este límite. Entonces se hace vital que la Corte defina por medio 

de análisis si el Congreso ha reformado o sustituido la Constitución
253

. 

 

Entender la problemática de la reforma de otra manera nos implicaría someter la 

norma suprema como materialización de los preceptos soberanos de la totalidad del 

pueblo a una mayoría coyuntural de orden político y partidario, pero también una 

extrema rigidez nos alejará de la necesidad de dinamismo supremo, para adaptarnos e 

incluirnos en la realidades sociales; por lo tanto, debemos estar atentos a la naturaleza 

concreta del acto para exigir mayores o menores presiones, pues mientras más 

participación exista más propio de la naturaleza influyente de la Constitución será del 

acto. Por otro lado, no podrá pensarse lo mismo cuando se trate de un solo órgano el 

que unilateralmente tome una decisión
254

. 

 

Siempre se planteará una reforma constitucional como una urgencia
255

 y un acto de 

carácter indispensable para la vida pública de una nación, así se formulará la 

necesidad propia de esa modificación, pero, éstas, acumuladas, implican el 

resquebrajamiento de la confianza en la inviolabilidad de la Constitución y por lo 

tanto, una pérdida de su propia fuerza normativa, como bien lo plantea Hesse
256

 así la 

conveniencia política de una norma debe siempre ser leída en clave de su 

plausibilidad y necesidad jurídica. 

                                                           
253

 En sentencia C-551 de 2003 la Corte Constitucional hacer referencia a que: ñla competencia es un 

presupuesto ineludible del procedimiento, a tal punto que el procedimiento está siempre viciado si el 

órgano que dicta un acto jurídico carece de competencia, por más de que su actuación, en lo que al 

tr§mite se refiere, haya sido impecableò Corte Constitucional.  Sentencia Cï551 de 2003. Ob. Cit. 

considerandos punto 22; la competencia según esta tesis es condición necesaria para el despliegue del 

procedimiento de reforma constitucional en la medida que si no se es competente todo el 

procedimiento está viciado, por ende se debe comprender que el pronunciamiento que determina la 

existencia de un vicio de competencia está determinando la existencia de un vicio meramente formal lo 

que permite a la Corte pronunciarse pues le es imposible con respecto al fondo de la reforma 

constitucional. 
254

 Todo ha de interpretarse en las circunstancias concretas. HESSE, Konrad. Escritos de derecho 

constitucional. Ob. Cit. 
255

 Lo anterior dado la calidad claramente política del principio democrático que ejerce el poder de 

reforma, en este sentido todas las actuaciones buscan su legitimación permanente, en  este orden de 

ideas vemos otra faceta de la dialéctica política- derecho, en aquella se actúa comúnmente de 

preferencia con lo popular en este se debe lo establecido y lo correcto.  
256

 HESSE. Konrad. Escritos de derecho constitucional. Ob. Cit. 
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Las constituciones son normas de carácter amplio y por lo tanto, en ellas como 

espacios de consenso caben múltiples interpretaciones y regulaciones, una 

modificación de la Constitución es una cirugía delicada dentro del cuerpo político y 

no puede ser un simple reacomodo de las reglas del juego por una mayoría 

coyuntural, si bien insistimos en que el no acudir al procedimiento de la reforma 

cuando exista exigencia histórica y social, no aportará a esa estabilidad de la 

Constitución. Caso contrario, la debilitará por hacerla más ineficaz y lejana de la 

sociedad
257

.  

 

Así la pertinencia, juridicidad y legitimidad política a una reforma deben ser 

analizadas detenida y minuciosamente en un caso concreto, por lo que aumentan su 

relevancia los criterios interpretativos y argumentativos que hemos venido aludiendo. 

 

Siempre que esto no suceda, habrá más campo a la discrecionalidad judicial
258

, pues 

solo una decisión respetuosa de los criterios lógicos, materiales, dialécticos e 

interpretativos del conglomerado normativo nos permitirá mantener vigente el logro 

de la soberanía popular y nos aleja de una oscilación de tensiones entre unas u otras 

mayorías. 

 

Al respecto a través de la sentencia C-816 de 2004, la Corte enuncia el parámetro 

normativo aplicable al control de los actos legislativos, señala que ñest§ formado por 

las normas de la Constitución y del Reglamento del Congreso cuyo (i) cumplimiento 

es presupuesto básico y necesario para la adecuada formación de la voluntad 

democrática de las cámaras, (ii) están estrechamente relacionadas con la 

materialización de principios y valores constitucionales, en especial del principio 

democrático, y (iii) tienen una entidad tal que, al desconocerse, ocasionan un vicio 

                                                           
257

 Nos referimos al cambio que obedece a la historia y la sociedad  mediante reformas, no en este 

sentido a los cambios de interpretación, no obstante estos también obedecen a las circunstancias, no se 

limita a ellas.  
258

 No confundir con arbitrariedad, la que debe ser desterrada del ordenamiento jurídico. 
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de procedimiento en la formación del acto legislativo, en la medida en que 

desconocen los requisitos establecidos por la propia Carta para la aprobación de 

dichas reformas, los cuales se encuentran sintetizados en el Titulo XIIIò
259

. 

 

En este orden de ideas, en relación a los límites materiales implícitos habrá de 

ejercerse el control de constitucionalidad cuando las eventuales reformas sean 

expedidas afectando un elemento definitorio de la Constitución, por lo que se 

requerirá de un Test de Sustitución, el cual en una etapa inicial constaba de dos 

partes
260

: la identificación del elemento definitorio de la Carta y su afectación, 

posteriormente se desarrolla un test más compuesto
261

 en siete etapas, que permitiría 

ver el elemento esencial de la Constitución, teniendo en cuenta que el mismo no se 

reduce a una sola disposición constitucional y como ese nuevo elemento altera la 

norma suprema al punto de afectar su esencia, igualmente encontramos el test de 

eficacia
262

.   

 

En todo caso sobre este aspecto profundizaremos al realizar el estudio propio de la 

línea jurisprudencial. Por el momento, bástenos evidenciar la existencia de un control 

de constitucionalidad por afectación a los límites materiales implícitos de la 

Constitución, sin embargo, ésta competencia representa varios inconvenientes, por 

ponerse en tensión con el mentado principio democrático, como se verá a 

continuación. 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-816 de 2004. M.P: Córdoba Triviño, Jaime, y Uprimny Yepes, 

Rodrigo. disponible en www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/c-816-04.htm (30.09.11). 
260

 Corte Constitucional. Sentencia C- 970 de 2004 Ob. Cit. Y Corte Constitucional. Sentencia C- 971 

de 2004 Ob. Cit.  
261

 Corte Constitucional. Sentencia C-1040 de 2004 Ob. Cit. 
262

  ñtest de la eficacia el juez constitucional puede comprobar: (i) si las normas constitucionales a 

reformar siguen siendo las mismas antes y después de la reforma, porque si las normas después de la 

revisión resultan ser idénticas, entonces no ha existido reforma constitucional, sino que se ha 

encubierto con el ropaje de la reforma una decisión política singular, (ii) que el cambio no dio lugar a 

que se establecieran normas ad hoc o particulares, y (iii) que no se hayan sustituido tácitamente a 

través de la reforma otros principios estructurales de la Constitución, dando lugar al fraude de la 

Constitución. Corte Constitucional. Sentencia C-588 de 2009. Ob. Cit. Lo respectivo a este test lo 

abordamos en el análisis de la sentencia C-588 de 2009. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/c-816-04.htm
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I. ANTECEDENTES AL CONTROL DE CONSTI TUCIONALIDAD 

SOBRE REFORMAS. FASE ANTERIOR A 1991 Y PRIMERAS 

DECISIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL.  

 

A. EL CONTROL SOBRE LA REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN 

ANTES DE 1991 CON LA COMPETENCIA DE LA CORTE SUPREMA 

DE JUSTICIA
263

. 

 

1. La Corte Suprema de Justicia en la fase de negación de control sobre las 

reformas. 

 

La Corte Suprema de Justicia abordó el estudio acerca del control de las reformas 

constitucionales en su línea jurisprudencial durante el periodo comprendido de 1953 

a 1990
264

. 

 

En este se muestra la posición favorable acerca del pronunciamiento popular para 

reformar la Constitución a partir de dos momentos relevantes: el primero con el 

movimiento de facto
265

 que culminó con la junta de gobierno de 1957, además de los 

acuerdos políticos extra-jurídicos, por medio de la formalización en el plebiscito de 

la Constitución reformada en ese mismo año; en el segundo caso, en 1990  con 

motivo del pacto social y político que produjo la séptima papeleta que fue la causa 

principal del origen la Constitución de 1991. 

 

                                                           
263

 (Tomado de internet) http://www.cortesuprema.gov.co/  de la Corte Suprema de Justicia. Historia 

de la Corte Suprema de Justicia. Tomado el 11-07 -2011 a las 10.29 pm. 
264

 Corte Suprema de Justicia, Pina oficial, Pina consultada el 24.12.010 y el 27.12.010 

http://bibliotecadigital.icesi.edu.co/biblioteca_digital/bitstream/item/2394/1/corte_suprema_controla.p

df 
265

 Nos referimos al golpe de estado del General Gustavo Rojas Pinilla con el que se da fin a la 

violencia bipartidista. 

http://www.cortesuprema.gov.co/
http://bibliotecadigital.icesi.edu.co/biblioteca_digital/bitstream/item/2394/1/corte_suprema_controla.pdf
http://bibliotecadigital.icesi.edu.co/biblioteca_digital/bitstream/item/2394/1/corte_suprema_controla.pdf
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Como es bien sabido, a partir del acto legislativo 01 de 1910, se confía la guarda de 

la integridad y supremacía de la Constitución a la sala constitucional de la Corte 

Suprema de Justicia.  

 

En desarrollo de estas competencias, negó en su origen tener poder para conocer las 

demandas contra actos reformatorios de la Constitución. Así por ejemplo en el auto 

del 28 de octubre de 1955, el Magistrado Ponente, Luís Enrique Cuervo rechaza 

la posibilidad, expresando: ñse manifiesta la Corte al rechazar de plano la demanda 

considerando que carece de competencia para juzgar reformas a la Constitución, 

pues la competencia no aparece descrita en la Norma Normarum, literalidad bajo la 

cual no existe control sobre los actos reformatoriosò
266

.  

 

Sostiene la Corte Suprema: ñLa guarda de la integridad de la Constitución no podría 

entenderse, pues sería absurdo, como medio consagrado por la Carta para revisar 

los actos de poder constituyente. Estos actos una vez expedidos, no están sujetos a 

revisión de ninguna especie por ninguno de los poderes constituidos; porque ello 

implicaría, tan admitir el absurdo de que hay derecho contra derecho, la tesis es tan 

clara, tan evidente que sería inoficioso detenerse a analizarlaò
267

. 

 

Mas habría sido detenerse, pues no es tan inoficioso como quiso hacerse ver por la 

Corte Suprema, recuérdese, como lo hemos expresado anteriormente
268

, que los 

argumentos de configuración material soportan una afirmación jurídica pero no 

bastan en ella, así por ejemplo, en este caso la decisión quiere basarse en que es 

absurdo, evidente es decir que se trata de un argumento de reducción absurdum
269

, 
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 Corte Suprema de Justicia, auto del 28 de octubre de 1955, M.  P. Luís Enrique Cuervo. 
267

 Ibídem. 
268

 Parte I capítulo primero de la Obra.  
269

 En la reducción al absurdo se parte de una proposición lógica donde el resultado es negativo y una 

premisa es conocida positiva, de lo que se infiere la falsedad o verdad de la segunda, así las cosas en 

derecho al partir comúnmente de una premisa cierta la segunda que se determina por este argumento 

será falsa, tratándose de una forma común de identificación de interpretaciones indeseables por los 

resultados negativos de la misma. 
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sin embargo, se desprecia cualquier posible ejercicio interpretativo, lo que es ante 

todo una violación dialéctica de las reglas propias del correcto discurso jurídico. 

 

En primer lugar no analiza la posibilidad del límite del poder en un órgano 

constituido a pesar de reconocer que todos los órganos constituidos están sometidos a 

la Carta, en segunda medida, es falaz determinar la impertinencia del análisis por 

considerar que se estaría valorando el derecho contra derecho. La falacia se centra en 

considerar que la reforma por el hecho de ser creada ya es derecho, sin analizar que 

solo la reforma ajustada a la Constitución es derecho, de no ser así también una 

reforma con violación del proceso debido sería derecho
270

.  

 

En la sentencia de noviembre 28 de 1957, la Corte Suprema entra a analizar los 

decretos proferidos por la junta militar con miras a establecer vía plebiscito el 

régimen del Frente Nacional
271

. Los decretos mencionados son asumidos como 

jur²dicos al no aceptarse que la misma es un poder de facto dado el ñrespaldo 

democrático del clamor popularò, manifest§ndose que consiste en una presidencia 

colegiada, y por lo tanto, con la autoridad constitucional del Presidente de la 

República
272

. A pesar de ser medidas tomadas mediante decreto, y por ende, 

controlables por la Corte, esta rehúsa el control
273

, argumentando que el contenido de 

los decretos busca la reforma constitucional y que en tal sentido  no es competente 

para juzgar este tipo de actos. 

                                                           
270

 En todo caso la universalidad de contra argumentos que simplemente son desestimados de facto 

pueden verse en toda la obra. 
271

 Lo decretos 0247 y 0251 de 1957 por los cuales se convocaba al pueblo a un plebiscito para 

reformar la Constitución. 
272

 Corte Suprema de Justicia, Sentencia de noviembre 28 de 1957. Ob. Cit. Al estar el poder de 

reforma en el Congreso se evidencia que la convocatoria a elecciones para el establecimiento del 

Frente Nacional, fue hecha sin competencia  por parte de la junta militar, por lo que la norma debió ser 

declarada inexequible, si bien es menester comprender la grave crisis institucional que se vivía en ese 

momento, finalmente se ve como el argumento de la Corte se centra en  convalidar un pacto político 

bipartidista. 
273

 Nótese que la Corte confunde constituyente originario y derivado. "El derecho para convocar al 

pueblo para que apruebe o impruebe la reforma no lo deriva propiamente de todas las normas 

consignadas en la Carta, sino del poder mismo de la revolución, del estado de necesidad en que ésta 

se halla de hacer tal reforma, y del ejercicio de la soberanía latente en el pueblo como voluntad 

constituyente, o sea la que denominan los expositores, el momento del pueblo constituyente". Ibídem.  
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En el salvamento de voto se considera que la Junta Militar no es un gobierno de 

facto, por lo cual la Corte sí sería competente para conocer de la constitucionalidad 

de los decretos enmarcados en el estado de sitio del artículo 121 de la Constitución 

vigente en su momento y en particular es inconstitucional sostener que la rama 

ejecutiva puede reformar la Constitución
274

. 

 

En providencia del 16 de abril de 1971
275

, es reiterada la sentencia del 28 de 

noviembre de 1957, y la Corte Suprema de Justicia se declara inhibida para fallar
276

, 

acogiendo la tesis de ausencia de competencia para ejercer control sobre las 

reformas. La Corte Suprema de Justicia, declaró de la siguiente manera sus 

consideraciones: 

 

La reforma se realizó en un estado de sitio
277

; importante mencionar que el Congreso 

tiene la facultad de reunirse por autonomía propia cuando sesionan en estado de sitio, 

adicionalmente aludió que en los estados de sitio el Congreso conserva sus facultades 

para el cumplimientos de las potestades otorgadas por  la Constitución sin más 

límites que los que ella misma fija, es así como se ratifica la sentencia del 25 de 

mayo de 1961 

 

Menciona al igual, que las sesiones que pertenecieron al trámite de aprobación de la 

reforma no revisten en el carácter extraordinario, ya que el Congreso poseía la 

plenitud de sus facultades legislativas. Por esta razón, se declaró exequible la 

reforma. 

                                                           
274

 Se expresa en el salvamento de voto, ñColombia es, desde hace algún tiempo, una nación 

organizada, y sus instituciones no están a merced de revoluciones anárquicas, que las desconozcan, 

retrotrayendo el país a su nebulosa original.ò Y concluye categ·ricamente ñPara el Tribunal que tiene 

su guarda, el Estatuto es sagradoò 

Salvamento de voto de los magistrados Arámbula, Buenahora, Cadena, Estrada, Garavito, Pachón y 

Ruano.  Iibídem 
275

 Corte Suprema de Justicia, sentencia del 16 de abril de 1971, M.P. Guillermo González Charry.  
276

 El acto legislativo 01 de 1968, incluyó un inciso sobre el cálculo del cociente en las elecciones. 
277

 Declarado el 25 de mayo de  1965  hasta  el 15 de diciembre de 1968. 
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No obstante, en este precedente, queda registrada en el salvamento de voto la 

antítesis, según la cual, se referencia explícitamente la existencia de una competencia 

en el poder de reforma, por lo que él mismo tiene límites aun en estado de sitio
278

. 

 

La jurisprudencia da un gran giro con el pronunciamiento sobre el acto legislativo 

No. 2 de 1977
279

, de la Corte Suprema de Justicia,
280

 se da en la sentencia del 05 de 

mayo de 1978
281

.  

 

Entre las múltiples consideraciones de los demandantes se destaca que se considera 

una reforma cerrada, bipartidista en donde no habría lugar a alternativas políticas y 

que de conformidad al artículo 218 de la Constitución no se podía suplir al Congreso 

en la reforma de la Constitución, porque se vulneraría la norma superior, El Acto 

Legislativo No. 2 de 1977 fue declarado inexequible por la Corte Suprema de 

Justicia, por cuanto, se argumentó que el Congreso de la República no podía delegar 

su facultad constituyente a otro órgano
282

, como lo sería la Asamblea 

Constituyente
283

. 
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 ñEn las actuales circunstancias en que el país se encuentra en la plenitud de su formación jurídica, 

aún dentro del estado de sitio, la Corte no puede declararse impedida para conocer de una demanda 

de inconstitucionalidad de un acto reformatorio de la Constituciónò Salvamento de los Magistrados 

Alejandro Córdoba, Jaime Gnecco, Germán Giraldo, Luis Sarmiento Buitrago, José, María Velasco 

Guerrero y Alfonso Peláez Ocampo, Corte Suprema de Justicia, sentencia del 16 de abril de 1971. Ob. 

Cit. 
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 La propuesta pretendía convocar a una Asamblea Constituyente, llamada Pequeña Constituyente, 

para reformar dos áreas fundamentales del sistema político colombiano: el régimen departamental y 

municipal y la administración de justicia.  
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 El artículo 214 de la Constitución de 1886, con sus reformas y vigente a la fecha del fallo le 

otorgaba competencia a la Corte Suprema de Justicia para guardar la integridad de la Constitución.  
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 Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 05 de mayo de 1978. M. P. José María Velasco Guerrero. 

Fuentes: Grupo de Ciencia Política, Escuela de Humanidades ï UPB y la Pina ya referenciada  
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 A pesar de ser una decisión en materia de límites competenciales, la tendencia anti 

reformistamuestra que no en vano existen prevenciones ante el control constitucional a las reformas 

constitucionales. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 05 de mayo de 1978. Ob. Cit.  

http://bibliotecadigital.icesi.edu.co/biblioteca_digital/bitstream/item/2394/1/corte_suprema_controla.pdf
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El acto legislativo No. 2 de 1977 sometido a control constitucional, fue declarado 

inexequible por la Corte Suprema de Justicia, argumentando que el poder emana del 

constituyente primario, y que tal facultad no la adquiere el constituyente derivado, 

para el caso en estudio la Asamblea Constituyente
284

,  realizó la reforma cuestionada. 

 

Al entrar la Corte Suprema a revisar el procedimiento para reformar la Constitución, 

expresa que este poder también conlleva la obligación de preservar la integridad de la 

misma
285

, en consecuencia no puede el constituyente derivado cambiar las normas 

constitucionales que fueron inspiradas por el constituyente primario. 

Adicionalmente, dice la Corte que precisamente fue el mismo Constituyente primario 

quien otorgó en la Corte Suprema de Justicia el deber de proteger la integridad  de  la 

Constitución. Según  la  Corte Suprema, en el artículo 218 cuando ordena que la 

reforma de la Carta solo se le otorga al Congreso, se trata de una competencia 

exclusiva que no puede ser suplida o delegada
286

.  

 

Insiste que al Congreso no le es dable cambiar las propias competencias que le 

otorga la Constitución, por ser además competencia exclusiva otorgada por el 

Constituyente primario y por consiguiente no puede delegar o entregar la 

competencia para reformar la Constitución dijo: ñ(é) tampoco puede el Congreso 

ampliar, disminuir o remplazar por otro el fundamento mismo de su propia 

competencia, que en palabras del artículo 218 de la Constitución se  le atribuye solo 

a él, es  decir a nadie más, a ningún órgano distinto. Le queda prohibido así,  

                                                           
284

 El artículo 218 de la anterior Constitución decía: "La Constitución, salvo lo que en materia de 

votación ella dispone en otros artículos, sólo podrá ser reformada por un Acto Legislativo, discutido 

primeramente y aprobado por el Congreso en sus sesiones ordinarias..." Y el artículo 13 del Plebiscito 

de 1957: "En adelante las reformas constitucionales solo podrán hacerse por el Congreso, en la forma 

establecida por el artículo 218 de la Constitución". 
285

 Se observa claramente la existencia de límites implícitos para la Corte Suprema de Justicia y como 

estos son considerados como límites de carácter competencial, pues el simple trámite no puede 

utilizarse para subvertir el fin de la autoridad investida.    
286

 Si el poder constituyente no es delegable, no podría haberlo delegado el pueblo soberano en el 

Congreso, si es delegable este podía hacerlo respecto de la Asamblea Constituyente, la posibilidad de 

modificar la Constitución solo por el Parlamento parece una democracia retenida, incluso con el 

respaldo de la rama judicial. 
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expresamente, utilizar el procedimiento especialmente dificultado que le marcan ese  

artículo y sus complementos constitucionales, de que ya se hizo menciónò
287

. 

 

La conclusión de la Corte es que la formación de los actos legislativos y de las leyes 

debe cumplir con los trámites y las formas preestablecidas, entre las que se encuentra 

la competencia, sobre este aspecto se pronuncia y no sobre el contenido material del 

acto legislativo que es objeto de control. 

 

La Corte Suprema de Justicia argumentó que en el caso concreto lo que se debate es 

un asunto de competencia o trámite  y no de contenido material del Acto Legislativo 

y por consiguiente se pronuncia sobre el trámite y no sobre la materia de la reforma y 

concluye diciendo que el procedimiento para la formación de un acto legislativo o de 

una ley debe cumplir con las reglas constitucionales y que en el caso en concreto 

fueron vulneradas. 

 

Al estudiar el constituyente originario o primario, lo relaciona con el pueblo y 

manifiesta que de él emana la soberanía popular, mientras que del constituyente 

secundario o derivado emana la soberanía nacional, la que tiene sus poderes 

determinados y limitados en los términos establecidos por la propia Constitución. 

 

La Corte Suprema diferencia entre soberanía popular y soberanía nacional y dice que 

la primera es el poder que emana del pueblo; como constituyente originario o 

primario, mientras la segunda está expresada en el órgano representativo como 

constituyente derivado con poderes limitados tácitamente por la misma 

Constitución
288

. 

 

La doctrina tiene dos grandes salvamentos de voto. De un lado el doctor Guillermo 

Charry, sostiene la equivalencia entre los actos reformatorios con las leyes 
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 Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 05 de mayo de 1978. Ob. Cit. 
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 Esta clara distinción debe mantenerse presente al momento de entender la vigencia de la teoría de la 

sustitución de la Constitución.  
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ordinarias, por el otro, Luis Carlos S§chica manifiesta ñel fundamento normativo de 

una doctrina del poder constituyente primario y derivado es impreciso y es 

escasoò
289

, así invita a que se evidencia que ñtodas las disposiciones 

constitucionales, no la Constitución Política misma, son reformablesò
290

. 

 

Posteriormente con ocasión del acto legislativo 01 de 1968
291

, demandado por el 

ciudadano Hugo Palacios Mejía, sosteniendo que este inciso se incorporó a la 

Constitución sin el cumplimento de los requisitos de los actos reformatorios de la 

Carta, se resaltaron igualmente inconsistencias como su aprobación en sesiones 

extraordinarias
292

 en estado de sitio vulnerándose la Constitución.  

 

La Corte Suprema, en sentencia del 13 de febrero de 1979
293

, dando un paso sobre 

el precedente de 1971
294

, aunque aceptó la competencia para conocer de la demanda, 

en atención a la falta de integralidad para comprender todos los aspectos que podían 

resultar afectados con el fallo de constitucionalidad, decidió inhibitoriamente. En 

primera medida, al resolverse la acción del ciudadano César Castro Perdomo, en 

sentencia del 13 de febrero de 1979
295

, con ponencia del Magistrado Antonio 

Alvira Jácome se reitera la jurisprudencia sobre la competencia del máximo tribunal 

de justicia frente al control sobre las reformas constitucionales, pero se declara 

inhibida por falta de integración total de la proposición jurídica sometida a la 

evaluación jurídica, de conformidad con el fallo del 05 de mayo de 1978. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 05 de mayo de 1978. Ob.  Cit. 
290

 Ibídem 
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 Acto legislativo que modificaba los art²culos 28 y 32 de la Constituci·n Pol²tica de 1886 ñsi se 

tratare de la elección de sólo dos individuos, el cociente será la cifra que resulte de dividir el total de 

votos válidos por el número de puestos por proveer, más unoò.   
292

 ñéel proceso de aprobación de la reforma se llevó a cabo en sesiones extraordinarias del 

Congreso, porque se tramitó bajo la vigencia del estado de sitio y por lo tanto se vulneró la 

Constitución.ò Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 16 de octubre  de 1979. Ponencia: Alfonso 

Suárez De Castro. 
293

  Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 13 de febrero de 1979. Ponencia: Antonio Alvira Jácome. 
294

 Corte Suprema de Justicia, sentencia del 16 de abril de 1971, Ob. Cit. 
295

 Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 13 de febrero de 1979. Ob. Cit. 
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Igualmente se sostuvo que era susceptible del control por la Corte, pues el 

procedimiento para aprobar una reforma constitucional se asemejaba al de una ley,  

en la demanda fue resuelta por la Corte Suprema de Justicia el 16 de octubre de 

1979
296

. Toda la reforma
297

 podría recibir juicio de inconstitucionalidad, pero por 

falta de integralidad, y en consideración a que la demanda comprende solo parte de la 

reforma, el despacho se declara inhibido para fallar. 

 

La Corte en una nueva ocasión se declaró inhibida para fallar la acción de 

inconstitucionalidad sometida a juicio. Es importante mencionar que el argumento de 

la sentencia se centra en que la demanda era extemporánea a pesar de considerar 

inconstitucional el acto reformatorio, esto se dio igualmente, a través de la sentencia 

del 06 de noviembre de 1980
298

. Casi, inmediatamente, la Corte en una nueva 

ocasión se declara competente para conocer de las demandas inconstitucionales pero 

al igual se declaró inhibida para decidir de fondo por extemporaneidad de la 

demanda, esto se ratifica en la sentencia del 27 de noviembre de 1980
299

. 

 

Al poco tiempo la Corporación, una vez más, se declaró competente para conocer 

sobre la constitucionalidad de actos reformatorios de la Constitución, al igual que 

inhibida por las mismas razones en los fallos precedentes, esto se estableció mediante 

la sentencia 04 de diciembre de 1980
300

. En esta oportunidad la Corte Suprema de 

Justicia resolvió la demanda de inconstitucionalidad contra el acto legislativo 01 del 
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 Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 16 de octubre  de 1979. Ob. Cit. 
297

 Los artículos  demandados se referían a reglas del trámite de los proyectos de ley. Quizá fue lo que 

mayor peso tuvo para que en esa ocasión la Corte Suprema se declarar inhibida. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 06 de noviembre de 1980. Ponente: Antonio De Lisarri 

Restrepo. 
299

 Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 27 de noviembre de 1980. Ponente: Ricardo Medina 

Moyano. 
300

 Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 04 de diciembre de 1980.  Ponente: Darío Vallejo. 
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4 de diciembre de 1979
301

, esto se llevó a cabo mediante la sentencia 57 del 23 de 

noviembre de 1981
302

. 

 

En esta ocasión dice la Corte Suprema de Justicia que el Congreso, al expedir el Acto 

Legislativo incurre en vicios de procedimiento por incumplir preceptos 

constitucionales y reglamentarios, dice que el Congreso desconoció derechos y violó 

garantías constitucionales al marginar a la minoría como sector de la  representación 

parlamentaria, en razón a que la elección de las Comisiones Constitucionales del 

Congreso fue realizada sin emplear el sistema de cociente electoral que permite la 

representación proporcional de los partidos afectándose la democracia representativa, 

como fundamento esencial en toda organización política, porque se protege al abuso 

de las mayorías.  De cierta manera es la tendencia que adopta la Corte 

Constitucional en la C-141 de 2010
303

, cuando declara inexequible la tercera 

reelección inmediata del presidente por considerar que se afecta la democracia, los 

derechos de las minorías y el principio de igualdad. 

 

A través de la sentencia de 1987
304

, la Corte Suprema de Justicia conoce acerca de la 

demanda de inconstitucionalidad en contra de los decretos 247 y 251 de 1957 y el 

acto plebiscitario de 1952. Así fue como la Corte en esta ocasión ya se había 

pronunciado sobre los mismo hechos por lo que reitera su precedente en donde 

establece su competencia para decidir acerca de la constitucionalidad de los actos 

legislativos, pero no sobre los actos plebiscitarios a través de considerar que el poder 

del pueblo no se  puede limitar pero tiene sus reservas frente a quien convoca, así 

reiter· al expresar ñCuando la nación, en ejercicio de su poder soberano e 

inalienable, decide pronunciarse sobre el estatuto constitucional que habrá de regir 

                                                           
301

  El Acto Legislativo demandado tuvo vigencia durante 22 meses por procedimiento en el reparto de 

la demanda dentro de la Corte Suprema de Justicia. en razón a que hubo recusaciones, impedimentos, 

nombramiento de conjueces etcé lo que produjo la demora en la decisi·n. 
302

 Corte Suprema de Justicia, Sentencia 57 del 23 de noviembre de 1981.  Ponente: Fernando Uribe 

Restrepo. 
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 Corte Constitucional, Sentencia C- 141 de 2010. Ob. Cit. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sentencia 57 del 23 de noviembre de 1981.  Ob. Cit. 
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sus destinos, no está ni puede estar sometida a la normatividad jurídica que 

antecede a su decisión. El acto constituyente primario es en tal sentido, la expresión 

de la máxima voluntad política, cuyo ámbito de acción por su misma naturaleza, 

escapa a cualquier delimitación establecida por el orden jurídico anterior y, por 

ende, se sustrae también a todo tipo de juicio que pretenda compararlo con 

preceptos de ese orden. Siendo constituido el órgano al cual se encomienda la 

guarda de la integridad de la Constitución, su competencia depende del marco 

trazado por el mismo constituyente, de modo que no podía desbordarlo, ubicándose 

en posición de juzgar los actos de ese constituyente a la luz del derecho antiguoò
305

. 

Por supuesto esta tesis es imputable al constituyente omnímodo/y absoluto, el 

constituido no puede abrogarse este poder. 

 

Finalmente en una nueva acción contra los decretos plebiscitarios de 1957, la Corte 

Suprema sentó un importante precedente que daría lugar a la nueva constituyente, se 

puede establecer que la Corte quiere mostrar y hacer entender que si la convocatoria 

al constituyente fue creada por órganos que carecen de competencia constitucional y 

si el constituyente primario lo aprueba, se torna entonces en una decisión de carácter 

político que sería inapelable por lo que se declara inhibida para fallar
306

. 

 

Posteriormente, en materia constitucional y del control a los procesos de reforma se 

pasa a una etapa decisiva en desarrollo del proceso constituyente que terminaría 

dando nacimiento la Carta Magna de 1991. Muy agitado fue el debate popular sobre 

la necesidad de reformar la antigua Constitución Política de Colombia de 1886. Para 

ese entonces Virgilio Barco era el Presidente de la República al haberse impuesto en 

las elecciones representando al oficialismo Liberal, Barco fue quien inicio el debate 

enviando una carta abierta publicada en El Espectador de Bogotá en la que proponía 
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 Ibídem. 
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 ¨ El acto constituyente primario es en tal sentido, la expresión de la máxima voluntad política, cuyo 

ámbito de acción por su misma naturaleza, escapa a cualquier delimitación establecida por el orden 

jurídico anterior y, por ende, se sustrae también a todo tipo de juicio que pretenda compararlo con 

preceptos de ese orden¨. Corte Suprema de Justicia, Sentencia No. 54 del 9 de junio de  1987. M. P.  

Hernando Gómez Otálora  
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un plebiscito con el fin de derogar el artículo 13 del plebiscito de 1957 que 

establecía que el único mecanismo de reforma a la Constitución era una reforma 

legislativa adelantada por el Congreso
307

.  

 

Así entonces, Barco inicia en 1988 el trámite de una reforma constitucional con el 

objetivo de dar soluciones a los asuntos urgentes del Estado. No obstante, el mismo 

Barco retira la reforma constitucional al realizársele modificaciones al proyecto 

original en el Congreso que beneficiarían al narcotráfico. 

 

En ese mismo año, se celebra una reunión en el Palacio de Nariño, en la que se 

estableció una Comisión de Ajuste Internacional para presentar una reforma 

constitucional a aprobarse en las elecciones del 9 de octubre de 1988. Para llevar a 

cabo la propuesta se designó una comisión preparatoria para discutir los términos en 

que se debía presentar la reforma. La mayoría de las propuestas tenían que ver con 

garantías de tipo social y civil, así como la protección al medio ambiente. Sin 

embargo el 4 de abril de 1988, el Consejo de Estado Colombiano declaró el acto 

preparatorio establecido en la Casa de Nariño, como un acuerdo inconstitucional por 

pretender modificar la Constitución a través de un referendo, que contrariaba la 

prohibición establecida en el año 1957, que expresamente manifestaba como única 

posibilidad de reforma constitucional, la adelantada en el parlamento
308

.  

 

El fiasco de la reforma, sumado a los brutales niveles de violencia inspiró un 

movimiento estudiantil surgido como esperanza de cambio político para el país, 

ideología que se materializó después del infame asesinato de Luis Carlos Galán
309

, 
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 Younes nos recuerda la franca oposición que realizo al Conservatismo Colombiano, por lo que el 

plebiscito no se realizó. YOUNES MORENO, Diego. Derecho Constitucional Colombiano. Ob. Cit.  
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 Artículo 13 En adelante las reformas constitucionales sólo podrán hacerse por el Congreso, en la 

forma establecida por el Artículo 218 de la Constitución. Plebiscito de 1957. Junta militar de Gobierno 

de Colombia. 
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 Entre 1988 y 1990 fueron asesinados cuatro candidatos presidenciales Luis Carlos Galán Sarmiento, 

Carlos Pizarro de la Alianza Democrática  M-19, Bernardo Jaramillo y Jaime Pardo Leal ambos de la 

U.P. en el contexto de su persecución, bombas estallaban en Bogotá y Medellín y se fragua el plan de 
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cuando se consignaron las fórmulas de reforma en la llamada Séptima Papeleta, la 

cual, se constituyó como un auténtico acto de soberanía popular
310

, dando inicio al 

proceso constituyente de 1991. 

 

Aunque en un principio el Consejo Electoral no aceptó la inclusión oficial del voto 

adicional durante las elecciones a Senado, Cámara, Asamblea, Consejo y Alcaldía, la 

voluntad popular se consignó en la urnas, posteriormente el 27 de febrero de 1990, se 

evidencia la viabilidad de la llamada ñSéptima Papeletaò, al conceptuarse 

favorablemente por el Registrador Nacional del Estado Civil acerca de que la 

inclusión de ese voto no anularía  los demás
311

. Posteriormente en las elecciones del 

día 11 de marzo de 1990 se manifestaron los partidos políticos, los medios de 

comunicación, los estamentos universitarios y el pueblo en general, a través de la 

Séptima Papeleta obteniendo un millón y medio de votos extraoficiales, y a 

continuación mediante el Decreto Legislativo 927 de 1990
312

 se autorizó el 

escrutinio de manera oficial por la Registraduría Nacional del Estado Civil de los 

votos a favor de una Asamblea Nacional Constituyente. 

 

El gobierno consideró como una buena posibilidad el recurrir a un decreto 

extraordinario ya que el orden público se encontraba turbado, haciendo uso de los 

denominados estados de excepción, específicamente de los estados de sitio para 

contar la decisión del constituyente primario además porque la reforma por vía 

Congreso había fracasado. Por medio de la sentencia 59 de 1990
313

, la Corte 

Suprema de Justicia se pronunció sobre la demanda de constitucionalidad contra el 

Decreto 927 de 1990.  

                                                                                                                                                                      
asesinato sistemático de miembros de la policía nacional atribuidos al narcotraficante Pablo Escobar 

Gaviria. 
310

 UPRIMNY, Rodrigo. El bloque de Constitucionalidad en Colombia. Un análisis jurisprudencial y 

un ensayo de sistematización doctrinal. Ob. Cit.  
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 YOUNES, Derecho Constitucional Colombiano Ob.  Cit. P.70. 
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  Decreto No. 927 de mayo de 1990, expedido por el Presidente VIRGILIO BARCO, que ordena a la 

Registraduría Nacional del Estado Civil contar los votos de la séptima papeleta. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sentencia Nº. 59 del 24 de mayo de 1990. Magistrados: JORGE 

CARREÑO, RICARDO CALVETE, MANUEL DAZA, EDUARDO GARCÍA Y Otros.  
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La Corte, en su fallo hace un análisis y recuento frente a la realidad social que por el 

momento se encuentra atravesando el país, con la perturbación del orden público y 

con base en ello se justifica la necesidad de consultar al pueblo la aplicación del 

derecho sin entrar a hacer un juzgamiento hacia el restablecimiento del orden mismo. 

 

Con lo anterior, la Corte argumentó que el decreto demandado simplemente es un 

decreto expedido por el Presidente a través del cual se imparte una instrucción a la 

autoridad electoral para que contabilice los votos de opinión del pueblo 
314

 sin que la 

expedición del presidente haya excedido facultades. Respecto del mencionado 

Decreto la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia manifestó ñLos hechos 

mencionados demuestran a las claras que las instituciones tal como se encuentran 

diseñadas no son suficientes para enfrentar las diversas formas de violencia a las 

que tienen que encarar.  No es que la instituciones se hayan constituido per se en 

factor de perturbación sino que ha perdido eficacia y se han vuelto inadecuadas; se 

han quedado cortas para combatir modalidades de intimidación y ataque no 

imaginados siquiera hace pocos años, por lo que su rediseño resulta una medida 

necesaria para que las causas de la perturbación no continúen agravándose como 

hasta ahora ha venido ocurriendo en los seis años de vigencia del Estado de 

Sitioò
315

. Y continúa expresando al respecto la Corte: ñEl clamor popular para que 

ocurra el fortalecimiento institucional es un hecho público y notorio que en derecho 

no requiere prueba; a favor de él se han manifestado los partidos políticos y los 

medios de comunicación, los estamentos universitarios y el pueblo en general, a 

través de la denominada séptima papeleta, en las elecciones del 11 de marzo de 

1990ò
316

. 
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 Entiéndase la  Séptima Papeleta. 
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 Corte Suprema de Justicia, Sentencia Nº. 59 del 24 de mayo de 1990. Ob. Cit. 
316

 Ibídem. 
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Así, como es bien sabido, en las elecciones del 27 de mayo de 1990, la convocatoria 

a una Asamblea Nacional Constituyente, obtiene más de cinco millones de votos
317

. 

Luego de este fenómeno electoral, al entrar como presidente César Gaviria
318

, le 

correspondió dictar el decreto 1926 de 1990,
319

 con el objetivo de que el pueblo 

eligiera una Asamblea Constitucional para reformar la Constitución.  

 

La Corte al pronunciarse sobre ésta en la sentencia 138 de 1990
320

, arguyó que la 

Nación Colombiana es el pueblo, y como constituyente primario puede darse la 

Constitución que desee sin que se encuentre ligada a los requisitos que ésta misma 

fije
321

. Su argumento se soporta frente al cambio de la Constitución de 1863, y la 

reforma hecha a la Constitución de 1886, mediante un plebiscito
322

. Así mismo, en el 

fallo se insiste que el poder de ñReformaò de la Constituci·n no surge de la Carta 

Política  sino de la ñRevoluciónò en un momento Constituyente,  además reitera la 

sentencia No. 54 del 9 de junio de 1987 con ponencia de Hernando Gómez en la 

que se había dicho
323
. ñcuando la nación ejerce su poder soberano de manifestarse 
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 Las votaciones respecto de la convocatoria a Asamblea Constituyente fueron SI: 4ô991.887 NO: 

226.451 y TOTAL: 5ô218.338  
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 El 7 de agosto de 1990 asumió la Presidencia de Colombia César Gaviria Trujillo. 
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 ñPor el cual se dictan medidas tendientes a restablecer el orden público, consistentes en la 
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 Corte Suprema de Justicia, Sentencia. 138 del 9 de octubre de 1990. Ponentes: Hernando Gómez 

Otálora  Y  Fabio Morón Díaz.  Fallo aprobado tuvo 12 salvamentos de voto y 15 votos a favor. 
321

 La Corte Suprema de Justicia declaró la constitucionalidad del Decreto 1926 de 1990, excepto, el 

temario y las prohibiciones que limitaban la competencia de la constituyente, la competencia que se 

asignaba a la Corte Suprema para decidir sobre la constitucionalidad de la reforma que expida el 

constituyente. La corte no juzgó la constitucionalidad de la reforma y la caución o garantía de seriedad 

que se pedía constituir para la inscripción por cada una de las listas de candidatos cuando no se 

cumpliera el requisito de la proclamación escrita de, por lo menos, 100.000 ciudadanos. 
322

 ñEn efecto, si la Naci·n es un compuesto de cuatro elementos necesarios, la idea misma de su 

existencia es inseparable de otra idea sintética; la de su soberanía. No se concibe el objeto de una 

nación, ni la razón de ser de su existencia, sin su soberanía, dado que esta soberanía es la autoridad 

moral al propio tiempo que la efectividad del poder con que cada nación dispone de su fuerte y figura, 

de igual a igual, en el concierto de todos los estados constituidos o nacionalidades organizadas en que 

est§ dividido el mundo civilizadoò   Corte Suprema de Justicia, Sentencia. 138 del 9 de octubre de 

1990. Ob. Cit. 
323

 ñCuando la Naci·n, en ejercicio de su poder soberano e inalienable, decide pronunciarse sobre el 

estatuto constitucional que habrá de regir sus destinos, no está ni puede estar sometida a la 

normatividad jurídica que antecede a su decisión. El acto constituyente primario es en tal sentido, la 
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sobre su Constitución, no está limitada por la Carta vigenteò
324

. Finalmente, la Corte 

resalta la existencia de ese reconocimiento al poder soberano sobre la mera 

positivización en materia de constituyente primario al recordar las reformas que se 

han realizado aun contra la literalidad de la Carta vigente
325

. 

 

De todo lo anterior, la Corte concluyó que era necesario declarar la 

constitucionalidad del decreto, debido a que consideró que la soberanía nacional 

reside en el pueblo y no sólo en sus órganos representativos y adicionalmente dijo 

que la convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente sí era  constitucional por 

ser el mecanismo en donde el pueblo ejerce directamente su poder constituyente, al 

elegir una Asamblea con poder para reformar la Constitución vigente a la cual no se 

le deben poner límites, porque dice que al limitar el temario se limita el poder del 

Constituyente Primario y por tanto, sería inconstitucional y en consecuencia, 

determina que la Asamblea será libre de decidir sobre la  reforma
326

. 

 

Tras la decisión de la Corte Suprema se realizó la votación la cual arrojó la siguiente 

composición: Partido Liberal 25, Alianza Democrática M-19 19, Movimiento 

Salvación Nacional 11, Partido Social Conservador 5, Conservador independiente 4, 

Unión Cristiana 2, Unión Patriótica 2, Movimientos Indígenas 2, EPL (curules 

proceso de paz) 2, PRT 1 con voz pero sin voto y  Quintín Lame1 con voz pero sin 

                                                                                                                                                                      
expresión de la máxima voluntad política, cuyo ámbito de acción por su misma naturaleza, escapa a 

cualquier delimitación establecida por el orden jurídico anterior y por ende, se sustrae también a todo 

tipo de juicio que pretenda compararlo con los preceptos de ese ordenò. Corte Suprema de Justicia, 

Sentencia de 9 de junio de 1987. Ob. Cit. 
324

 Corte Suprema de Justicia, Sentencia de 9 de junio de 1987. Ob. Cit.  
325

 Como la Nación colombiana es el constituyente primario, puede en cualquier tiempo darse una 

Constitución distinta a la vigente hasta entonces sin sujetarse a los requisitos que esta consagraba. De 

lo contrario, se llegaría  a muchos absurdos; el primero de ellos que la reforma constitucional de 

1957 no vale por haber sido fruto de un plebiscito; que también fue nugatoria la de 1886 por no 

haberse sujetado a los dificilísimos procedimientos previstos por la Constitución de Rionegro (1863) 

para modificarlaò Corte Suprema de Justicia, Sentencia. 138 del 9 de octubre de 1990. Ob. Cit.  
326

 ñAsí pues, la Nación, o sea el pueblo que habita en nuestro país, es el constituyente primario del 

cual emanan los poderes constituidos o derivados. No simplemente la personificación de la republica 

unitaria que sucedió a los estados de la Constitución de Rionegro (1863), pues para ello bastaba el 

artículo 1º de la carta, conforme al cual: La Nación Colombiana se reconstituye en forma de 

república unitaria. Ibídem. 
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voto, total: 74. Tras un agitado proceso, el acto de soberanía popular promulga el 7 de 

julio de 1991 la nueva Constitución Política de Colombia que como bien dice en su 

Pre§mbulo nace ñcon el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar a sus 

integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el 

conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y 

participativo que garantice un orden político, económico y social justo, y 

comprometido a impulsar la integración de la comunidad latinoamericana decreta, 

sanciona y promulga la siguiente Constitución Políticaò. 

 

2. Evolución jurisprudencial en la resolución de los cargos contra actos 

reformatorios. 

 

¿CÓMO DECLARÓ LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA EN SUS FALLOS  

LOS ACTOS REFORMATORIOS DE LA CONSTITUCION DE 1886? 

 

AUSENCIA DE CONTROL EXISTENCIA DE CONTROL  

Auto del 28. 10.1955  

Sentencia  del 28.11.1957  

 Sentencia del 05.05.1978 

Sentencia  del 13.02.1979  

Sentencia del 16.10.1979  

Sentencia del 6.11.1980  

Sentencia del 27.11.1980  

Sentencia del 4.12.1980 Sentencia del 03.11.1981 

Sentencia del 9.06.1987  

Sentencia del 24.05.1990  

Sentencia Nº.138 de 1990  
Fuente: Diseño del autor 
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DIAGRAMA  

 

 

  

 

Fallos de la 

C.S.J. en los que 

declara 

Constitucionales 

los actos 

reformatorios a 

la Constitución 

de 1886. 

 

FECHA DE LAS SENTENCIAS 

 

    Auto del 28.10.1955 

 

  Del 28.11.1957 

 

                                                      Del 05.05.1978 

 

    Del 13.02.1979 

 

     Del 16.10.1979 

 

     Del 06.11.1980 

 

     Del 27.11.1980 

                                                      Del 03.11.1981 

     Del 09.06.1987 

 

      Del 24.05.1990 

 

      Del 09.10.1990 

 

 

 

Fallos de la C.S.J. 

en los que declara 

inconstitucionales 

los actos 

reformatorios a la 

Constitución de 

1886. 

 

Fuente: Diseño del autor 

 

El objetivo principal del análisis de esta línea jurisprudencia es mostrar el rol de la 

Corte Suprema de Justicia en la reforma de la Constitución. Es menester insistir que 

se presentaron en vigencia de la Corte Suprema de Justicia dos períodos sobre el 

papel del juez en las reformas constitucionales, las cuales son perfectamente 

diferenciales: 

 

1. El periodo comprendido de 1955  a  1978. 

2. El periodo de 1979 a 1990. 
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En este primer periodo comprendido entre 1955 y 1978, la Corte Suprema de Justicia 

sostiene que no podría tener competencia alguna
327

 para conocer acerca de las 

demandas sobre reformas a la Constitución
328

.  El segundo periodo, inicia con la 

sentencia 05 de mayo de 1978, en este fallo se  reconoce la potestad a la Corte 

Suprema de Justicia de que ejerza un control de lado de la interpretación literal de 

sus competencias, basándose en la teoría de interpretación sistemática de la 

Constitución, entonces la mencionada sentencia puede ser considerada como la 

sentencia fundadora de la competencia de la Corte Suprema de Justicia para conocer 

acerca de la constitucionalidad de los actos reformatorios de la Constitución. 

 

Así las cosas, las dos únicas declaratorias de inconstitucionalidad contra las reformas 

Constitucionales que produce la Corte Suprema de Justicia, entre 1955 y 1990, se 

producen en 1978
329

 y en 1981
330

. 

 

B. LAS PRIMERAS DECISIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL . 

SILENCIO Y EVOLUCIÓN.  

 

Con la nueva Carta Política se da origen a una nueva concepción de la organización 

judicial, al ya creado Consejo de Estado y la originaria Corte Suprema de Justicia, le 

siguieron el Consejo Superior de la Judicatura, encargado de la administración 

independiente de la Rama de la Función Pública de la Justicia y la Corte 

Constitucional como garante de la Carta Magna instituciones a las que habrá que 

adherir las jurisdicciones especiales y la Fiscalía General de la Nación. 

 

                                                           
327

 Particularmente la sentencia que niega realizar control alguno sobre el plebiscito que después se 

formalizará en el Frente Nacional. Corte Suprema de Justicia, Sentencia de noviembre 28 de 1957. 

M.P., Guillermo Hernández Peñaloza. 
328

 RODRÍGUEZ GAONA, El Control Constitucional de la Reforma a la Constitución. Ob. Cit.  
329

 Imposilidad de convocar auna reforma por via ejecutiva pues seria una modificación plebisitaria.   

Corte Suprema de Justicia, Sentencia del 05 de mayo de 1978. Ob. Cit. 
330

 Vicios de tramite en la promulgación. Corte Suprema de Justicia, Sentencia 57 del 23 de noviembre 

de 1981.  Ob. Cit. 
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Encontramos como originalmente la Corte Constitucional sostiene que el juicio a las 

reformas aprobadas por el Congreso de la República solamente consta de aspectos 

formales de acuerdo a lo mencionado en  la Constitución en el numeral 2, artículo 

241, cuando en uno de sus apartes determina ñsolo por vicios de procedimiento en su 

formaci·nò, esto fácilmente lo podemos observar en las primeras demandas en 

contra de las reformas constitucionales. 

 

De acuerdo con lo mencionado por la Corte Constitucional, la función de control 

constitucional de los actos legislativos se limita a la constatación de que se hayan 

cumplido a cabalidad y precisión todos los pasos del procedimiento que se 

encuentran establecidos para estas hipótesis en las normas superiores. De igual 

manera, la Corte determina que puede examinar vicios de procedimiento, así el actor 

no los haya mencionado en su demanda. 

 

A continuación haremos una reseña acerca de la tendencia que ha tenido la Corte 

Constitucional al revisar los cargos de forma contra normas sujetas a control de 

constitucionalidad, así como, frente a las reformas de la Constitución para 

pronunciarse sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad, tendencias que 

convergen en la doctrina de la sustitución, evolución jurisprudencial que puede verse 

de la siguiente manera
331

. 

 

En Sentencia C-167 de 1993
332

, la Corte resuelve la demanda de inconstitucionalidad 

presentada por el ciudadano Rafael Rodríguez contra el parágrafo del artículo 13 de 

la ley 4 de 1992, arguyendo supuestos vicios de procedimiento en su formación,  

pues en su sentir el proyecto fue aprobado en legal forma en ambas corporaciones sin 

                                                           
331

 A partir del año 2003, se da la interpretación acerca del control de constitucionalidad, el cual cuenta 

con  un control reforzado, en primer lugar, el control automático de la ley de referendo y en segundo 

lugar, un control rogado o por acción del procedimiento de actos legislativos que puede realizar 

cualquier ciudadano en el t®rmino de caducidad. De donde surge la tesis de la ñinconstitucionalidad 

por sustituciónò. 
332

 Corte Constitucional.  Sentencia C-167 del 29 de abril de 1993. Expediente Nº.D-135. M.P. Carlos 

Gaviria Díaz. 
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que surgieran discrepancias y no obstante, se nombró la Comisión Accidental, 

vulnerándose así los artículos 150, 157, 161 y 165 de la Constitución Política
333

. La 

Corte resuelve declarar la  exequibilidad de la norma demandada pero sólo en cuanto 

no se infringieron los artículos 157 y 161 de la Constitución Nacional, dando origen 

al primer precedente sobre el control de constitucionalidad por violación de aspectos 

formales.   

 

La Corte se pronunció sobre este fallo manifestando que cuando existiese diferencia 

entre los textos aprobados por la Cámara y los aprobados por el Senado, en razón a 

que en alguna de las cámaras se han decidido hacer modificaciones al mismo, es 

esencial mencionar que en este caso habrá de integrarse la comisión accidental, cuyo 

fin debe ser el de conciliar los textos, siempre  y cuando cuenten con el querer 

mayoritario del Congreso en el segundo debate, ya en el caso en concreto, con base 

en el acervo probatorio quedo demostrado que si hubo diferencia entre los textos del 

articulado acusado aprobado por la Cámara en segundo debate, frente al que aprobó 

el Senado, lo anterior, justificaba la conformación de la Comisión accidental  para 

adaptar el parágrafo demandado, procedimiento avalado por el artículo 161 

superior
334

. 

                                                           
333

 Art²culo 161 ñCuando surgieren discrepancias en las cámaras respecto de un proyecto, ambas 

integrarán comisiones accidentales que, reunidas conjuntamente, prepararán el texto que será 

sometido a decisión final en sesión plenaria de cada cámara. Si después de la repetición del segundo 

debate persisten las diferencias, se considerará negado el proyectoò el mismo art²culo, fue modificado 

por el art²culo 9 del A.L. 1 de 2003. ñCuando surgieren discrepancias en las Cámaras respecto de un 

proyecto, ambas integrarán comisiones de conciliadores conformadas por un mismo número de 

Senadores y Representantes, quienes reunidos conjuntamente, procurarán conciliar los textos, y en 

caso de no ser posible, definirán por mayoría. Previa publicación por lo menos con un día de 

anticipación, el texto escogido se someterá a debate y aprobación de las respectivas plenarias. Si 

después de la repetición del segundo debate persiste la diferencia, se considera negado el proyecto.ò  
334
ñ(é) Finalmente debe aclararse que la Comisión accidental que se integre para efectos de dar 

aplicación al artículo 161 de la Carta, única y exclusivamente puede ocuparse del estudio y análisis 

de las disposiciones del proyecto de Ley que hubieren sido objeto de "discrepancias", o lo que es lo 

mismo, de aquellas normas cuyo texto hubiere sido aprobado en la plenaria de una Cámara en forma 

diferente al de la otra. De manera que la Comisión citada no puede entrar a modificar preceptos del 

proyecto de Ley sobre los cuales no hubiera existido "discrepancia". (é) La funci·n de la Comisi·n 

accidental a que alude el artículo 161 constitucional, es entonces, la de preparar el texto que habrá de 

remplazar a aquél sobre el cual surgieron discrepancias en las plenarias de las Cámaras, como a bien 

tenga, siempre y cuando ®ste corresponda al querer mayoritario del Congreso Nacional.ò Corte 
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A partir de la sentencia C-282 de 1995
335

, se profundiza en materia del análisis de 

los vicios formales, bien que se hace en sede de legalidad, la Corte resuelve la 

demanda de inconstitucionalidad impetrada por dos ciudadanos contra el artículo 157 

de la ley 100 de 1993
336

, arguyendo vicios de procedimiento en su formación, según 

lo mencionado en el artículo 161 de la Constitución Política al no incluir en el texto 

definitivo los apartes aprobados por las plenarias del Senado y Cámara. Lo anterior 

se refiere básicamente a la definición de comunidades indígenas, haciendo mención 

que las comisiones de conciliación solo pueden realizar modificación de textos 

siempre y cuando exista discrepancia en lo aprobado por cada una de las cámaras. 

 

La Corte decide declarar exequible la norma demandada en lo referente al vicio de 

forma, es así, como la Corte argumentó al hacer el examen de constitucionalidad de 

la norma, existieron vicios de forma, pero siendo éstos subsanables, por lo cual, se 

puede devolver el proyecto a la Cámara respectiva para que se haga la enmienda de 

conformidad con el artículo 241 de la Constitución. 

 

La Comisión accidental se conformará por la existencia de varias diferencias entre 

los textos aprobados por la Cámara de Representantes y por el Senado, situación que 

se presentó en el caso anteriormente mencionado, y por consiguiente, el objeto de 

conciliación por parte la comisión accidental estará de acuerdo con lo establecido en 

la Constitución y por la misma razón que hallan los demandantes
337

. 

 

                                                                                                                                                                      
Constitucional.  Sentencia C-167 del 29 de abril de 1993. Expediente Nº.D-135. M. P.  CARLOS 

GAVIRIA DIAZ.  
335

  Corte Constitucional. Sentencia C-282 del 29 de junio de 1995. Expediente D-692. M. P. CARLOS 

GAVIRIA DIAZ.  
336

 La Ley 100 de 1993 es "Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se adoptan 

otras disposiciones".  
337

 Consideramos que en principio, los precedentes sobre subsanación de vicios de procedimiento son 

aplicables a los trámites de reforma constitucional, claro, con las características que les son propias. 
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En la  sentencia C-387 de 1997
338

, la Corte resuelve la demanda de 

constitucionalidad contra la totalidad del acto legislativo 02 de 1995
339

, es así, como 

los demandantes ponen a juicio la publicación del informe de ponencia en la segunda 

vuelta de la Comisión Primera de la Cámara, la cual fue posterior al primer debate, 

vulnerado lo preceptuado en los artículos 156
340

 y 157
341

 del reglamento del 

Congreso. Una vez más la Corte declara exequible el acto legislativo demandado en 

relación con los siguientes argumentos: 

 

El Congreso tiene dentro de sus funciones la función legislativa, como la 

competencia para que mediante actos legislativos reforme la Constitución bajo el 

cumplimiento estricto del procedimiento establecido para tal fin, en tal sentido, el  

cargo que se encuentra en conocimiento no puede prosperar por considerar que ñ(é) 

el inciso segundo del artículo 156 de la ley 5ª de 1992 prevé, como mecanismo 

alternativo,  que en caso de faltar la mencionada publicación y con el objetivo de 

agilizar el trámite, el presidente de la Comisión Permanente, que en el caso de las 

reformas constitucionales siempre será la Primera, podrá autorizar la reproducción 

del documento por cualquier medio mecánico, para distribuirlo entre los miembros 

de la respectiva célula congresional, sin perjuicio de su ulterior y oportuna 

publicación en la Gaceta del Congreso, que fue justamente lo que aconteció en el 

                                                           
338

 Corte Constitucional, Sentencia C-387 del 19 de agosto de 1997. Expediente Nº. D-1545. M. P. 

FABIO MORON DIAZ. 
327    
ñPor medio de la cual se adiciona el artículo 221 de la Constitución Políticaò.  

340
 ñartículo 156. presentación y publicación de la ponencia. El informe será presentado por escrito, 

en original y dos copias, al secretario de la Comisión Permanente. Su publicación se hará en la 

Gaceta del Congreso dentro de los tres (3) días siguientes. Sin embargo, y para agilizar el trámite del 

proyecto, el Presidente podrá autorizar la reproducción del documento por cualquier medio 

mecánico, para distribuirlo entre los miembros de la Comisión; ello, sin perjuicio de su posterior y 

oportuna reproducción en la Gaceta del Congreso.ò Congreso de la Rep¼blica, Ley 5 de 1992. Ley 

orgánica del Congreso de la Republica.   
341

 ñartículo 157. iniciación del debate. La iniciación del primer debate no tendrá lugar antes de la 

publicación del informe respectivo. No será necesario dar lectura a la ponencia, salvo que así lo 

disponga, por razones de conveniencia, la Comisión. El ponente, en la correspondiente sesión, 

absolverá las preguntas y dudas que sobre aquélla se le formulen, luego de lo cual comenzará el 

debate. Si el ponente propone debatir el proyecto, se procederá en consecuencia sin necesidad de 

votación del informe. Si se propone archivar o negar el proyecto, se debatirá esta propuesta y se 

pondrá en votación al cierre del debate.  Al debatirse un proyecto, el ponente podrá señalar los 

asuntos fundamentales acerca de los cuales conviene que la Comisión decida en primer término.ò 

Congreso de la República, Ley 5 de 1992. Ley orgánica del Congreso de la Republica. 
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presente evento.ò
342

 De acuerdo con el otro cargo ligado con la presunta intervención 

de militares en la aprobación del Acto Legislativo por parte de los Congresistas, la 

Corte menciona que tampoco está llamado a prosperar, pues el ámbito de 

competencia que ella posee no le otorga esas facultades
343

. 

 

Al igual aduce que el Control de Constitucionalidad encargado a la Corte es integral, 

lo que significa que le corresponde examinar las normas demandadas frente a la 

totalidad de los preceptos de la Constitución y no exclusivamente frente a las 

disposiciones señaladas por los actores, por los anteriores argumentos la  Corte 

revisó la eventual inconstitucionalidad del acto legislativo, por haber sido debatido y 

aprobado en sesiones conjuntas de las respectivas comisiones permanentes, 

incurriendo en vicios de procedimiento, pues las Reformas a la Constitución, no se 

autorizan constitucionalmente en sesiones conjuntas de las cámaras y por 

consiguiente debía cumplir con los 8 debates exigidos, lo cual, en principio 

conllevaría a la declaratoria de inconstitucionalidad del acto,  pero  afirma la Corte 

que cuando se realizaron las sesiones conjuntas no había aún declaratoria de 

inconstitucionalidad de la norma que prohibía sesionar de manera conjunta
344

. 

 

                                                           
342

 Corte Constitucional, Sentencia C-387 del 19 de agosto de 1997. Ob. Cit. 
343
ñEl control de la constitucionalidad de los actos legislativos se limita, entonces, a la constatación 

de que se hayan cumplido a cabalidad todos los pasos del procedimiento agravado previsto para estas 

hipótesis en las normas superiores y no se extiende a comprobar, menos aún a sancionar, el eventual 

incumplimiento de las disposiciones de control administrativo, cuestión ésta que atañe a otras 

autoridades y en ejercicio de competencias distintas a las que sirven de fundamento al control de 

constitucionalidadéò Ibidem.   
344
ñ(é) cuando se surti· la aprobaci·n del proyecto en sesiones conjuntas a¼n no se hab²a declarado 

la inexequibilidad del numeral 3º del artículo 169 de la ley 5ª de 1992, de conformidad con cuyas 

voces las comisiones permanentes homólogas de una otra cámara podían sesionar conjuntamente a 

propuesta de las respectivas comisiones y con la autorizaci·n ñde las Mesas Directivas de las 

C§maras (é) En principio, es válido sostener que la actuación de las comisiones permanentes de las 

dos cámaras al debatir en sesiones conjuntas durante el primer período el proyecto de acto legislativo 

y las mesas directivas al autorizar la celebración de esas sesiones conjuntas obraron con apoyo en 

una norma jurídica  que, por entonces, se encontraba vigente, estaba amparada por la presunción de 

constitucionalidad y era aplicable al trámite de las reformas constitucionales, en atención a lo 

previsto por el artículo 227 del reglamento del Congreso y que en esa medida el trámite impartido al 

proyecto fue el correcto. Ibídem.  
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Se hace vital resaltar que varios aspectos expresados en la parte motiva de la 

sentencia, en particular la insistencia en la imposibilidad de una interpretación 

meramente lingüística de las competencias respecto del control sobre reformas, a 

decir: ñSeñala el artículo 379 del estatuto Fundamental que los actos legislativos 

sólo podrán ser declarados inconstitucionales cuando se violen los requisitos 

establecidos en el t²tulo referente a la reforma de la Constituci·n.  (é) Sin embargo, 

el adverbio "solo" no puede ser tomado en su sentido literal, pues es obvio que otras 

normas de la Carta y del reglamento del Congreso resultan aplicables al trámite 

complejo que se cumple con ocasión de los proyectos conducentes a la modificación 

de la Carta y que la inobservancia de esas otras normas compatibles con el proceso 

de reforma constitucional, puede derivar en la inconstitucionalidad del acto 

reformatorio, situación que adquiere una especial relevancia tratándose del 

reglamento del Congreso, pues pese a su carácter infra constitucional, su 

desconocimiento es susceptible de generar una vulneración de la Carta, por cuanto 

teniendo la naturaleza de ley orgánica, a sus dictados ha de someterse el Congreso 

al ejercer su actividadò
345

. 

  

Por otra parte, la Corte manifiesta la existencia de un control procedimental sobre los 

actos reformatorios a la Carta, a la vez que, insiste en el principio de integridad de 

juicio, según el cual, no se debe analizar solo la violación de la norma planteada en la 

demanda, sino por la totalidad del ordenamiento
346

, lo anterior se insiste, pues tanto 

                                                           
345

Ibídem. 
346

 ñPuesto que la labor encomendadas a las Cortes es de vital importancia, cabe anotar que el 

control de constitucionalidad que se le ha confiado a la Corte se cumple a partir de la comparación de 

una disposición inferior a la Carta con los contenidos de ésta, dotados de supremacía, juicio del que 

se desprende, según el caso, la conformidad o la inconformidad de la norma atacada con la 

preceptiva superior. El control de la constitucionalidad de los actos legislativos se limita, entonces, a 

la constatación de que se hayan cumplido a cabalidad todos los pasos del procedimiento agravado 

previsto para estas hipótesis en las normas superiores y no se extiende a comprobar, menos aún a 

sancionar, el eventual incumplimiento de las disposiciones de control administrativo, cuestión ésta 

que atañe a otras autoridades y en ejercicio de competencias distintas a las que sirven de fundamento 

al control de constitucionalidad. El control constitucional confiado a la Corte  es integral, por cuanto 

corresponde a esta Corporación estudiar las normas impugnadas frente a la totalidad de los preceptos 

de la Constitución, y no únicamente en relación con las disposiciones constitucionales señaladas por 

el actor. Por ello, si la Corte encuentra que el acto impugnado adolece de vicios de constitucionalidad 
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el control únicamente por el procedimiento como la integridad de juicio serán 

revaluados en el futuro por la Corte Constitucional con ocasión de la línea 

jurisprudencial de la sustitución a la Constitución, después de todo, en este caso 

corresponde al actor imputar los cargos de sustitución para el respectivo estudio en la 

Corte Constitucional. 

 

En la sentencia C-543 de 1998
347

 se revisó el Acto Legislativo 01 del mismo año, 

que modificaba el artículo 35 de la Constitución, a partir de ésta se permitió la 

extradición de colombianos. En esta sentencia se declara la inconstitucionalidad de la 

expresión que presenta la potestad al legislador para reglamentar la extradición, ya 

que, no se dieron los ocho debates correspondientes. Los argumentos de la Corte de 

manera resumida y frente al tema en concreto que se ocupa son: ñEn este segundo 

periodo s·lo podr§n debatirse iniciativas presentadas en el primeroò
348

, a su vez 

esta sentencia declaró la exequibilidad del acto por los vicios de forma analizados
349

.  

 

Respecto al tema de la reforma Constitucional, dijo la Corte que en los 

ordenamientos jurídicos existen Constituciones rígidas y flexibles
350

, la clasificación 

tiene que ver con el procedimiento que cada una adopte para la reforma 

                                                                                                                                                                      
materiales o procedimentales distintos a los señalados por el demandante, debe entrar a estudiarlos, 

aun cuando el actor no los haya consideradoò Ibídem. 
347

Corte Constitucional, Sentencia C-543 del 01 de Octubre de 1998. Expedientes acumulados Nº. 

Expedientes D-1942, D-1948 y D-1957. M. P. CARLOS GAVIRIA DÍAZ. 
348

 La totalidad del art²culo 375 dice: ñPodrán presentar proyectos de acto legislativo el Gobierno, 

diez miembros del Congreso, el veinte por ciento de los concejales o de los diputados y los ciudadanos 

en un número equivalente al menos, al cinco por ciento del censo electoral vigente. El trámite del 

proyecto tendrá lugar en dos períodos ordinarios y consecutivos. Aprobado en el primero de ellos por 

la mayoría de los asistentes, el proyecto será publicado por el Gobierno. En el segundo período la 

aprobación requerirá el voto de la mayoría de los miembros de cada Cámaraò. COLOMBIA, 

Asamblea Nacional Constituyente, Constitución Política Colombiana de 1991. 
349

 Igualmente insiste en que la Corte tiene asignado el control de constitucionalidad de los actos 

legislativos a petición de parte (mediante demanda de inconstitucionalidad) por vicios de 

procedimiento en su formación únicamente y  solo puede pronunciarse sobre los asuntos objeto de la 

demanda. Ibídem.  
350

 Si la rigidez o flexibilidad de la Carta depende de su facilidad para la reforma, no hay que olvidar 

que esta se evidencia en ñla relación de cada Constitución con las leyes ordinarias y con la autoridad 

ordinaria que las dictaò BRYCE, James. Constituciones flexibles y rígidas, Ob. Cit. P. 19. Lo cual en 

el caso Colombiano viene a ser evidente, pues el acto legislativo y la ley se dan por la misma autoridad 

y con mayorías fácilmente alcanzables, siendo el único requisito extra el doble debate de la reforma 

constitucional.  



 

70 
 

constitucional; entonces se dice que las  rígidas son aquellas que para su reforma 

adoptan un procedimiento diferente al de las leyes; y las Constituciones flexibles 

tienen un procedimiento de reforma igual que las leyes ordinarias. Expresa la Corte 

que la Constitución Política de Colombia es rígida y permite su reforma por el 

Congreso a través de: i.) Un Acto Legislativo, ii.) Una Asamblea Constituyente o iii.) 

Por el pueblo mediante referendo (art. 374 C.P.). Cuando la reforma tiene origen en 

el Congreso se deben cumplir las mismas disposiciones Constitucionales y las 

establecidas en la ley 5º de 1992. 

 

Así mismo, la Corte en este fallo hace una distinción entre lo que es una propuesta y 

una  enmienda. Respecto a las primeras dice que son iniciativas legislativas con 

fundamento en el artículo 160 Constitucional y las enmiendas son para la Corte 

Constitucional las modificaciones que proponen los congresistas a los textos de la 

iniciativa. 

 

En cuanto a la sanción presidencial,
351

la Corte se pronunció mencionando que es un 

requisito de validez de la ley, y que de no ser sancionada por parte del presidente de 

la República lo debe hacer el presidente del Congreso, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 168 de la Constitución. Procedimiento que aplica para la 

formación de la ley pero no para los Actos Legislativos mediante los cuales el 

Congreso reforma la Constitución, así lo expresa la Corte: ñ(é) los Actos 

Legislativos mediante los cuales el Congreso reforma la Constitución no requieren 

de sanción presidencial, porque las decisiones de la voluntad constituyente no 

pueden, por su misma naturaleza, quedar subordinadas a la aquiescencia de ningún 

                                                           
351

 La cual puede implicar la objeción por inconstitucional o inconveniencias, sobre este aspecto será 

importante ver lo ocurrido con ocasión de la reforma a la justicia y la objeción de sanción en un acto 

legislativo por parte del presidente Juan Manuel Santos. Apartándose de lo establecido por la 

jurisprudencia ñNinguna de estas posibilidades se da en el caso de los proyectos de Acto Legislativo, 

pues además de la expresa referencia de las indicadas normas a los proyectos de ley, el artículo 375, 

específico de las reformas constitucionales, no supedita su entrada en vigencia a la sanción del 

Ejecutivo, ni autoriza a éste para objetarlasò. Corte Constitucional, Sentencia C-222 de 1997. 

M.P. JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO abril 1997. 
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poder constituido, salvo la competencia estricta y precisa atribuida a la Corte para 

efectos del control formalò
352

. 

  

Posteriormente, se reitera lo expresado en la sentencia C-222 de 1997, en cuanto a 

que el t®rmino ñdebateò no equivale al t®rmino ñvotaci·nò, debido a que ésta última 

es el resultado del primero, la Corte insiste que en todo caso los Actos Legislativos 

deben cumplir con los ocho debates; cuatro en la primera vuelta y cuatro en la 

segunda vuelta, según el artículo 375 Superior. En casos cuando se ha discutido 

durante los ocho debates un tema, la no aprobación en una de las Comisiones no 

implica la inconstitucionalidad del proyecto de Acto Legislativo, sí como sucedió en 

el caso concreto, ya que las Plenarias de esas mismas Corporaciones, con votación 

mayoritaria introducen ese asunto al  proyecto de Acto Legislativo
353

. 

 

En general. pese a haber sido discutida con el número de debates legalmente 

establecidos, pero si una comisión no aprueba parte del Acto, y sin embargo, 

posteriormente en Plenaria hay votación mayoritaria a favor de la parte no aprobada, 

automáticamente esa parte entrará a formar parte del Acto Legislativo votación que 

será inmodificable una vez hecho el cierre. La Corte menciona que lo que la doctrina 

ha denominado ñCláusula general de competencia del Congresoò, tiene su fuente en 

los artículos 114 y 150 Superiores, en donde se le trasmiten facultades al Congreso 

para expedir leyes siempre y cuando no se excedan en los límites fijados por el 

constituyente, esto será de vital importancia para el resto del estudio, pues no se 

evidencia cómo constitucionalmente en Colombia se entiende la labor del legislador, 

siempre como una actividad de poder derivado, de lo que se desprenderá la doctrina 

de la sustitución
354

. 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-543 del 01 de Octubre de 1998. Expedientes acumulados Nº. 

Expedientes D-1942, D-1948 y D-1957. M. P. CARLOS GAVIRIA DÍAZ. 
353

 Corte  Constitucional, Sentencia C-222 de 1997. Ob. Cit.   
354

 Corte Constitucional, Sentencia C-543 de 1998. Ob. Cit.   
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Finalmente se presenta un cambio en el criterio de la Corte luego de once años de 

decidir de acuerdo con lo cual, solo es competente para conocer de vicios de 

procedimiento en la formación de los actos legislativos, la Corte complementa su 

jurisprudencia en la sentencia C-551 de 2003, particularmente no sobre un acto 

legislativo, sino una propuesta de reforma vía referendo, ya que esboza la tesis de los 

vicios de competencia como vicios de procedimiento, esta posición se mantiene en las 

sentencias que se desarrollan con ocasión de la doctrina de sustitución a la 

Constitución, como se verá en líneas posteriores. 
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CAPÍTULO SEGUNDO: LA ARGUMENTACIÓN COMO HERRAMIENTA 

DE ANÁLISIS DE LAS CRÍTICAS A LA SUSTITUCIÓN DE LA 

CONSTITUCIÓN.   
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I. LÍ NEA JURISPRUDENCIAL DE LA TEORÍA DE LA SUSTITUCIÓN A 

LA CONSTITUCION. DESARROLLO Y CRÍTICA PRELIMINAR.  

 

A. ESTRUCTURA DINÁMICA DE LA LÍNEA JURISPRUDENCIAL DE 

LA TEORÍA DE LA SUSTITUCIÓN.  

 

En este aparte, identificaremos los elementos de la D.S.C en su tratamiento 

jurisprudencial, mediante un análisis dinámico del mismo, para así establecer las 

sentencias relevantes en esta construcción conceptual resaltando su valor 

vinculante
355

,  pudiendo aproximarnos a un mejor entendimiento de la tesis, lo cual 

nos permitirá finalmente estructurar las críticas realizadas a la doctrina. Para  tal fin 

usaremos la metodología de líneas jurisprudenciales propuesta por Diego Eduardo 

López Medina, de manera tal que, de la construcción de la línea, podremos inferir la 

coherencia en la doctrina y por lo tanto su peso gravitacional como precedente
356

.  

 

La sustitución de la Constitución se define como la eliminación o afectación material 

de algún elemento esencial definitorio de la misma, este debe ser, inherente y 

trasversal en la Norma Suprema nacional, el cual se constituye en esencia misma de 

la Constitución en sí y es afectado en calidad de característica de la identidad de la 

Constitución, por la decisión de un organismo constituido en desarrollo de su poder 

de reforma, el cual se excede en su competencia para reformar
357

, al punto de 

sustituir, destruir, suprimir o revocar en su totalidad la Carta Magna
358

.  

 

                                                           
355

Recordemos que el valor vinculante de la jurisprudencia, antes que fortalecer in extremis, la 

autoridad judicial la limita razonablemente, pues evita la  apertura de las decisiones, impone 

coherencia en la manera de resolver y por supuesto esto repercute en una mayor seguridad  jurídica.  
356

  Al respecto puede verse: LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo. Manual de Interpretación 

Constitucional. Consejo Superior de la Judicatura. Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. 2002. Y 

LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo. El derecho de los jueces. Bogotá. Segunda edición. Editorial 

Legis. 2006. 
357

 La sustitución a la Constitución por una reforma implica la existencia de una visión competencial 

en la actuación del órgano reformador. 
358

 La sustitución a la Constitución es la eliminación del elemento definitorio en la Constitución se 

puede dar concurrentemente con los fenómenos de mutación, quebrantamiento, suspensión, supresión 

o destrucción.  
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Si identificamos estos elementos, del concepto mismo de sustitución a la 

Constitución, dentro de la idea general de la misma para desarrollarla al nivel de la 

hermenéutica de segundo nivel
359

, es decir, la interpretación jurisprudencial, 

deberemos establecer en primer lugar el punto arquimédico de apoyo
360

. A través, de 

este podrá desplegarse el análisis dinámico en la D.S.C
361

, identificando su 

evolución, su contenido, el contexto en que se desarrolla y elementos que la 

configuran, pudiendo así  estudiarla científicamente. 

 

1. Punto Arquimédico de apoyo. 

 

Hemos tomado tres sentencias para la construcción del nicho citacional a partir del 

punto arquimédico en este orden, contamos con la C-397 del 2010
362

, la C-574 de 

2011
363

 y la C-336 de 2013
364

, como punto de apoyo en este análisis dinámico, a 

partir del cual  podremos realizar el estudio jurisprudencial. 

 

En la mencionada sentencia C-397 del 2010
365

, se declara inexequible la ley 1327 

del 2010, por medio de la cual se convoca a referendo de orden constitucional para 

someter a consideración popular una eventual imposición de cadena perpetua como 

castigo a los violadores y asesinos de menores de 14 años. En este fallo no se 

despliega el test de sustitución determinado a través de la jurisprudencia colombiana, 

sin embargo, esta figura se reconoce y se plantea en el texto mismo la autoridad y la 

competencia de la Corte Constitucional, podríamos verla en este orden de ideas como 

                                                           
359

 Nos referimos a interpretación de segundo nivel, pues más correctamente la hermenéutica es un 

proceso diferente, en todo caso nos hemos atenido a la definición doctrinal.  DUEÑAS RUIZ, Oscar 

José. Lecciones de Hermenéutica Jurídica. Universidad del Rosario. Quinta Edición. Bogotá. 2009. 
360

 LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo, El Derecho De Los Jueces, Ob. Cit. P. 168. 
361

 Para el presente estudio, la teor²a de la ñsustituci·n constitucionalò representa el escenario 

constitucional objeto de la investigaci·n jurisprudencial, de acuerdo con LčPEZ MEDINA ñun 

escenario constitucional es el patr·n f§ctico t²pico [é] en el que la Corte ha especificado mediante 

subreglas, el significado concreto de un principio constitucional abstractoò, para mayor claridad al 

respecto P. 148 a 150 ibíd. 
362

 Corte Constitucional Sentencia  C-397 de 2010. Ob. Cit. 
363

 Corte Constitucional Sentencia C-574 de 2011. Ob. Cit. 
364

 Corte Constitucional. Sentencia C-336 de 2013. Ob. Cit. 
365

 Corte Constitucional Sentencia  C-397 de 2010, Ob. Cit. 
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una sentencia de reiteración, si bien la Corte se abstuvo de realizar el juicio al 

observar que los vicios procedimentales identificados conllevarían en cualquier caso 

a la declaratoria de inexequibilidad de la mencionada convocatoria a referendo. 

 

No obstante, ésta no resuelve de fondo la situación pues en el mencionado fallo la 

Corte Constitucional se declara inhibida, así las cosas hemos preferido la 

mencionada sentencia C-397 del 2010
366

, así mismo, consideramos que este fallo 

tiene un patrón fáctico relevante, desde el punto de vista de la analogía fáctica 

material
367

, pues si bien, los hechos e incluso las normas llevadas a debates son 

bastante diferentes entre ellos no debemos olvidar que en el estudio jurisprudencial 

de la Corte Constitucional en la identificación de la ratio decidendi
368

 de un fallo de 

control de constitucionalidad normativo, se debe tener en cuenta como criterio y 

patrón de estudio la causa petendi es decir, los cargos realizados, en este caso se 

trata, por supuesto, del cargo de sustitución.  

 

Por su parte la sentencia C-574 de 2011
369

, sobre la constitucionalidad del acto 

legislativo 02 de 2009, referente a la prohibición del porte y consumo de sustancia 

estupefacientes, la hemos abordado como un segundo punto arquimédico con miras a 

la construcción un nicho citacional que nos permita actualizar la línea jurisprudencial 

e identificar en una perspectiva más amplia las sentencias identificadas en la 

                                                           
366

 Ibidem.  
367

 Lo relevante en materia de analogía y disanalogía fáctica, y por lo tanto en efectos de 

vinculatoriedad del precedente, es lo material en las similitudes de los casos desde el punto de vista de 

los problemas jurídicos, así por ejemplo poco afecta que se toque materias tan diversas como 

estupefacientes, organización política o el régimen penal, pues sustancialmente convergen en tanto que 

abordan la problemática sobre el control a los actos reformatorios de la Carta. 
368

 En toda sentencia es preciso distinguir entre el decisum, la ratio decidendiy los obiter dicta. El 

decisumes el fallo o ñla resolución concreta del casoò. Esta parte de la sentencia despliega sus efectos 

erga omnes o Inter. partes, según el tipo de proceso. De ella no se predica el carácter de precedente. , 

este carácter solo se predica de la ratio decidendi, que se define como ñla formulaci·n general del 

principio, regla o razón general que constituyen la base necesaria de la decisión judicial especifica.ò La 

ratio decidendi es la concreción normativa del alcance de las disposiciones jurídicas. Ella  explicita 

que es aquello que el derecho prohíbe, permite, ordena o habilita para cierto tipo de casos. Corte 

Constitucional.  Sentencia SU-1300 del 2001, M.P: MARCO GERARDO MONROY CABRA. 
369

 Corte Constitucional Sentencia C-574 de 2011, Ob. Cit. 
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ingeniería inversa
370

. El fallo es a todas luces pertinente, en primer lugar, se trata de 

un caso de control de constitucionalidad sobre actos legislativos, lo que nos permite 

complementar la anterior sentencia, por otro lado, hace un sucinto y sólido recuento 

de la doctrina desde sus albores hasta la actualidad, no sin antes insistir en la 

analogía fáctica material que existe entre este precedente y los demás pertenecientes 

a la línea jurisprudencial sobre la sustitución a la Constitución. 

 

La Sentencia C-336 de 2013
371

, no solo es un fallo reciente que resuelve una 

demanda contra un acto reformatorio, sino que el mismo incluye una gran 

recopilación de la conexidad en los fallos sobre la  materia, por lo que en coherencia 

con la doctrina expuesta por el profesor López Medina
372

 consideramos a los 

mencionados fallos adecuados como sentencias que funcionan en calidad de punto 

arquimédico,
373

 pues se ajustan a las explicaciones y razones dadas al respecto
374

, 

tratándose de un problema de control de constitucionalidad normativo no 

consideramos como hecho pertinente la situación fáctica o los hechos, sino la causa 

petendi o cargos de inconstitucionalidad, siendo esta la verdadera semejanza entre las 

sentencias
375

. 

 

2. Ingeniería de reversa. 

 

Recordando nuestra guía en estos asuntos, tenemos que ñConsiste en el estudio de la 

estructura de citas del punto arquimédicoò
376

. Identificando los fallos referenciados a 

                                                           
370

 Ibidem.  
371

 Corte Constitucional.  Sentencia C-336 de 2013. Ob. Cit. 
372

LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo, El Derecho De Los Jueces, Ob. Cit. 
373

El nombre se da por ser un punto de apoyo para el movimiento. 
374

  ña) que sea lo más reciente posible y b) que en sus hechos relevantes, tenga el mismo patrón  

fáctico (o, al menos, el más cercano posible) con relación al caso sometido a investigaciónò LčPEZ 

MEDINA, Diego Eduardo, El Derecho De Los Jueces, Ob. Cit.    
375

 Al momento de realizarse esta construcción, sabemos de la existencia de fallos posteriores 

enlazados a este tema, las correspondientes sentencias no han sido publicadas por parte de la Corte 

Constitucional en cumplimiento de los términos que le da la ley por lo que no las incluimos en el 

análisis dinámico de la jurisprudencia.  
376

 LOPEZ MEDINA, Diego Eduardo, El Derecho De Los Jueces . Ob. Cit. P.170.   
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través del punto arquimédico para poder de esta manera formar el nicho citacional,
377

 

a través del cual, identificaremos con claridad conceptual y visual las sentencias 

hito,
378

 pudiendo de esta manera determinar la doctrina en sede jurisprudencial y, por 

lo tanto, su contenido obligatorio para decisiones futuras en calidad de precedente.  

 

En un primer lugar, se referenciarán todas las citas realizadas en la sentencia 

arquimédica para diferenciar las relevantes y aquellas que no tengan relevancia en el 

tema bajo estudio, se presentarán en un solo esquema, por lo cual, no se les 

realizarán el proceso de ingeniería de reversa. De igual manera las referencias 

retóricas de los fallos relevantes no serán identificadas en el nicho citacional, 

mediante este ejercicio, se podrá identificar el respeto por su propio precedente por 

parte de la Corte Constitucional y la doctrina derivada por el compendio de 

jurisprudencias que apoyan nuestra línea jurisprudencial en el tema objeto de estudio, 

en todo caso podemos decir que actualmente es cada vez más factible este análisis 

dada la estabilidad que adquieren los precedentes, permitiéndonos un estudio más 

riguroso
379

, de tal suerte que nos encontramos con los siguientes nichos 

citacionales
380

de la doctrina de la sustitución de la Constitución, partiendo de las 

sentencias arquimédicas C-397 de 2010,  C-574 de 2011 y C-336 de 2013 

respectivamente. 

 

                                                           
377

 Se identifican las sentencias referenciadas en el punto arquimédico y las referencias que de estas se 

hace anteriormente, para así construir la red de fuentes de información e identificar la influencia de un 

precedente en determinada línea. 
378

 Como sentencias hito se denominan bajo esta metodología aquellas que son pertinentes para el 

problema jurídico planteado, al punto de ser equiparable a sentencia relevante, determinándolas como 

pertinentes para el estudio y distinguiéndolas de las  irrelevantes. Por lo tanto existen varias sentencias 

hito en una línea y no una sola como suele pensarse, incluso dada la materia el mismo  fallo puede ser 

o no ser hito.   
379

 No obstante, la Corte Constitucional en su actual jurisprudencia no ha dejado en su totalidad la 

práctica de proponer citas retóricas de valor meramente conceptual, razón está para que el análisis 

dinámico de jurisprudencia sea un poco más complejo y a la vez productivo desde el punto de vista 

intelectual, pues esto nos obliga a verificar cuidadosamente los contenidos jurídicos esbozados por la 

Corte. 
380

 ñLas citaciones internas que hace la Corte tienden cada vez más a restringirse a fallos anteriores 

que sean analizables (sic) por sus hechos al caso que ahora se decide. Esto significa que la citación 

interna busca el valor precedencial (sic) del fallo anterior y no su valor conceptualò LÓPEZ 

MEDINA, Diego Eduardo. El Derecho De Los Jueces, Ob. Cit.  P.171.     
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Nicho citacional con la sentencia C-397 de 2010 como punto de apoyo. 

 
Fuente: Diseño del autor 

Nicho citacional con la sentencia C-574 de 2011 como punto de apoyo. 

 

 

 

 
Fuente: Diseño del autor 
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Fuente: Diseño del autor 

 

La línea jurisprudencial que la Corte Constitucional ha venido forjando despliega en 

la reiteración de las sentencias más llamativas, es decir la sentencia C-551 de 2003, 

como base del nicho, posteriormente con los fallos C-1200 del 2003, C-970 y C-971 

de 2004, C-1040 de 2005
381

, incorporando los fallos en las etapas mas avanzadas las 

desiciones C-588 de 2009, C-141 de 2010
382

, hasta llegar a las sentencias C-397 de 

2010, C-170 de 2011 y C-574 de 2011. Todas estas sentencias, a excepción de la 

arquimédica, excluida por obvias razones ontológicas, han sido referenciadas y 

reiteradas a lo largo de este estudio dinámico jurisprudencial, por lo cual, se 

                                                           
381

 Esta sentencia es la primera en declarar una I.S. respecto de una parte de la reforma al otorgarse 

poderes legislativos eventuales al Consejo de Estado.  
382

 Las sentencias C- 588 de 2009 y C-141 de 2010 cobran vital importancia dentro de la línea 

jurisprudencial ya que con estos fallos por primera vez en la historia de la Corte Constitucional, se 

declaró en su totalidad la inexequibilidad de un acto legislativo y un referendo, cuyo objeto era 

reformar la Carta Política colombiana, con base en cargos de sustitución constitucional. 
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configuran como los denominados ñpuntos nodalesò
383

 del nicho citacional. De esta 

manera, podremos estudiar estos fallos independientemente en su oportunidad para 

evidenciar los contenidos jurídicos relevantes en ellos, lo cual se podrá realizar 

dependiendo de la tipología de la sentencia en la línea jurisprudencial  

 

3. Clases de sentencias dentro de la línea jurisprudencial
384

.  

 

En este orden de ideas, la línea jurisprudencial tiene tipos de sentencias: ñsentencias 

hitoò
385

 que son las sentencias importantes
386

, por otro lado, aquellas que  tienen un 

peso estructural leve, serán las consideradas no centrales en el asunto, en tal sentido, 

las decisiones que ñtienen un peso estructural fundamentalò
387

 en la línea sujeto de 

nuestro estudio podrán serlo al crear un concepto, modificarlo, adicionarlo, aclararlo 

o revaluarlo en su totalidad, pudiendo darse esto a través de una sentencia fundadora, 

consolidadora, modificadora, reconceptualizadora o dominante
388

. 

 

Las sentencias fundadoras de línea son aquellas proferidas usualmente en los 

orígenes de la Corte para examinar los cargos de sustitución a la Constitución, por 

medio de los mecanismos de Constitucional, caracterizadas por tratarse de conceptos 

e interpretaciones amplias encaminadas hacia un desarrollo conceptual de los asuntos 

debatidos
389

. La sentencia fundadora es la C-551 de 2003
390

, sin embargo, esto no 

                                                           
383
LčPEZ MEDINA, Diego Eduardo en ñEl Derecho De Los Juecesò, Ob. Cit.  P. 177. 

384
 Se han planteado como sentencias hito las siguientes: Sentencia Consolidadora de Línea, Sentencia 

Fundadora de Línea, Sentencia Modificadora de Línea (cambio de Jurisprudencia), Sentencia 

Reconceptualizadora de Línea, Sentencia Dominante, sin embargo sobre esta base se han hecho 

algunas modificaciones, en particular para sintonizar el método con las características propias del 

control de constitucionalidad abstracto sobre normas y abordar la línea que estudiamos en sus aspectos 

particulares. Ibidem. P. 161. 
385

 ñUna línea jurisprudencial tiene varias sentencias hito, esto es, sentencias que tiene un peso 

estructural fundamental dentro de La mismaò Ibidem. P. 163. 
386

 En este sentido, contrario a la creencia popular, no existe una sola sentencia hito, 
387

 LčPEZ MEDINA,  ñEl Derecho de los juecesò,  Ob.  Cit. P. 162. 
388

 ñLa sentencias hito consolidadoras de línea  son aquéllas en las que la Corte trata de definir con 

autoridad una subregla de derecho constitucional y en la que usualmente se decanta un balance 

constitucional más complejo que el que en un comienzo fue planteado por las sentencias fundadoras 

de l²nea.ò LčPEZ MEDINA, ñEl Derecho De Los Juecesò, Ob.  Cit.  P. 163. 
389

 LčPEZ MEDINA, ñEl Derecho De Los Juecesò, Ob. Cit. P. 164. 



 

83 
 

sugiere necesariamente que se trate de una excepción a la regla planteada por el 

autor, según la cual, las sentencias fundadoras fueron proferidas en el lapso de 1991 

y 1993, pues nuestro fallo mediante el cual se manifiesta el concepto de sustitución 

en la Constitución se basa en dos fallos proferidos en este lapso, las sentencias C-544 

de 1992 y C-546 de 1993, por tal podemos ver que en este caso conviene distinguir 

entre sentencias conceptualizadoras y sentencia fundadora de la línea, las primeras 

desarrollan el contenido constitucional, y soportan conceptualmente los fallos 

mientras la segunda da respuesta concreta al asunto sub examine, entiéndase el fallo 

C-551 de 2003.  

 

Las sentencias estabilizadoras de la línea
391

 reiteran la norma resultado del proceso 

interpretativo mediante la cual se ha dado respuesta al problema jurídico, relevantes 

desde el punto de vista de la estabilidad jurisprudencial, encontrando en nuestro caso 

las sentencias C-970 de 2004 y C-971 de 2004 que manifiestan la pertinencia 

metodol·gica de plantear un ñjuicio de sustituciónò como herramienta reforma en 

calidad de vicios competenciales en ese mencionado poder de reforma. 

 

Las sentencias modificadoras de la línea consisten en un cambio de la jurisprudencia, 

según el cual, se ha dado respuesta de una forma diferente al mismo problema 

jurídico, en este orden de ideas, nuestro estudio no posee este tipo de sentencias, pues 

en ocasiones anteriores no se había negado la posibilidad de formular cargos por 

vicios competenciales a los actos reformatorios de la Carta.  

Las sentencias reconceptualizadoras de la línea formulan con elementos reiterativos 

pero más  elaborados y depurados la doctrina establecida a lo largo de la línea,
392

por 

lo cual, se consideran complementos teóricos o interpretativos con miras a una mejor 

                                                                                                                                                                      
390

 La referencia a efectos bibliográficos de cada sentencia se hará desde el estudio estático del 

respectivo precedente 
391

 Diferenciamos la estabilización de una doctrina de su mera reiteración, pues en la primera existe 

discusión, profundización y análisis en la materia, siendo la segunda un simple allanarse al valor del 

precedente. 
392

 Diferente de una variación, se trata de profundización y precisión en el concepto más que en un giro 

jurisprudencial. 
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respuesta a la problemática, por lo tanto, deberemos resaltar su diferencia con las 

sentencias modificadoras. 

 

En este orden de ideas, será necesario resaltar la sentencia C- 1040 del 2005, la cual, 

al estudiar el acto legislativo 02 del 2004 que implanta la figura de la reelección 

presidencial, en la que resuelve implementar un test de sustitución más elaborado y 

depurado que en los fallos anteriores. La sentencia dominante
393

 es aquella que tiene 

los criterios no sólo más importantes sino vigentes para la resolución del conflicto en 

tal sentido, se deberá incluir igualmente el fallo de la sentencia  C-1040 de 2005
394

. 

 

Por otra parte, si bien dogmáticamente, estas son todas las sentencias hito, dentro de 

las sentencias no importantes en la clasificación no tradicional, es decir, las 

confirmadoras confusas y abstractas, consideramos importante resaltar dos sentencias 

confirmadoras por ser la consolidación de la doctrina, las sentencias C-588 del 2009 

y la C- 141 del 2010, las cuales aplican los criterios consolidados en la línea 

jurisprudencial. Son importantes en nuestro estudio por tratarse de decisiones que 

utilizan plenamente la doctrina dominante para resolver el caso en cuestión, en tal 

sentido, se evidencia que ésta se trata de una auténtica ratio decidendi que amerita 

estudio
395

. 

 

B. ANÁLISIS DE LA ESTRUCTURA DINÁMICA DE LA LÍNEA.  

 

Vistas las sentencias delimitadas tras la construcción de la línea jurisprudencial, la 

cual incluye los fallos desde la sentencia fundadora del concepto, es decir, la C- 551 

                                                           
393
ñSe trata de aquella sentencia que, seg¼n el analista, contiene los criterios vigentes y dominantes, 

por medio de los cuales la Corte Constitucional resuelve un conflicto de intereses dentro de 

determinado escenario constitucionalò  LčPEZ MEDINA Diego Eduardo en ñEl Derecho De Los 

Juecesò,  Ob.  Cit.  P. 165. 
394

 El precedente analiza todos los conceptos sobre la sustitución, los vicios competenciales y es el 

primer caso de una declaratoria de inexequibilidad de un acto reformatorio a la carta por sustitución de 

la misma. 
395

 Los fallos aportan importantes concepto como los pasos para valorar un caso de sustitución y 

valoraciones que no le están dadas al fallador. 
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de 2003 hasta la sentencia C-574 de 2011, todas ellas sobre la sustitución de la 

Constitución, podremos evidenciar la coherencia, continuidad y estabilidad de la 

Doctrina Sub- examine.  

 

A continuación mostraremos con el respaldo conceptual que las imágenes nos 

brindan, la visualización gráfica de esta línea jurisprudencial sobre la doctrina de la 

proscripción a la Sustitución de la Constitución (D.P.S), planteando como lo dice la 

doctrina sobre el tema, un problema jurídico especifico y desplegando en él los 

puntos nodales o Sentencias Hito que en su oportunidad hemos identificado y 

estudiado; aprovecharemos la oportunidad para localizar en este esquema otros 

fallos, cuando nos permita un mayor soporte y claridad en el desarrollo de nuestro 

problema jurídico, en todo caso, construiremos un esquema al interior de nuestro 

problema jurídico, dada la homogeneidad temática de mismo. 

 

En desarrollo del mismo podremos evidenciar los fallos más relevantes sobre el 

tema, lo que nos permitirá ser respetuosos del Sistema de Precedentes vinculantes 

reconocidos en nuestro ordenamiento jurídico, por lo cual, examinaremos el 

tratamiento de los mismos sin que lleguemos a considerar por este simple hecho, 

ilegítima alguna desviación dentro de la Línea Jurisprudencial, pues se trata de una 

de las denominadas sombras decisionales
396

.  

 

Sin entrar en discusión sobre la legitimidad de las mismas, diremos en esta 

oportunidad que muchas de ellas se construyen por la variedad del objeto de estudio, 

                                                           
396

Si bien un precedente tiene una fuerza vinculante a priori¸ no quiere decirse que la jurisprudencia 

cierre el debate y la concreción futura del sistema de derecho, cuando se ha decantado una 

interpretación en un determinado problema por parte de la corporación judicial, esta doctrina adquiere 

una fuerza gravitacional, los jueces se encuentran sometidos a este doctrina de manera relativa, pues 

en desarrollo del principio de autonomía judicial ellos pueden apartarse del precedente siempre que 

trasparentemente reconozcan su exigencia y argumenten razones legitimas para hacerlo, es decir, la 

diferencia entre el precedente y el nuevo caso, el cambio del sistema jurídico, el cambio social, la 

inadecuada interpretación. Igualmente los jueces pueden decidir según sus argumentos, 

interpretaciones y evidencias con autonomía dentro de las sombras decisionales, es decir zonas abiertas 

dentro de las cuales es posible dar diferentes repuestas al problema jurídico planteado conforme lo 

establecido en los fallos anteriores.   LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo, El derecho de los jueces, Ob. 

Cit. 
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es decir, por la disanalogía fáctica formal
397

, pues se analizan diversos temas pero se 

presenta una arista común del mismo, igualmente presentaremos en este esquema las 

conclusiones sobre nuestra línea jurisprudencial, lo que nos permitirá profundizar 

sobre el estudio de nuestras hipótesis de investigación, además, de aondar sobre los 

aspectos interpretativos y argumentativos en la doctrina sobre la Inconstitucionalidad 

por Sustitución de la Constitución.  

 

Así existirá una gran pregunta sobre si es posible desarrollar un juicio de sustitución 

a la Constitución de manera competente por las eventuales reformas que afecten 

elementos definitorios sobre la Carta; dentro de este gran esquema nos 

preguntaremos en caso de una respuesta afirmativa
398

, si el control realizado por la 

Corte Constitucional debe hacerse aun habiéndose determinado algunos vicios 

formales que pueden implicar la inexequibilidad del acto estudiado o si en el caso de 

determinarse estos vicios de procedimiento, se evitará realizar un juicio de 

sustitución por vicios competenciales. 

 

Esquema con la sentencia C-574 de 2011 como punto arquimédico
399

. 

 

¿Existe competencia y deber de análisis de los cargos formulados con ocasión de una 

imputada sustitución a la Constitución en el caso colombiano? 

                                                           
397

Aunque los hechos que dan lugar a la litissean diferentes existe un patrón en sus causas, no en los 

hechos sino en las razones que soportan los cargos de inconstitucionalidad. 
398

 Las decisiones anteriores a la C-551 de 2003, no proscriben el análisis por vicios competenciales, 

simplemente no hacen mención sobre el asunto.  
399

 Al momento momento que realizamos el análisis dinamico es la sentencia que mas aborda 

problemas de fondo. Por tal motivo se utiliza para el esquema.  
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Fuente: Diseño del autor 

 

 
Fuente: Diseño del autor 
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En el esquema general evidenciamos cómo ha existido una doctrina y tratamientos 

estables de la línea jurisprudencial al haberse dado una respuesta afirmativa a la 

posibilidad de formular cargos de sustitución en todas las sentencias examinadas, ya 

que prosperen o no lo hagan es algo que responderá a diferentes circunstancias, pero 

en todo caso, siempre existirá la posibilidad de realizar control por cargos de 

sustitución, lo que habrá de evidenciarse en un tratamiento homogéneo respecto de 

esta pregunta.  

 

Por este motivo hemos generado un interrogante adicional del problema jurídico, ya 

que se evidenciará la estabilidad de la D.S.C en la  jurisprudencia nacional respecto 

de la procedibilidad de cargos por violación de los límites materiales implícitos.  

 

Al interior del sub-esquema en el cual nos preguntamos si debe analizarse el cargo de 

sustitución una vez agotados los análisis procedimentales, o indistintamente de estos 

observamos que la sentencia fundadora se aproxima a la primera tesis, por tal, se 

considera que el control que se hace sobre las reformas constitucionales implica 

observar una posterior sustitución a la Constitución y los cargos con ocasión de la 

misma, siempre que sean formulados correctamente sin importar si en la decisión se 

precedería a una condena por razones formales, no obstante, en este primer caso, no 

nos aproximaremos en la decisión absolutamente hacia esa tesis 1, ya que tiene una 

leve inclinación hacia los aspectos neutrales de estas posibilidades y en concreto 

porque el fallo fundador de esta línea se realiza con ocasión de un control automático 

de constitucionalidad, es decir, que no media demanda para abordar al estudio por 

parte de la Corte al tratarse de estadios de una norma que convoca a mecanismos de 

participación ciudadana, y en el cual la Corte Constitucional realizará el estudio antes 

de la manifestación de la voluntad popular. 

 

Ante la ausencia de una postura explícita que nos establezca la obligación de 

formular cargos de sustitución o estudiar los mismos como ocurrirá con los actos 
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reformatorios de la Constitución sujetos de demanda, no deberemos realizar la 

ubicación de este fallo C-551 de 2003 de manera definitiva. 

 

Con la sentencia C-1200 de 2003 se procede a solicitar de manera explícita el cargo 

para el demandante de la formulación de la imputación con ocasión a la sustitución 

de la Constitución nacional, esta exigencia no solo argumentativa sino 

procedimental, ocurrirá por tratarse de una demanda contra acto legislativo y como 

bien es sabido, se realizará por razones de forma que incluyen igualmente en nuestra 

doctrina nacional la competencia, vicios competenciales que se imputan con ocasión 

a una sustitución a la Constitución. 

 

Posteriormente, podemos observar cómo, con ocasión del fallo C-816 de 2004, la 

Corte sostiene en coherencia con la doctrina vigente que existe una obligación en la 

formulación de los cargos de sustitución y una competencia para analizar los 

mismos, sin embargo, este fallo se ubica en el extremo contrario a las decisiones que 

hemos analizado
400

, pues en esta ocasión el tribunal constitucional colombiano  se 

abstiene de efectuar un juicio o test de sustitución aun ante la incertidumbre del tema, 

la novedad de la doctrina y las dudas conceptuales derivadas de las mismas, se trata 

de una sentencia en la cual se resuelve con ocasión de la decisión sobre los cargos de 

procedimiento al fallo con los que se resuelve la inexequibilidad por parte de la Corte 

Constitucional colombiana, haciéndose con respaldo de la doctrina de la economía 

procesal siendo innecesario evaluar una eventual sustitución a la Carta. 

 

En este orden de ideas, localizaremos esta doctrina o sentencia en la tesis 2, ya que se 

sostiene que en primer lugar habrá que analizarse los cargos de inconstitucionalidad 

solo por vicios de procedimiento y solo en el caso de considerarse conforme a la 

Constitución el acto procedimental de reforma, se podrían revisar los vicios 

competenciales que derivarán en una eventual sustitución a la Carta.  

                                                           
400

En materia del deber de análisis total y suficiente por parte del Juez constitucional respecto de los 

cargos de inconstitucionalidad por sustitución, pero en lo referente a la existencia de la competencia 

sobre vicios competenciales la línea mantiene su cohesión.  
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Posteriormente, evidenciaremos los fallos C-970 de 2004 y C- 971 de 2004 con los 

que se reitera la línea jurisprudencial en estudio y que nos permiten consolidar el 

precedente como más estable; estos fallos del 2004 los hemos ubicados en la tesis 1, 

así como en la primera tesis se localizan fallos como las sentencias C-1040 de 2005, 

C-588 de 2009, C-141 de 2010 y C-574 de 2011. 

 

Evidenciaremos que en la sentencia C-397 de 2010 no se realiza un estudio a la 

sustitución de la Constitución pero por la falta de adecuada formulación de los 

cargos, lo que implicará una ubicación de la misma doctrina en la tesis 1
401

. En el 

mencionado fallo la Corte Constitucional considera que con ocasión del estudio de la 

Ley 1327 de 2010 no habrá necesidad de realizar un test o juicios de sustitución, 

pues en esta ley que convoca a Referendo Constitucional ya se habrían evidenciado 

los vicios formales y procedimentales insubsanables, lo que haría innecesario un 

análisis por sustitución, el cual incluye varias etapas y en términos de economía 

procesal no es muy fácil, en todo caso indistintamente la sustitución o no de la 

Constitución, el acto seria declarado inexequible, pues recordemos se trata de vicios 

de procedimiento insubsanables
402

.  

 

No obstante, en este fallo se reitera la existencia de la doctrina de la sustitución de la 

Constitución y por lo tanto, no contradice las doctrinas vigentes hasta el momento, 

sino que por el contrario lo ratifica, generando dudas sobre la aplicabilidad de la 

doctrina cuando se hayan generado evidencias en los cargos de vicios 

procedimentales. Es interesante que este fallo se extienda hacia la tesis 2, cuando se 

trata de un proceso de control automático sobre mecanismos de participación 

                                                           
401

 Acogiendo el criterio establecido en la sentencia C-816 de 2004. 
402

 Todos los vicios, materiales o formales, y en estos, subsanables e insubsanables  afectan la validez 

del acto, la sustitución de la Constitución será, como vicio competencial, de calidad insubsanable, pues 

afecta todo el procedimiento en que se despliega la norma, al ser presupuesto del trámite lo afecta en 

su totalidad y por lo tanto es insubsanable.  



 

91 
 

ciudadana, con objetivos reformatorios de la Carta. Así las cosas, se vendrían a 

plantear una tesis diferente de la que es estudiada en la sentencia C-551 de 2003
403

. 

 

En lo concreto de esta variable, se puede evidenciar que la sentencia C-397 de 2010 

no acoge cercanamente el precedente vinculante que es la decisión C-141 de 2010, 

ya que con ocasión de ese fallo se decide la constitucionalidad de la Ley que convoca 

a referendo constitucional con miras a la eventual reforma de la Constitución, 

autorizando una segunda reelección presidencial, en aquella ocasión se detectaron 

varias irregularidades en desarrollo del proceso legislativo, las que derivan de la 

inexequibilidad de la norma como vicios insubsanables, aun con ésta evidencia se 

realiza en su oportunidad el test de sustitución a la Constitución con los elementos 

integrales del mismo, lo cual nos permite depurar y consolidar las cargas 

argumentativas de la doctrina y aplicar el nivel de solidez teórica y conceptual que 

implica esta misma, después de todo tras los fallos C- 558 de 2009 y C-141 de 2010 

se evidencia la importancia en materia de debate democrático de un adecuado 

espacio para la reflexión en lo público, particularmente cuando discutimos temas de 

constitucionalidad
404

. 

 

La doctrina de la sustitución se basa en una interpretación en conformidad con el 

precedente jurisprudencial, es decir, que el proceso hermenéutico se desarrolla en un 

primer lugar con los fallos ya existentes, acogiéndose por el juez en calidad de 

funcionario, respetuoso del precedente horizontal, existiendo la discusión, no de la 

                                                           
403

El mencionado fallo reconoció la competencia de la Corte aunque no realizo un estudio de 

sustitución de la Constitución, así mismo declaró inexequibles varias preguntas con ocasión de la 

vulneración de los límites competenciales del Congreso, por lealtad electoral y la imposibilidad de 

prorrogar los periodos de alcaldes y gobernadores en curso. Corte Constitucional.  Sentencia C-551 de 

2003. Ob. Cit.  
404

Este fenómeno se debe en gran medida a la pérdida de legitimidad y de participación en las 

legislaciones, ante la irracionalidad del discurso y la exclusión de participación en el Congreso, la 

Corte Constitucional se vuelve centro del debate democrático, este hecho no es en sí un defecto, es al 

contrario un esfuerzo de corrección posterior ante los déficit de legitimidad, el éxito de la organización 

política nacional dependerá de fortalecer igualmente la legitimación democrática en facetas de su 

conformación.  
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doctrina sólida y homogénea, sino solamente del tratamiento en aplicación de la 

misma con ocasión del advenimiento de los vicios procedimentales. 

 

Consideramos que en todo caso en coherencia con el tratamiento dado por la línea 

jurisprudencial vigente hasta el fallo C-141 de 2010, en la decisión C-397 de 2010 

debió darse el mismo tratamiento riguroso en respeto al precedente jurisprudencial, 

pues de acuerdo a la jurisprudencia vigente debían darse los estudios por vicios 

procedimentales y cargos de sustitución de manera concurrente y no subsidiaria. 

 

Este fallo se vincula de manera implícita a la doctrina esporádica planteada y con 

ocasión de la sentencia C-816 de 2004, como se evidencia en nuestra gráfica, 

insistimos en una vinculación implícita, pues se pueden dilucidar los argumentos 

visibles entre los fallos C-397 de 2010 y C-816 de 2004, ya que en  este último se 

expone la evidencia y notoriedad de los mismos, con ocasión del procedimiento 

legislativo, lo que respaldado en la incertidumbre sobre la doctrina de la sustitución 

nos permitiría realizar un juicio suficiente con el estudio de los cargos de 

procedimiento, por su parte en el fallo C-397 de 2010 sostiene la suficiencia y por lo 

tanto, agotamiento de los vicios desplegados en razón del procedimiento legislativo, 

lo que permitirá con facilidad declarar la inexequibilidad del Referendo objeto de 

estudio.  

 

Si bien los argumentos que se pueden plantear con ocasión de la economía procesal y 

necesidad de un segundo estudio procedimental, consideramos que el fallo debió 

ampararse y reconocer el precedente vinculante en relación de la sentencia C-141 de 

2010; así las cosas se trastoca el tratamiento dado por la jurisprudencia 

constitucional, la cual venía estudiando los cargos de sustitución particularmente, en 

los casos de normas sujetas a control automático, lo cual incluye los mecanismos de 

participación ciudadana, distinto a los fallos producto de demandas de 
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inconstitucionalidad, que  implican una exigencia y una carga argumentativa por el 

cargo de sustitución de la Constitución
405

. 

 

Vemos entonces cómo en desarrollo de la línea jurisprudencial que ha planteado la 

Corte Constitucional Colombiana en la D.S.C, se evidencia un respeto al sistema de 

precedentes como fuentes legítimas del derecho que tiene su mejor prueba en la 

reiteración de todos los fallos e incluso en la acumulación de los mismos, y en el 

estudio durante la evolución de la jurisprudencia sin alguna desviación en su 

tratamiento, al punto que,  las diferencias se presentan en aspectos muy concretos en 

la sustitución de la Constitución como en la diferencia dada con el fallo C- 397 de 

2010 por las razones expuestas anteriormente; consideramos que por solidez 

argumentativa, claridad expositiva y el volumen de la jurisprudencia el precedente 

vinculante y dominante en ese orden de ideas seguirá siendo el fallo C-141 de 2010. 

 

DECISIÓN DE SENTENCIAS 

 

SENTENCIA EXEQUIBLE  INEXEQUIBLE  INHIBIDA  

C  387 DE 1997 X   

C 543 DE 1998 X X  

C 214 DE 2002 X   

C 551 DE 2003 X X  

C 1092 DE 2003 X X  

C 970 DE 2004    X 

C 757 DE 2004   X 

C 971 DE 2004 X   

C 816 DE 2004  X  

C 1121 DE 2004 X   

C 1040 DE 2004 X X  

C 153 DE 2007   X 

C 803 DE 2008 X  X 

                                                           
405

Como se ha visto desde los albores de la línea jurisprudencial, existe una carga argumentativa en el 

demandante en materia de inconstitucionalidad por sustitución, lo cual se soporta en la calidad del acto 

demandado pues no es un control de la norma suprema hacia una norma inferior sino que versa sobre 

la inclusión al corpus suprema de un nuevo acto, lo cual implica, mayores exigencias que en el análisis 

de inconstitucionalidad de las leyes, en respeto del dialogo propio de la democracia, la calidad abierta 

e inacabada de la doctrina de la sustitución de la constitución y las exigencias en cumplimiento del 

principio de suficiencia argumentativa por parte del juez constitucional  Corte Constitucional, 

Sentencia C-1200 de 2003. Ob. Cit. 
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C 033 DE 2009 X X   

C 427 DE 2008 X  X 

C 588 DE 2009  X  

C 303  DE 2010 X   

C 882 DE 2011 X   

C 574 DE 2011   X 

C 397 DE 2010  X  

C 141 DE 2010  X  

C 1056 DE 2012  X  

C 170 DE 2012 X   

C 288 DE 2012 X  X 

C 249 DE 2012  X  

C 317 DE 2012 X  X 

C 336 DE 2013   X 

C 579 DE 2013 X   

C 130 DE 2014   X 

C 577 DE 2014 X   
Fuente: Diseño del autor 

 

C. CRÍTICAS A LA DOCTRINA.  

 

Ya hemos analizado las dificultades de la doctrina desde el punto de vista 

conceptual, en materia de límites a la legitimidad de la Corte Constitucional y el 

aspecto paradójico de los controles constitucionales a actos igualmente supremos, 

cuando lo abstracto se lleva a lo concreto encuentra sus limitaciones pragmáticas, por 

eso, la aplicabilidad de los test de sustitución revive la crítica de limitación 

conceptual paradójica en tres grandes críticas, la fundamentación, la aplicabilidad y 

la claridad de la doctrina. 

 

Carlos Bernal Pulido
406

, expuso una serie de parámetros para la comprensión integral 

de esta teoría, expone primero que una de las finalidades de la teoría de la sustitución 

a la Constitución es fundamentar la competencia de la Corte Constitucional para 
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BERNAL PULIDO, Carlos. Justificación y significado de la doctrina de la sustitución de la 

Constitución,  en HENAO, Juan Carlos. Diálogos constitucionales de Colombia con el Mundo- VII 

Encuentro de la Jurisdicción Constitucional. Ob. Cit. P. 405. 
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controlar el contenido de las reformas constitucionales
407

, el doctrinante presenta el 

argumento de la D.S.C compuesto por 4 premisas y una conclusión: 

 

1) La competencia para controlar el procedimiento de reforma, comprende a su vez 

la competencia para controlar que el órgano reformador tenga competencia para 

reformar la Constitución; 2) La competencia para reformar la Constitución no lleva 

consigo la competencia para sustituirla sino exclusivamente para modificarla; 3) La 

Corte tiene competencia para controlar que el órgano reformador haya modificado y 

no sustituido la Constitución; 4) sólo un análisis de las disposiciones, posibilita a la 

Corte establecer si la Constitución ha sido modificada o sustituida, con lo anterior se 

concluye que: la competencia para verificar si la Constitución ha sido sustituida 

comprende la competencia para controlar el contenido de las reformas 

constitucionales
408

. Según el autor esta conclusión da lugar a tres problemas: el 

primero se identifica como el problema de la fundamentación; el segundo es el 

problema del significado del concepto de su sustitución; y por último el problema 

que él denomina la objeción democrática. 

 

La crítica de la objeción democrática, que cabe como crítica general de todo el 

control de constitucionalidad y que contradiría lo establecido positivamente en el 

sistema jurídico nacional, la hemos incluido en el análisis respecto de la objeción 

derivada de ñLa legitimidad democrática del legisladorò
409

 

 

Hemos considerado que los cuestionamientos de  fundamentación y significado, son 

analizables, junto con otros nuevos interrogantes en las críticas a la fundamentación, 

a la aplicabilidad y la claridad de la doctrina. 

 

                                                           
407

 Se trata de la existencia de vicios competenciales como concurrencia de vicios materiales y 

formales.  
408

BERNAL PULIDO, Carlos. Justificación y significado de la doctrina de la sustitución de la 

Constitución,  en HENAO, Juan Carlos. Diálogos constitucionales de Colombia con el Mundo- VII 

Encuentro de la Jurisdicción Constitucional. Ob. Cit. P. 405. 
409

 Parte primera capítulo primero.  
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1. Crítica a la fundamentación. 

 

¿Qué condiciones debe cumplir un acto reformatorio para ser considerado sustitución 

de la Constitución?, para responder a este interrogante la Corte Constitucional 

desarrolla el test de Sustitución corto, el cual nace de los fallos C-970 de 2004
410

 y 

C-971 de 2004
411

, a groso modo compuesto por tres grandes aspectos
412

: 

 

- Un juicio sobre la competencia del órgano encargado de adelantar la reforma, en 

éste se enuncian los elementos fundamentales de la Constitución que se imputan 

sustituidos en el acto reformatorio.  

- Seguido a esto, se deberá analizar cuál es el alcance jurídico de los elementos que 

identifican la Constitución.  

- Finalmente debe darse la verificación de si la reforma remplaza un elemento 

definitorio de la Constitución por otro integralmente diferente. 

 

Los pasos se desglosarán en las etapas propias del test de sustitución amplio que se 

desarrollará con posterioridad, las cuales caracterizarán la evolución de la línea como 

se puede ver en el desarrollo ulterior del test al pasar a 7 etapas descritas en la 

Sentencia C-1040 de 2010
413

, pormenorizando estas etapas:  

 

Para la Corte es claro que puede existir una sustitución total o parcial, frente a la 

sustitución total este tribunal constitucional no encuentra problema, ya que se 

entiende que, habría un cambio radical y total de todos los artículos de la 

                                                           
410

 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-970 de 2004. Ob. Cit. 
411

 Corte Constitucional de Colombia Sentencia C-971 de 2004. Ob. Cit. 
412

 BERNAL PULIDO, Carlos. Unconstitutional constitutional amendments in the case study of 

Colombia: An analysis of the justification and meaning of the constitutional replacement doctrine Ob. 

Cit.  
413

 Despu®s de todo ñla competencia para verificar si la Constitución ha sido sustituida comprende la 

competencia para controlar el contenido de las reformas constitucionalesò BERNAL PULIDO, 

Carlos. Justificación y significado de la doctrina de la sustitución de la Constitución,  en HENAO, 

Juan Carlos. Diálogos constitucionales de Colombia con el Mundo- VII Encuentro de la Jurisdicción 

Constitucional. Ob. Cit. P. 405. 
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Constitución
414

,  el problema se origina con la sustitución parcial, la Corte expone 

que hay sustitución parcial cuando hay un remplazo de un elemento esencial de la 

Constitución; elemento que confiere la identidad a la Constitución, pero ¿qué 

elementos son esenciales en la Constitución y confieren la identidad a ésta?. 

 

Para resolver esta incógnita, la Corte crea el llamado test de sustitución, el cual es un 

procedimiento para lograr responder la anterior pregunta y está compuesto por 7 

ítems: i) identificar el elemento esencial que presuntamente ha sido reemplazado; ii) 

demostrar que dicho elemento esencial subyace a varias disposiciones 

constitucionales; iii) explicar por qué ese elemento es esencial; iv) probar que el 

contenido de tal elemento no puede ser abarcado por una sola disposición 

constitucional; v) Demostrar que el elemento identificado no implica la creación de 

una cláusula pétrea vi) evidenciar que el elemento ha sido reemplazado por uno 

nuevo; vii) hacer presente que este nuevo elemento contradice el elemento esencial o 

guarda tantas diferencias con el que resulta incompatible con otros  elementos 

esenciales de la Constitución
415

. 

 

Se puede ver como el test es la estructura desglosada del silogismo jurídico necesario, 

junto con unas exigencias de límites en la función judicial
416

.  

 

Respecto de la premisa mayor: 1. Enunciar  el elemento esencial, 2. Señalar múltiples 

referentes en la Carta, y 3. Mostrar por qué es esencial. 

 

Respecto de su verificación como elemento no mutado en clausula pétrea: 4. Verificar 

que ese elemento es irreductible a un solo artículo y 5. Evitar la consumación de 

alguna clausula como inmodificable.  

                                                           
414

 Concurriendo el hecho un una destrucción o supresión de la Constitución. 
415

 Corte Constitucional, Sentencia C-1040 de 2005. Ob. Cit. 
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 BERNAL PULIDO, Carlos. Justificación y significado de la doctrina de la sustitución de la 

Constitución,  en HENAO, Juan Carlos. Diálogos constitucionales de Colombia con el Mundo- VII 
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Finalmente respecto de la eventual afectación, es decir premisa menor: 6. Verificar 

que el elemento ha sido reemplazado por otro y 7. Constatar que  el nuevo elemento 

esencial definitorio sea incompatible con los elementos definitorios de la identidad de 

la Constitución anterior
417

. 

 

Por lo que el test debe responder a las exigencias argumentativas de la Corte, sobre 

este aspecto que se desarrollará más adelante a profundidad
418

 bástenos decir por el 

momento que el primer test carece de relevancia interpretativa
419

, pues consiste en la 

identificación propia del silogismo judicial, por lo que la fijación misma de las 

premisas determinaría el resultado
420

. 

 

Fácilmente, puede pensarse que no consiste en una exégesis cuando al hacerse 

lectura del artículo 241 superior
421

 se entiende que éste no autoriza el control de 

constitucionalidad sobre las reformas a la Constitución, la fórmula ñsolo por vicios 

de procedimientoò, es clara, mal har²a un int®rprete en deducir conceptos como ña 

vecesò  o ñtambi®nò del texto ñsoloò,  más aún, si se considera que la fórmula del 

artículo no es principio y por lo tanto no admite optimización ni ponderación. 

 

Al releer el primer aparte del ya citado art²culo 241 se insiste en este punto, ñA la 

Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 

                                                           
417

 Ibídem. 
418

Parte I capítulo segundo en la descripción, Parte II capítulo segundo en una nueva propuesta. 
419

 No práctica, al contrario,  es fundamental estructurar el silogismo al momento de establecer una 

sanción jurídica. 
420

Si el fallador considera en la premisa segunda que existe o no una afectación a los  elementos 

fundamentales fallará en este sentido y el test nada nos dice sobre como fijar esas premisas siendo 

irrelevante. 
421

 Así es como en el caso colombiano se reconoce la existencia y competencia de la Corte 

Constitucional como encargada de la guarda de la norma suprema Nacional, al respecto establece el 

art²culo 241 de la Constituci·n: ñA la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y 

supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, 

cumplirá las siguientes funciones:  

1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 

reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 

formaci·n...ò  
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Constitución, en los estrictos y precisos t®rminos de este art²culoò, una 

interpretación sistemática de los dos enunciados nos permiten colegir una intención 

clara del constituyente de respaldar la tesis de ausencia de control sobre las reformas 

por contradicción lógica.  

 

La primera vez que la Corte aplica este test fue en el 2005 con la sentencia C-1040, 

la cual analiza la reforma que plantea la primera reelección en donde se vieron 

trasgredidos principios tales como el de separación de poderes al otorgase facultades 

de legislador al Consejo de Estado, la segunda vez que la Corte aplicó este test fue en 

el año 2009 con la sentencia C-588, donde la Corte puntualizó en los principios de 

igualdad y el principio del mérito, y la última vez que la Corte aplicó este test en uno 

de sus fallos fue en el año 2010 con la sentencia C-141, en la cual se establecieron 

principios como el de pesos y contrapesos, el principio de alternancia del poder 

público, el principio de igualdad entre los candidatos y el principio de generalidad de 

las leyes, después de todo la existencia de límites materiales implícitos solo puede 

analizarse  contextualmente
422

. 

 

El problema de la fundamentación está en que la competencia para reformar la 

Constitución no lleva consigo la competencia para sustituirla sino exclusivamente 

para reformarla, situación problemática en una Constitución que no impone límites 

expl²citos a lo que el poder de reforma pueda decidir ñde donde  se sigue que el 

poder de reforma no pueda sustituir la constituciónò
423

. 

 

La teoría se critica en términos de solidez argumentativa a la Corte, ya que dice que 

el poder constituyente derivado sí puede ejercerse en las condiciones previstas por la 

Constitución, por tanto concluye la Corte que el poder constituyente derivado no 

puede sustituir la Constitución En la crítica de la fundamentación se insiste en que 
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 HESSE, Konrad. Escritos de derecho constitucional. Ob. Cit.  
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esta es una falacia que se denomina non sequitur, la conclusión no deriva de las 

premisas. 

 

Se podría pensar en que las condiciones previstas en la Constitución son una 

exigencia de procedimiento de reforma, y que el poder constituyente derivado podría 

cumplir todas las exigencias del procedimiento de reforma y por medio de este 

derogar la Constitución o sustituirla por una diferente. No obstante, se ignoran dos 

aspectos, en primer lugar todas las decisiones jurídicas son en sentido estricto de 

lógica formal non sequitur pues siempre existe un acto decisional entre las posibles 

interpretaciones, así, reformar puede ser incluyente o excluyente de sustituir, y la 

escogencia entre un uso u otro del lenguaje lo hará el fallador conforme a los 

múltiples argumentos de orden no formal que puedan aprovechar. 

 

En desarrollo de la fundamentación de la doctrina de la sustitución de la Constitución 

se han establecido criterios importantes como la existencia de límites competenciales 

derivados de la diferencia entre poder constituido y constituyente, si observamos la 

fundamentaci·n ofrecida por la Corte Constitucional, esta dice que ñel poder de 

reforma es un poder constituyente derivado que solo puede ejercerse dentro de los 

límites jurídicos impuestos por el poder constituyente originarioò
424

. En el análisis 

estructural de la jurisprudencia podrá verse la calidad argumentativa de la 

justificación a la D.I.S en Colombia. 

 

2. Crítica a la aplicabilidad. 

 

El otro problema que se encuentra es el del significado de sustitución
425

, dada la 

notoria ambigüedad del punto siete del test, un elemento es esencial si el elemento 

que lo remplaza es incompatible con otros elementos de la Constitución, pero este 

                                                           
424
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implicaría saber cuáles son los otros elementos esenciales y esto a su vez, supone 

saber qué es lo que hace que un elemento sea esencial, argumentativamente se trata 

del problema de la petición de principio. 

 

Dicho claramente si no sabemos qué es un elemento esencial, cuáles son, como se 

relacionan difícilmente encontraremos la conexión entre ellos, su reemplazo o 

incompatibilidad. Sin embargo, la enumeración de determinados principios o valores 

como esenciales de la Constitución implicaría la petrificación de las cláusulas que los 

contienen o su supra positivización, lo cual no correspondería a la Constitución como 

norma de normas. 

 

Consideramos, por lo tanto, acertado que la Corte Constitucional no haya cerrado la 

gama de elementos esenciales o haya entrado a realizar un catálogo de los mismos. 

Estos elementos son una gama amplia e indefinida que corresponderá al análisis del 

caso concreto su delimitación. 

 

Estos elementos esenciales, que no deben ser creación espontánea del Tribunal 

Constitucional, se soportan en los elementos característicos de nuestra democracia 

constitucional, tal como ocurrió en la India donde se definió como elemento esencial 

el Estado Federal
426

, tal como evidenciamos en las sentencias de la Corte Suprema de 

la India, especialmente Sankari Prasad Singh Deo vs Union Of India
427

, Sajjan Singh 

Vs State of Rajahstan
428

, Indira Gandhi vs Raj Narain
429

, Minerva Mills Vs Union of 
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 HIDAYATULLAH, Mohammed. Constitutional law of India.Liverpool.Bar Council of India Trust. 

1984. 
427

 INDIA, Corte Suprema de Justicia, caso de acción de amparo, SankariPrasad Singh Deo vs Union 

Of India And State Of Bihar,  del 5 October, 1951. 
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India
430

 y State of Bihar Vs Bal Mukund Sah
431

. 

 

Por lo tanto, consideramos que los elementos esenciales de la Constitución son 

desarrollo en un segundo nivel de las características de la democracia constitucional, 

aquellos no podremos ni debemos definirlos a priori por los mencionados 

argumentos de petrificación de las cláusulas o  supra positivización, sin embargo, sí 

debemos mencionar los fundamentos de la democracia constitucional nacional. 

 

Por tal motivo, se puede ver qué reforma sustituye la Constitución si se examina 

desde dos puntos de vista: A) según el argumento conceptual
432

 se sustituye la 

Constitución cuando deroga o afecta los principios fundamentales en una Carta 

Suprema como lo son los derechos fundamentales, el principio de legalidad y el 

principio de separación de poderes; y B) según el argumento normativo democrático 

existe sustitución cuando la Constitución cambia de una manera en que ya no puede 

concebirse como una democracia deliberativa
433

. 

 

En tal sentido,  consideramos que se afectarán las características de la democracia 

constitucional cuando se altere gravemente la división de poderes (incluyendo en 

                                                                                                                                                                      
features. No part of a fundamental right can claim immunity from amendatory process by being 

described as the essence or core of that right. The power of amendment would also include within 

itself the power to add, alter or repeal the various articlesò INDIA, Corte Suprema de Justicia caso 

Indira Gandhi vs Raj Narain  con fallo del 24 de junio de 1975  de la apelación civil No. 887 de 1975 

y  No. 3557 de 1975. 
430
ñThis would undoubtedly damage the basic structure of the Constitution, because there are two 

essential features of the basic structure which would be violated, namely, the limited amending power 

of Parliament and the power of judicial review with a view to examining whether any authority under 

the Constitution has exceeded the limits of its powersò.  INDIA, Corte Suprema de Justicia caso 

Minerva Mills Vs Union of India con fallo del 31 de julio de 1980  de la apelación civil No. 206.  
431
ñSuch an exercise, apart from being totally forbidden by the Constitutional scheme, will also fall 

foul on the concept relating to separation of powers between the legislature, the executive and the 

judiciary as well as the fundamental concept of an independent judiciary. Both these concepts are now 

elevated to the level of basic structure of the Constitution and are the very heart of the Constitutional 

schemeò INDIA, Corte Suprema de Justicia caso State of Bihar Vs BalMukund Sah con fallo del 14 de 

marzo del 2000 de la apelación civil 9072 de 1996. 
432
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433

  BERNAL PULIDO, Carlos. Justificación y significado de la doctrina de la sustitución de la 

Constitución,  en HENAO, Juan Carlos. Diálogos constitucionales de Colombia con el Mundo- VII 

Encuentro de la Jurisdicción Constitucional. Ob. Cit. P.424. 



 

103 
 

estos el principio de legalidad), los derechos fundamentales o la democracia 

deliberativa. 

 

3. Crítica a la claridad. 

 

Lo bueno del test es que exige a la Corte Constitucional fundamentar por qué 

considera que cierto elemento es esencial, lo malo es que los criterios que ofrece para 

establecer si un elemento es esencial poseen dificultades al momento de su 

aplicación derivadas del entendimiento que tengamos de cada una de las etapas del 

test de sustitución
434

.  A continuación realizaremos un breve comentario de cada una 

de las etapas del test.  

 

 (i) ñenunciar con suma claridad cu§l es dicho elementoò
435

, en este sentido, se 

insiste que es acertado delimitar el análisis al elemento presuntamente remplazado 

pues solo se realiza el estudio de inconstitucionalidad por sustitución conforme los 

cargos realizados por los demandantes.  

 

(ii) ñse¶alar a partir de m¼ltiples referentes normativos cu§les son sus 

especificidades en la Carta de 1991ò
436

, no obstante, demostrar que dicho elemento 

esencial subyace a varias disposiciones constitucionales no es fácil en la práctica, es 

clara la prudencia de no querer petrificar ninguna cláusula al relacionar el elemento 

esencial con muchos referentes normativos, sin embargo, no es condición suficiente 

ya que existen elementos no esenciales que subyacen a varias disposiciones 

constitucionales, por ejemplo, los fundamentos del sistema penal inquisitivo 

reemplazados por el sistema acusatorio
437

. 
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(iii) ñmostrar por qu® es esencial y definitorio de la identidad de la Constitución 

integralmente considerada. Solo así se habrá precisado la premisa mayor del juicio 

de sustituci·n, lo cual es crucial para evitar caer en el subjetivismo judicialò
438

, 

explicar por qué ese elemento es esencial, es indudablemente importante pero es 

ambiguo, podría asentarse un poco explicando como el elemento mencionado se 

desprende de las características propias de la democracia constitucional, es decir, de 

la división de poderes (incluyendo en estos el principio de legalidad), los derechos 

fundamentales o la democracia deliberativa. Igualmente consideramos que no existe 

diferenciación entre los elementos esenciales que son sustituidos y los soportes de la 

democracia constitucional que los mismos despliegan
439

 

 

 (iv) òese elemento esencial definitorio de la Constitución de 1991 es irreductible a 

un artículo de la Constitución, - para así evitar que éste sea transformado por la 

propia Corte en cláusula pétrea a partir de la cual efectúe un juicio de contradicción 

material-ò 
440

, probar que el contenido de tal elemento no puede ser abarcado por 

una sola disposición constitucional es fundamental en materia de no petrificación de 

cláusulas constitucionales, sin embargo es importante entender el alcance del 

concepto irreductibilidad, pues en realidad puede que una sola disposición sea en si 

un elemento esencial de la Constitución, como sería el caso del debido proceso o la 

libertad de expresión.  

 

(v) ñla enunciaci·n anal²tica de dicho elemento esencial definitorio no equivale a 

fijar límites materiales intocables por el poder de reforma, para así evitar que el 

juicio derive en un control de violación de algo supuestamente intangible, lo cual no 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-1040 de 2005. Ob. Cit. 
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 Una medida que proscriba la elección democrática atentaría contra la democracia representativa, 

elemento esencia, lo que implicaría una afectación a las  características de la democracia 
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le compete a la Corte. Una vez cumplida esta carga argumentativa por la Corte, 

procede determinar si dicho elemento esencial definitorio ha sidoò
441

. 

 

Demostrar que el elemento identificado no implica la creación de una cláusula pétrea 

es importante en la pretensión mencionada de la Corte, este criterio bien podría dejar 

sin relevancia el anterior. Por lo cual, se realiza una crítica no de su pertinencia sino 

de repetición.  

 

(vi) ñel elemento es reemplazado por otro ïno simplemente modificado, afectado, 

vulnerado o contrariadoò
442

, evidenciar que el elemento ha sido reemplazado por 

uno nuevo es de gran importancia, aunque no existe gradación externa que nos 

permita ver cuando es enorme la interferencia. Por supuesto esta es la labor central 

del juez constitucional. 

 

(vii) ñsi el nuevo elemento esencial definitorio es opuesto o integralmente diferente, 

al punto que resulte incompatible con los elementos definitorios de la identidad de la 

Constituci·n anteriorò
443

, se busca hacer presente que este nuevo elemento 

contradice el elemento esencial o guarda tantas diferencias con el que resulta 

incompatible con otros elementos esenciales de la Constitución. 

 

Sin embargo, muchos cambios de elementos esenciales son compatibles con los 

otros, por ejemplo, pueden revocarse los derechos fundamentales y mantener el 

Estado de Derecho, lo cual sería una clara sustitución entre elementos compatibles, al 

respecto puede proponerse la distinción entre elementos esenciales y fundamentos de 

la democracia constitucional. Así un elemento esencial como la carrera 

administrativa soporta la democracia constitucional en materia de igualdad de 

                                                           
441

 Ibídem 
442

 Ibídem 
443

 Ibídem.  
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derechos y proscripción de las regulaciones Ad Hoc, propia del principio de 

legalidad
444

. 

 

El cargo de sustitución debe darlo en los casos de acciones el demandante. 

Igualmente es importante tener en cuenta que el mismo no se da por la sola 

identificación del elemento axial definitorio de la Constitución, es necesario ver si el 

mismo deriva de un quebrantamiento, suspensión, destrucción o supresión.  

 

La calidad de la argumentación
445

 de la Corte Constitucional para desarrollar a estos 

aspectos será el resto de nuestro trabajo, pues ñLa democracia deliberativa es un 

intento de institucionalizar tanto como sea posible el discurso como un medio para la 

toma de decisiones públicas. Por esta razón, la articulación entre el pueblo y el 

parlamento tiene que determinarse no solo por decisiones y votos, sino también por 

los argumentos esgrimidos en sustento de las decisiones. De esta forma, la 

representación del pueblo por el parlamento es, al mismo tiempo, volitiva o 

decisional, y argumentativa o discursivaò
446

. 

 

 

                                                           
444

 Corte Constitucional, Sentencia C-588 de 2009. Ob. Cit.  
445

ATIENZA, Manuel. Curso de Argumentación Jurídica. Madrid. Ediciones Trotta S.A. 2013. 
446

 ALEXI, Robert, Control judicial de constitucionalidad como representación argumentativa, en 

HENAO, Juan Carlos, VII  encuentro de la Jurisdicción Constitucional, Diálogos constitucionales de 

Colombia con el mundo. Ob. Cit. P. 62. 
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II. PROPUESTA DE TEORÍA DE LA ARGUMENTACIÓN JURÍDICA 

INTEGRAL.   

 

A. TEORÍA DE LA ARGUMENTACIÓN, INSTRUMENTO ANALÍTICO 

DEL DERECHO
447

. 

 

1. Entre la racionalidad del óptimo discursivo del enfoque dialéctico y la 

triada argumentativa de la razonabilidad. 

 

Todo el derecho es argumentación, el arte del ejercicio jurídico se centra en la 

calidad y los recursos argumentativos, por supuesto, a mayor dificultad de una causa 

judicial, mayor exigencia de razonamiento, dada la exigencia de nuestro tema, la 

inconstitucionalidad por sustitución, hemos destinado un espacio a este tema. 

 

La argumentación es un acto de lenguaje mediante el cual se sustenta un enunciado 

emanado de ciertas premisas, por lo que el desarrollo de los argumentos muestra a la 

vez la honestidad y la racionalidad de un interlocutor
448

. Son las razones por medio 

de las cuales se evidencia el sustento de una decisión y se despoja de arbitrariedad 

una postura
449

, para lo cual se han de fundamentar las razones como soporte de una 

                                                           
447

 Buscamos herramientas para fortalecer el sistema de derecho, más que los soportes filosóficos del 

mismo, es una faceta dada para la cara jurídica de la teoría y la filosofía del derecho, siguiendo en este 

sentido a Summers. SUMMERS, Robert S. ñCommentson óThe Foundation of Legal Reasoningôò en 

MetatheorieJuristischerArgumentation (ed. de Krawietz, Werner y Alexy, Robert), Berlín, Duncker-

Humblot. 1983. 
448

 Siguiendo a VILAR BORDA, Luis. ñSolo un ambiente democrático es propicio al discurso, la libre 

opinión y el debateò FETERIS, Fundamentos de la Argumentación Jurídica ñRevisión de las teorías 

sobre la justificaci·n de las decisiones judicialesò, Bogot§,  Universidad Externado de Colombia, 

2007P.17. es decir que es propicio para el desarrollo de la argumentación 
449

 Como lo manifiesta SCHREIBER, Rupert. ñY como esto es posible, desde el punto de vista del 

estado de derecho, es una exigencia fundamental la de liberar a las decisiones sobre cuestiones 

jurídicas, de la arbitrariedad de las propias interpretaciones del individuo, indicando cada decisión y 

las normas jurídicas en las que aquellas se basan, mediante una formulación precisa.ò. SCHREIBER, 

Lógica del Derecho. Ob. Cit. P. 17. 
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idea que se pretende cierta (entendiendo el conocimiento como una creencia 

justificada)
450

.   

 

La teoría moderna de la argumentación jurídica surge como réplica a la lógica 

formal, la cual se había venido estructurando como herramienta para analizar los 

razonamientos jurídicos, es de esta manera que en las insuficiencias presentadas por 

la lógica formal permiten a Theodor Viehweg en su obra estudio sobre la tópica
451

. 

 

Realizar planteamientos sobre el razonamiento jurídico a Perelman
452

, y a Toulmin 

desplegar un esfuerzo por construir una verdadera teoría de la argumentación dotada 

de un valioso aparato analítico
453

, dotada particularmente de enfoques retóricos
454

, 

como consecuencia de este proceso Neil MacCormick y Alexy generan la 

denominada Teoría Estándar de la Argumentación
455

. 

 

La teoría de la Argumentación jurídica se encuentra generalmente enfocada en los 

asuntos relativos, también denominados casos difíciles, en los cuales, el operador 

jurídico debe acudir a los criterios desplegados por la dogmática jurídica respecto de 

la producción, aplicación y sistematización del derecho, pues es claro que dentro del 

dinamismo del derecho se deben invocar las razones jurídicas que sirven de 

justificación a una decisión
456

. 

 

                                                           
450

 Así, no es sorpresa que uno de los primeros trabajos sobre argumentación jurídica fuera publicado 

por UlrichKlugen 1950, cuando lo aceptó la Universidad de Heidelberg, tras el retorno a la democracia 

en Alemania y que hubiese sido rechazado en 1939, dice al respecto el propio Klug,  En efecto, el 

concepto básico de esta podía ser mantenido sin reservas en la forma que se le había dado ya en 1939, 

cuando fue presentada como trabajo de habilitación a la Universidad de Berlín, donde no fue 

aceptado por razones políticasò. KLUG Urlich. Lógica jurídica, Prólogo a la cuarta edición, alemana 

de 1982 Bogotá. Editorial Temis. 1990. 
451

 ATIENZA,  Las razones del derecho, UNAM. México. 2005. 
452

PERELMAN, Chaïm. Logique juridique. Nouvelle rhétorique, Paris, Dalloz, 1976. 
453

 FETERIS, Fundamentos de la Argumentación Jurídica. Ob. Cit. P. 79. 
454

 PERELMAN  Chaïm. Logique juridique. Nouvelle rhétorique Ob. Cit.   
455

 Ibídem.  
456

 ATIENZA, Manuel. Las razones del derecho Ob. Cit.  
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Por supuesto, las decisiones jurídicas no pueden llegar a ser legítimamente 

arbitrarias
457

, ya que de ser así no podrían ser consideradas derecho. Indistintamente 

de cómo se genere una idea en el funcionario -lo que se denomina contexto de 

descubrimiento
458

- nos interesa el contexto de justificación
459

, es decir, los sustentos 

aceptables de manera externa respecto de la postura. 

 

La interpretación y la argumentación deben ser analizadas en conjunto siendo ambas 

amplios campos de estudio en la tradición jurídica, la primera consiste en la 

determinación de significados en las prescripciones
460

, las cuales serán claramente 

normativas en el caso del derecho, pero existe entre los extremos deductivistas y 

activistas
461

, una amplitud de doctrina según se conciba como válida una u otra 

escuela, así como el método mismo de interpretación enlazado a ésta.   

 

Así las cosas, dependerá del acogimiento de una teoría del derecho realista (criterio 

fáctico), naturalista (criterio de justicia) o positivista (criterio normativo) en la cual 

podrá acogerse determinada doctrina, bien sea, lingüística, integrada por las 

vertientes exegética y dinámica, voluntaria u originalista, en sus divisiones subjetiva 

y objetiva, o axiológica; cada una de las cuales, a decir del profesor García Amado
462

 

se basará prioritariamente en un método de interpretación, pudiendo enmarcarse en 

                                                           
457

 Como lo manifestaba Habermas ñLa legitimidad del derecho depende de la racionalidad 

procedimental de los procedimientos legales. La aceptabilidad moral del derecho depende de que los 

procedimientos legales puedan garantizar un resultado que concuerde con los requisitos de la 

situación del discurso idealò FETERIS, Fundamentos de la Argumentación Jurídica. Ob. Cit. P. 118. 
458

 Claramente por naturaleza, en este contexto se trata más de un campo de la psicología o la 

sociología, que del derecho, no obstante es el punto de partida para el análisis del argumento jurídico.  
459

 FETERIS, Fundamentos de la Argumentación Jurídica. Ob. Cit. 
460

 TERRY, Milton. Hermenéutica, Barcelona, España; Editorial CLIE. 1985. 
461

 UPRIMNY, YEPES Rodrigo y RODRÍGUEZ VILLABONA, Andrés Abel, Interpretación 

Judicial. Ob. Cit. 
462

 Acogemos la clasificación del profesor español para mayor claridad, sin embargo disentimos de la 

postura del mismo respecto del acogimiento de las escuelas y la asimilación de todos los métodos al 

derecho constitucional, el cual, al menos desde la praxis de la naturaleza de sus normas, como 

superiores, abiertas y con cargas axiológicas, requiere de métodos y herramientas propias para su 

interpretación. GARCÍA AMADO, Juan Antonio, Interpretación Constitucional Revista Jurídica de 

Castilla y León, No 2 Febrero de 2004.  
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los métodos determinados por Savigny, gramatical, lógico, histórico y sistemático
463

, 

y el teleológico en términos de Von Ihering
464

, a lo que se podrá agregar la 

pretensión de corrección y el mandato de optimización planteado por Alexy
 465

 como 

criterio concreto del derecho constitucional, el cual, a decir de Monroy Cabra 

obedece a razones particulares en el análisis del derecho, lo cual compartimos desde 

la perspectiva de los énfasis propios del derecho constitucional, no obstante todo el 

derecho es constitucionalizado 
466

.   

 

Este alcance de los diversos métodos de interpretación al aplicarse concurrentemente 

excluye conceptos restrictivos que impedirían analizar un tema con rigor, así la 

simple interpretación literalista del artículo 241 de la Constitución al manifestar que 

el control sobre reforma es sólo por vicios de procedimiento no es suficiente y 

requiere respaldo en herramientas sistemáticas y finalistas
467

.  

 

Igualmente en materia de inconstitucionalidad por sustitución debemos resaltar la 

importancia de los criterios históricos que nos conectan con la realidad y que en 

materia de la crisis de las instituciones democráticas colombianas influencia la 

procedencia del control al respecto. Pertinencia no solo en materia de procedencia de 

la verificación judicial, sino respecto de la modulación de las decisiones pues la 

verificación de la intensidad en las medidas, como en la sentencia C-288 de 2012
468

 

                                                           
463

 Se expresaen el afamado doctrinarte alem§n SAVIGNY, Friedrich ñHasta aqu²Ӣ no se diferencia la 

interpretación de las leyes de la de cualquier otro pensamiento expresado (como por ejemplo se 

practica en la filología). Lo específico resalta, si la descomponemos en sus elementos. Hemos de  

distinguir en ella cuatro elementos: un elemento gramatical, lógico, histórico y sistemáticoò 

SAVIGNY, Friedrich Karl Von et al. Los fundamentos de la ciencia jurídica En: La ciencia del 

derecho, Buenos Aires: Losada, 1949, P. 82-85.  
464

 LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo. Manual de Interpretación Constitucional. Ob. Cit. 
465

 ALEXY, Robert. Tres escritos sobre los derechos fundamentales y la teoría de los principios. 

Bogotá Universidad Externado de Colombia, 2003. 
466

MONROY CABRA, Marco Gerardo, La interpretación constitucional, Bogotá, Librería Ediciones 

del Profesional, segunda edición, 2005. 
467

 Sobre este asunto profundizaremos en el estudio estatico de la jurisprudencia.  
468

 Como se verifica en el fallo sobre regla de sostenibilidad fiscal al no aceptar la calidad de principio 

del mismo. Sentencia C-288 de 2012. Ob. Cit. 



 

111 
 

solo es posible en sede de finalismo constitucional, traducido en el mandato de 

optimización y ponderación de principios.  

 

Por su parte, la argumentación implica la calidad de las razones de una postura y por 

lo tanto, nos mostrará una idea más allá de la mera subjetividad del expositor
469

 esta 

argumentación puede desarrollarse desde diversos criterios
470

, desde los meramente 

lógicos
471

, pasando por los materiales
472

, hasta llegar a los retóricos
473

 y 

dialécticos
474

, en estos será de gran importancia distinguir en términos de Feteris 

entre los contextos de descubrimiento y de justificación
475

, así mismo los diferentes 

ámbitos de la argumentación, como su distinción entre práctica y teoría jurídica 

según MacCormick
476

, la argumentación jurídica como discurso racional en Robert 

Alexy
477

, la interesante propuesta de la representación de la argumentación en 

Atienza
478

 y la justificación de las decisiones judiciales
479

. 

 

Pareciera no existir un consenso ni una consolidación sobre la argumentación  

jurídica, así como una imprecisión respecto de su relación con la interpretación, pues 

se plantea que el derecho debe estar estructurado lógica y coherentemente
480

, por 

supuesto existe un razonable escepticismo frente a la aplicación de la lógica formal e 

incluso frente a la aplicación de otro tipo de lógicas en las decisiones de los jueces.  

 

                                                           
469

 FETERIS, Evelyn. Fundamentos de la Argumentación Jurídica ñ. Ob. Cit. 
470

 Acogemos la clasificación expuesta por Manuel Atienza en sus obras, ATIENZA, Manuel.  

Derecho y argumentación, Universidad Externado de Colombia, Bogot§Ӣ, 1997.  y ATIENZA, Manuel. 

Las razones del derecho, Ob. Cit. 
471

SCHREIBER,  Rupert. Lógica del Derecho, Ob. Cit. 
472

 FETERIS, Fundamentos de la Argumentación Jurídica. Ob. Cit. 
473

 Estos en particular no los acogemos como parte de la valoración al argumento jurídico, lo cual no 

niega la relevancia práctica de la retórica. 
474

PERELMAN, Chaim. Logique juridique. Nouvelle rhétorique. Ob. Cit.  
475

 FETERIS, Fundamentos de la Argumentación Jurídica. Ob. Cit. 
476

MACCORMICK, Neil, Legal Reasoning and Legal Theory, Oxford University Press, 1978. .  
477

 ALEXY, Robert. Teoría de la argumentación jurídica. Ob. Cit. 
478

 ATIENZA, Las razones del derecho, Ob. Cit. 
479

SUMMERS, Robert ñComments on óThe Foundation of Legal Reasoningôò. Ob. Cit. 
480

 SCHREIBER  Lógica del Derecho. Ob. Cit. 
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En realidad creemos que la lógica puede ser una herramienta de análisis del derecho, 

pero entenderlos como sinónimos puede ser muy dañino, el derecho es irreductible a una 

ecuación. 

 

Creemos que en lugar de la racionalidad
481

 como pretensión óptima del discurso 

ideal
482

, más adecuado a la teoría, que al concreto desarrollo de los argumentos 

jurídicos, debe implementarse la teoría de la argumentación integral para identificar 

las buenas y malas razones que permiten a un operador jurídico
483

 justificar sus 

decisiones. Pudiendo plantar una teoría que no relegue la interpretación
484

, ni se 

someta a exigencias de agotamiento y lógica formal difíciles de cumplir en la 

práctica judicial
485

. 

 

En tal sentido proponemos un sistema que integre los criterios lógico, material y 

dialéctico, éste último en lugar del retórico
486

, pues en un correcto argumento deben 

reconocerse y superarse las razones dadas por los interlocutores, este aspecto sumado 

a la lógica y la materialidad nos dará una razón estable, solo sometida a una que 

incluya con mayor rigor, extensión y solidez los mismos tres criterios.  

 

De la misma forma, la crítica a una argumentación, como lo es la doctrina de la 

sustitución de la Constitución no puede hacerse confundiendo los criterios, así un 

                                                           
481

 ALEXY, Robert. Teoría de la argumentación jurídica. Ob. Cit. 
482
ñComo hemos visto, la teoría del discurso de Habermas, que ALEXY hace suya, se puede 

caracterizar como una teoría procedimentalò ATIENZA, Las razones del derecho Ob. Cit. 
483

 Hemos utilizado el término operador jurídico, en vez de fallador, juez u operador judicial, pues 

hacemos referencia igualmente a quienes forman parte del proceso de construcción normativa. 
484

 Igualmente un entendimiento radical de esta doctrina  ignoraría una realidad propia del sistema de 

derecho y es la Interpretación, el sistema jurídico esta para ser interpretado, debe construirse mediante 

el análisis permanente de las disposiciones a través de los métodos y principios establecidos, la 

interpretación implica siempre elección entre diferentes opciones y escogencia de la misma. 
485

No sabemos jurídicamente que es el auditorio ideal, en el cual se platean varias reglas bajo el 

presupuesto del discurso ideal, es decir la presunción actuación objetiva y espacios suficientes entre 

hablantes y auditorio. ALEXY, Teoría de la argumentación jurídica. Ob. Cit. P. 152. 
486

 Pues la credibilidad general de un error no lo hace verdad, así como en estricto sentido de retórica 

podían haber condenado las tesis de Galileo y sin embargo la tierra se mueve 
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cargo de violación lógica como non sequitur
487

, solo es procedente respecto del 

silogismo judicial, no de la totalidad de la tesis jurídica.  

 

En el siguiente esquema, vemos la posibilidad de estructurar un argumento con las 

tres formas descritas., Una idea será, por lo tanto más sólida mientras más sea 

incluyente de las diversas facetas de la argumentación. 

 

Del discurso  lineal, meramente material, por ejemplo 

 

A      B  

 

Podemos pasar a la integración de estos tres criterios. 

 

Pudiendo darse un desarrollo pleno de los tres (gráfica 1) prioridad a uno con 

existencia secundaria de los otros (gráfica 2) o relación solo de dos criterios, 

debiendo suponerse el tercero (gráfica 3), mientras más difícil sea el caso más sólida 

y compuesta deberá ser la argumentación para soportar la decisión del mismo
488

. 

 

 

 

 

 

 

                                                           
487

 BERNAL PULIDO, Carlos. Justificación y significado de la doctrina de la sustitución de la 

Constitución, en HENAO, Juan Carlos. Diálogos constitucionales de Colombia con el Mundo- VII 

Encuentro de la Jurisdicción Constitucional. Ob. Cit. P. 406. 
488

La argumentación es relación intersubjetiva acepta infinidad de gradaciones y corresponderá a los 

partícipes del discurso fijar la solidez con la que se han soportado las posturas, esto marca la diferencia 

con el juicio de validez, el cual es la comparación y sujeción de una objeto analizado con su referente. 

FALCON Y TELLA, María José. Concepto y fundamento de la  validez del derecho. Madrid. 

Universidad Compútense de Madrid. 1994 
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Para profundizar en nuestra afirmación, consideramos que las teorías de la 

argumentación e interpretación se encuentran actualmente divorciadas
489

, por lo que 

nuestra propuesta consiste en integrarlas, pudiendo así responder al criterio acertado 

históricamente que manifiesta la doctrina, al sostener que la interpretación y la 

argumentación son concurrentes dentro de la construcción de una tesis jurídica, sin 

embargo, nos apartaremos de la postura mayoritaria, la cual históricamente se ha 

alineado en considerar que la interpretación se nutre de los diversos procesos 

argumentativos para establecerse la interpretación entre diferentes opciones
490

. 

 

Así mismo, la doctrina sobre la argumentación no parece encontrar un lugar en sus 

sólidas doctrinas para la interpretación, sus métodos y principios, obviando que estos 

son de orden jurídico, por lo tanto, no sometidas a las simples reglas del discurso, 

sino a normas jurídicas positivas en sí
491

.  

 

Dentro de este último hecho, no debemos ignorar características propias del sistema 

de derecho y de la contemporaneidad en el paradigma constitucional, pues en respeto 

de la estabilidad jurídica y  los derechos fundamentales como el debido proceso y el 

derecho a la igualdad, el precedente judicial posee un considerable valor en nuestro 

sistema
492

. 

                                                           
489

 Nuestros estudios en investigaciones y manuales de argumentación e interpretación (más en estos 

últimos) mostraron una profunda desconexión entre estos dos procesos, limitándose a conceptos 

superfluos como ñlectura conjunta de interpretaci·n y argumentaci·nò ñapoyo de la interpretación por 

medio de la argumentaci·nò, etc., los cuales no nos permiten estructurar la relación profunda que debe 

existir. Algunos autores como Alexy y  Maccormick, integran los criterios de la interpretación a la 

argumentación, por lo que deberemos resaltar la integración, sin embargo consideramos que merecen 

integración y distinción los dos campos. ALEXY, Robert. Teoría de la argumentación jurídica. Ob. 

Cit. Y MACCORMICK, Neil, Legal Reasoning and Legal Theory, Ob. Cit. 
490

 Es el caso de la ley 153 de 1887. DUEÑAS RUIZ, Oscar José. Lecciones de Hermenéutica Ob. Cit. 
491

 ALEXY, Teoría de la argumentación jurídica Ob. Cit. Y MACCORMICK, Neil, Legal Reasoning 

and Legal Theory, Oxford University Press, 1978. 
492

 Al connotar las características del sistema de derecho nos enmarcamos en la teoría del derecho 

constitucional y no en la teor²a de la constituci·n. ñPreguntarse por un concepto abstracto de 

Constitución que dé cabida a lo que es común a todas o, al menos, a un buen número de 

Constituciones históricas dejando de lado las peculiaridades del tiempo y lugar puede tener sentido 

para la teoría de la Constitución. Para la teoría del Derecho Constitucional un concepto así resultaría 

vacío de contenido y, por lo mismo, incapaz de fundamentar una compresión susceptible de encauzar 
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2. Estructura de la Argumentación Jurídica Integral -ARI.  

 

En realidad no existe una única forma de valorar la argumentación jurídica, y todos 

somos conscientes de que es un área de la ciencia del derecho aún por construirse, 

hemos preferido en nuestro trabajo diseñar un sistema propio de valoración 

argumentativa, y como la realidad misma se compone de tres dimensiones, ninguna 

es más importante que las otras, y en cierta medida siempre están presentes, aunque 

no necesariamente en la misma proporción, rigor o solidez, nuestra herramienta de 

análisis plantea una Argumentación Integral, la ARI, está compuesta de criterios 

lógicos, materiales y dialécticos. Desarrollándose en el ámbito de justificación no en 

el de descubrimiento, o lo que es lo mismo siendo materia de la calidad de los 

argumentos externos, no del cómo se llega a las posturas
493

. 

 

Acogemos dentro de nuestro concepto de argumentación jurídica integral ARI la 

diferencia dada por Maccormick
494

, en cuanto se considera que existen dos niveles 

argumentativos (o argumentación interna y externa).
495

 La primera de orden formal 

referente al proceso lógico deductivo
496

, la segunda encaminada a la estructura de las 

premisas, en ella se establecen las premisas mismas por la escogencia de las que sean 

consideradas las mejores interpretaciones,  decisión que se toma basándonos en 

argumentos de segundo nivel, los cuales son producto del proceso interpretativo 

apoyado en argumento abierto, los que no pueden violar la lógica formal pero están 

dentro de ese marco en mayor libertad de configuración, al no ceñirse a la formalidad 

                                                                                                                                                                      
la resolución de los problemas constitucionales prácticos planteados aquí y ahoraò HESSE, Konrad. 

Escritos de derecho constitucional. Ob. Cit. P.33.  
493

 Un fallador puede tener una postura por su experiencia o sesgo personal pero en su decisión soporta 

más que esas impresiones, esa externalización es propia del ámbito de justificación.  
494

MACCORMICK, Neil. Legal Reasoning and Legal Theory.  Ob. Cit. 
495

 Ibídem.  
496

En derecho la decisión final es una aplicación subsuntiva en forma de silogismo, aun cuando se 

aplican otros tipos de herramientas, el algoritmo jurídico final que establece la relación entre causa 

iuris y sanción es un silogismo subsuntivo, mientras más difícil sea el caso más deberá construirse el 

argumento que lo soporte, así ponderación, razonabilidad, finalismo o interpretación sistemática, no 

son excluyentes de la subsunción, esta será la formula final también en los casos difíciles, los cuales no 

se pueden resolver con el simple uso de reglas.  
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rígida lógico-deductiva, finalmente en una tercera dimensión encontramos la fijación 

de las variables interpretativas
497

. 

 

Según esto, existirán tantas posibilidades de análisis interpretativo como se hayan 

planteado para la discusión dialéctica por los operadores judiciales (contra parte, 

coadyuvancia, intervinientes, ministerio público, magistrados con salvamento de 

voto) en los espacios formales establecidos al respecto. De hecho en este sentido, 

conforme lo expuesto a partir de la sentencia C-1200 de 2003
498

, se valora el deber 

de argumentación que debe formularse en los cargos de sustitución, planteando no 

solo una carga procesal, sino enmarcando el espacio dialéctico de los procesos por 

cargos de inconstitucionalidad por violación de los limites materiales implícitos.  

 

Aunque parezca ya haberse planteado creemos que la ARI tiene sus propias 

características, en primer lugar se debe partir de la premisa hipotética y modificable 

generada en calidad de ámbito de descubrimiento
499

, para verificar la misma a través 

del ámbito de justificación, este será propiamente el Argumento Integral-ARI, 

componiéndose de elementos internos, entiéndanse lógicos, y elementos externos, los 

cuales como premisas del esquema lógico requieren de un nuevo proceso de 

argumentación, este ya no será formal, sino interpretativo, fáctico y dialéctico.  

 

Dicho de otra manera, la argumentación integral consiste en deducir con rigor lógico 

la consecuencia que se plantea desde las premisas, estas se construyen con los hechos 

probados y las interpretaciones que se han escogido entre diferentes opciones, 

después de todo el simple texto no es la norma, a estos hechos e interpretaciones 

posibles se llega tras un proceso dialéctico, en el cual, las partes o razones a favor y 

                                                           
497

 Hemos acogido conscientemente el término dimensión y no nivel, en asocio con las dimensiones de 

la realidad. 
498

 Corte Constitucional. Sentencia C- 1200 de 2003. Ob Cit. 
499

 Un buen jurista definirá su hipótesis para el caso concreto por muchas vías, intuición, experiencia, 

sensibilidad a la materia, etc., pero una vez identificada este en un ámbito de descubrimiento deberá 

pasar al ámbito de justificación, para verificar la calidad misma de su argumento, si el mismo no le 

satisface, como ocurre no pocas veces, deberá probar con una nueva teoría. FETERIS, Fundamentos 

de la Argumentación Jurídica. Ob. Cit.  
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en contra de la hipótesis
500

 platean las diversas variables que habrán de fijarse tras 

los argumentos que hemos denominado intermedios mediante los cuales se fijan las 

premisas.  

 

Con este esquema se respeta el rigor lógico formal debido, pero no se piden 

construcciones imposibles al derecho o demasiado simples
501

en un caso judicial 

práctico, se deberá acudir a la analogía, la reducción al absurdo, etc., estos 

argumentos no son aplicables a la lógica y estamos de acuerdo, en derecho los 

utilizamos no como herramientas formales sino como respaldos en la identificación 

de las premisas. 

 

La primera dimensión de la ARI es lógicaïformal
502

, satisfaciendo las exigencias 

formales del derecho
503

, según lo cual cualquier decisión jurídica es en última 

instancia un silogismo normativo derivado de las respectivas premisas
504

, esas si, 

estructuradas de una manera no formal
505

. 

 

Normalmente se expone bajo el silogismo modus ponens
506

, el cual, conforme se ha 

expuesto, es la fórmula del silogismo jurídico
507

. 

                                                           
500

Lo decimos porque diferenciamos entre argumentos con ocasión de un proceso litigioso con dos 

partes encontradas y un proceso de inconstitucionalidad en el cual en sentido estricto no hay partes, 

aunque si existe una causa petendi identificable y pueden evidenciarse las posturas posibles. 
501

 ñLa teoría del silogismo, por cierto, no es  que sea exactamente falsa, sino que supone una 

simplificación excesiva de la argumentación (la justificación) judicialò ATIENZA, Manuel. Curso de 

Argumentación Jurídica. ATIENZA, Manuel. Curso de Argumentación Jurídica. Madrid. Trotta 

editorial, 2013. P. 23. 
502

 BARROS, CANTILLO, Nelson, la lógica del silogismo jurídico, Bogotá. librería del profesional, 

1994. 
503

No puede haber verdad donde hay contradicción.  
504

 Consideramos que en sentido estricto jurídico todas las decisiones pasan por un momento en que 

son NON sequitur, pues entre la norma y le decisión concrete no existe inferencia necesaria deductiva, 

es un acto de voluntad del fallador, dados los argumentos de la causa concreta, hecha esa elección la 

decisión definitiva y en este sentido el fallo debe ser estructurado silogísticamente.   
505

 Lo cual es fundamental dada su condición aspirantica, es decir, susceptible de ser verdadero o falso.  
506

 El modus poniendo ponens en latín, significa modo que afirmando afirma, 
507

 La crítica a la concepción lógica es contundente, el fundamento mismo de la doctrina según el cual 

no interesa en el análisis lógico la certeza de las premisas, hace que se pueda establecer cualquier 

premisa y por consiguiente cualquier resultado, dicho de otra forma la lógica permite demostrar la 

coherencia de la premisas y no su fiabilidad. Es evidente que la lógica tiene limitaciones, por eso, debe 

http://es.wikipedia.org/wiki/Lat%C3%ADn
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Así, por ejemplo
508

:  

 

Donde P es el incumplimiento de un contrato, OQx es la obligación de pagar 

perjuicios, Pa es el contratista incumplido quien por lo tanto debe pagar perjuicios en 

el caso concreto,OQa. 

 

Respecto de la etapa argumentativa de primer nivel, en desarrollo de nuestra teoría 

consideramos que el sistema jurídico funciona como una deducción inversa
509

, dicho 

más claramente, de la hipótesis planteada se verificará la sostenibilidad de la misma 

para así estructurar una justificación. 

 

La hipótesis X debe ser soportada por una estructura lógico
510

 deductiva que se 

someta a las reglas del pensamiento formal, por lo cual, solo el silogismo modus 

tollendo tollens
511

, seria idóneo, de la siguiente manera
512

 

 

1. Si la norma es contradictoria de la Constitución, entonces la norma será 

declarada inexequible. 

2. La norma No es contradictoria. 

3. La norma No será declarada inexequible. 

 

Igualmente planteable en lógica de predicados.  

 

                                                                                                                                                                      
ser una parte del proceso argumentativo, no siendo suficiente por si sola. FETERIS, Fundamentos de 

la Argumentación Jurídica. Ob. Cit. 
508

 No se utiliza la conversión inicial de abreviaturas al tratarse de un ejemplo. 
509

 No debe confundirse con inducción.  
510

La lógica es el estudio de las reglas del pensamiento de ahí que sea el marco más propio dado al 

sistema de derecho. 
511

 Negando niego. 
512

 Partimos de considerar la lógica de predicados como la más adecuada para el sistema jurídico. 
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Así en todos los casos ( " x) en que ocurar un fenómeno F x sucedera B
513

, si  

en el caso concreto ha ocurrido Fn, seguro ocurrirá Bn 

 

[("x) (F x       B x) ØFn]     Bn 

 

Si estructuro el silogismo en un caso concreto. 

 

("x)[(PM) Ø (SM) ]            SP 

 

Donde: 

 

PM: La norma invalida  (P) es inconstitucional (M) 

SM: Toda inconstitucionalidad (M) es una ausencia de competencia  (S) 

 

SP: Toda (") norma con asuencia de competencia (S) es inválida  (P) 

 

En materia de la inconstitucionalidad por sustitución, respecto de la estructura de 

la competencia para ejercer el control, diremos que debe ser entendida de la siguiente 

manera: donde los valores son: N: control constitucional, Q: inexequibilidad, F: 

competencia, A: reforma, S: sustitución.  Y su concatenación se da así: (1)  El 

control de Constitucionalidad (N) implica la posibilidad de sanción mediante 

declaratoria de Inexequibilidad (Q); ( 2 ) La actuación a través de la competencia (F)  

no es controlada ( N ); de uno (1) y dos (2) inferimos que: (3) La actuación se da a 

través de la competencia (F)  no es Inexequibilidad (Q);. si incluimos la premisa 

subsuntiva cuatro (4)  Donde  competencia (F) incluye la autoridad de reforma (A); 

obtenemos de tres (3) y cuatro (4) que: (5) La reforma no es Inexequibilidad  (Q); si 

incluimos la premisa seis (6) donde reforma (A) excluye la sustitución (S); 

obtenemos de cuatro (4) y seis (6) la disyunción que: (7)  No hay Competencia  (F) 

                                                           
513

 No se utiliza la conversión inicial de abreviaturas al tratarse de un ejemplo. 
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donde hay sustitución (S);  soportado en dos (2) inferimos la disyunción que: (8) 

Competencia (F) requiere control de Constitucionalidad (N); (9) la sustitución (S) es 

sujeto de Control Constitucionalidad (N); de nueve (9) podemos inferir que (10) una 

actuación que implique sustitución (S) debe ser sancionada con declaratoria de 

Inexequibilidad (Q)
514

 

 

Así lo podemos ver en el siguiente esquema. 

 

 1.  N        Q 

 

 2. F            N 

 

3.  (1.* 2)  F          Q 

 

 4. F          A   

 

 5.  (3.*4)  A             Q 

 

 6. A               S 

                                           

 7. (4 *6)    S           F           

                                                              

 8. (2)      F           N                                          

                          

 9.  (8*7) S          N 

 

 10. (9* 1)     S           Q 

 

Este silogismo está sometido a las tablas de la verdad de la lógica y a las 

denominadas propiedades de reflexividad, monotonía y transitividad, como 

exigencias de la estructura lógica
515

. 

                                                           
514

 Sobre este algoritmo y su notación profundizaremos en el acápite siguiente. 
515

 En materia de exigencias de la lógica, seguimos a Alchourrón, nos referimos por lo tanto, a que las 

premisas contendrán toda la información no adhiriéndose nada en la conclusión (reflexividad),  que la 

inferencia ha de hacerse sin importar la inclusión de más premisas (monotonía) y que exista 

consecución entre premisas y conclusiones, al punto que las conclusiones de las conclusiones siguen 

siendo inferencia de las primeras premisas (transitividad). ALCHOURRÓN, Carlos, BULYGIN, 

Eugenio y VON, Wright, Análisis Lógico y Derecho, prólogo de G. H. CEC. Madrid. 

CONCEPCIONES DE LA LÓGICA, en: Enciclopedia Iberoamericana de Filosofía, Vol. 7: Lógica, 

Madrid, Trotta, 2005. 
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En todo caso la hipótesis será la respuesta provisional al problema planteado
516

, 

sujeta a la verificación que el razonamiento integral pondrá en evidencia,
517

, después 

de todo ñTendemos a probar la primera cosa que se nos ocurre; si no resulta 

satisfactoria, probamos otraò
518

. 

 

Lo fascinante desde la teoría del conocimiento es que construimos la estructura 

hipotética, es decir, los predicados, retrospectivamente con base en nuestra primera 

impresión, pero esta estructura tiene fórmula de silogismo deductiva, en todo caso 

aunque mi proceso mental en la construcción de la hipótesis sea de lo particular 

(solución del caso) a lo general (regla de derecho) el sistema ideal justificativo es 

deductivo. 

 

Por supuesto en muchos casos el fallador construirá como premisa jurídica mayor la 

existencia de un precedente sobre la materia y como premisa menor la aplicabilidad 

del mismo al caso
519

. 

 

En la eventualidad de no poder establecerse un precedente aplicable o del mismo ser 

impugnado
520

 por considerarse que: en el caso de precedentes horizontales y 

                                                           
516

 ñcomo todo razonamiento guiado por un propósito, el razonamiento jurídico está encaminado a 

solucionar problemasò  MORRIS, Clarence, Como Razonan los Abogados, México. Noriega, 2005. 

P.19. 
517

 ñPuede empezar su elaboración basado en ideas no probadas;  puede adoptar ideas por vía de 

ensayo, sin someterlas a críticas a fin de dar inicio a los procesos del pensamiento reflexivo. En 

realidad, cierto número de principios falsos es inevitable. Pero cuando actúa, cuando redacta un 

contrato listo para la firma o cuando defiende una causa ante el tribunal, tiene que haber descubierto 

sus problemas y medido las consecuencias de sus soluciones.ò MORRIS, Ob. Cit. P.34 
518

 MORRIS, Clarence, Como Razonan Los Abogados, Ob. Cit. P.33 
519

 El respeto por el precedente es fundamental en materia de respeto al principio de legalidad y la 

unidad del ordenamiento jur²dico, lo cual se logra mediante la ñunificaci·n de la jurisprudenciaò, sin 

la cual nos encontraríamos en una auténtica tiranía judicial, pues si los jueces realizan diferentes 

interpretaciones de casos iguales o análogos, se presenta inestabilidad en el sistema jurídico, así como 

desigualdad e inseguridad jurídica. Corte Constitucional.  Sentencia C-836 de 2001 M.P.: RODRIGO 

ESCOBAR GIL 
520

En consonancia con el principio de la continuidad interpretativa, en que los criterios adoptados por 

los jueces en la interpretación constitucional son precedentes que deben tener cierta continuidad, sin 
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verticales, el sistema de derecho que dio origen al precedente ha cambiado, no es 

pertinente al caso estudiado
521

, la sociedad no es la misma a la que fue el contexto de 

ese primer precedente
522

, existe multiplicidad de precedentes
523

, que estos se 

contradicen o bien, en el caso del precedente horizontal, éste es equívoco
524

, deberá 

pasarse a una etapa argumentativa de segundo nivel, donde se van a establecer las 

premisas jurídicas de interpretación, esta, fue precisamente fue la exigencia a la  que 

tuvo que responder la sentencia C- 551 de 2003
525

. 

 

La primera parte en el establecimiento de estas premisas jurídicas de interpretación, 

es la fijación de la regla o norma que se va a interpretar, es decir, que mediante los 

criterios universales de validez y aplicabilidad vamos a establecer cuáles son las 

normas que serán sujeto del proceso interpretativo
526

. En ese caso, las tres reglas que 

mencionaremos en orden de importancia son: i) la primacía de la norma superior 

sobre la norma inferior
527

, ii) la primacía de la norma especial sobre la norma 

general
528

 y iii) la primacía de la norma posterior sobre la norma anterior
529

.  

 

                                                                                                                                                                      
perjuicio, de los cambios que la renovación de las circunstancias imponen PÉREZ ESCOBAR, Jacobo: 

Derecho constitucional colombiano, Bogotá, Temis, 2010, P. 95. 
521

Disanalogía sustancial entre la ratio decidendi del precedente y el nuevo caso sub examine es propia 

del fenómeno del distinguish, según el cual se mantiene intacto el precedente, pero se considera que su 

ratio decidendi nos es aplicable al caso.  
522

La Separación entre la realidad y el derecho hace que el precedente no sea adecuado y por lo tanto 

no es aplicable a los casos futuros por su falta de idoneidad jurídica 
523

Dentro de la sombra decisional la cual como mencionábamos es el espectro abierto a 

interpretaciones futuras, igualmente en doctrinantes como Diego López aun en caso de precedentes 

opuestos por lo errático de la jurisprudencia le es dado al fallador encontrarse en libertad interpretativa 

respecto de la jurisprudencia. LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo, El derecho de los jueces, Ob. Cit. 

Sin embargo nos apartamos de esta postura pues consideramos que en casos de contradicción 

jurisprudencial el deber del fallador posterior es resolver conforme el precedente mejor argumentado 

respecto del caso sub examine.  
524

Y corresponderá a  la corporación que emitió el fallo corregir la interpretación equivoca, con lo cual 

se evita la perduración de una mala decisión. BERNAL PULIDO, Carlos. El derecho de los derechos, 

Ob. Cit. 
525

 Corte Constitucional.  Sentencia C- 551 de 2003. Ob Cit. 
526

 KELSEN, Hans. Teoría pura del derecho. Ob. Cit. P.351.  
527

De suerte que en este criterio se realizará el análisis propio de la validez de las normas en juego bajo 

el principio lex superior derogat inferiori. 
528

 De conformidad con el principio Lex specialis derogat generali 
529

 Bajo el principio Lex posterior derogat priori 
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Con base en estas tres reglas, fijaremos la norma que será sujeto del proceso 

interpretativo, lo que nos lleva a hablar de la interpretación, tradicionalmente 

entendida, la cual ha tenido múltiples métodos, los que en ocasiones, se han 

distinguido entre los aplicables a leyes y los pertinentes para la hermenéutica 

constitucional, cada uno con una propia subdivisión, recordemos los legales como el 

método lingüístico, el método histórico, el método sistemático, el método orgánico y 

el método finalista; y la interpretación constitucional como el método originario, es 

decir, la voluntad de los fundadores
530

, y la optimización propia de las normas 

constitucionales
531

.  

 

En ese orden de ideas, en el proceso argumentativo jurídico, se establecerán las 

premisas por medio de la interpretación, la cual es por definición un acto de 

voluntad
532

, pues implica un acto de escogencia en el cual el intérprete ha optado por 

una de varias opciones, considerando así la más adecuada al sistema de derecho; si el 

intérprete acoge una interpretación, es porque en algún momento la consideró 

preferible a otro método hermenéutico, por obvia o dificultosa que sea esta 

decisión
533

.  

 

Es el caso sentencia C- 551 de 2003
534

 al examinar el concepto de procedencia de 

control sobre actos reformatorios por motivos de forma, lo cual puede ser entendido 

como el procedimiento en sentido estricto
535

 o bien puede ser entendido el control 

                                                           
530

 HELLER, Teoría del Estado. Ob. Cit.  
531

 Sin embargo, nosotros hemos planteado una nueva clasificación que responde a las reglas propias 

del método argumentativo y considerando que no hay ninguna regla que sea excluyente entre el 

sistema legal y el sistema constitucional, finalmente, la totalidad del ordenamiento jurídico se 

encuentra constitucionalizado, sin perder de vista claro está, que las normas constitucionales por su 

planteamiento y  la forma en que están redactadas, tienen unas características que hacen que exista 

preeminencia en determinados métodos de interpretación sobre otros, no obstante, la interpretación 

ideal reconoce los diversos métodos argumentativos, lo que implica que un buen intérprete verificará 

las diversas posibilidades interpretativas 
532
ñSólo que, desde un punto de vista orientado hacia el derecho positivo, no existe criterio alguno con 

cuyo fundamento puede preferirse una posibilidad dada dentro del marco del derecho aplicableò. 

KELSEN, Hans, Teoría pura del derecho, Ob. Cit. P.353. 
533

Con esto no afirmamos la tesis de la única respuesta correcta. 
534

 Corte Constitucional.  Sentencia C- 551 de 2003. Ob Cit. 
535

 Únicamente como trámite 
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respecto sobre los vicios competenciales
536

, así, entre estas dos opciones se ha 

acogido una, pero para decidirse por una entre las posibles interpretaciones se 

requieren argumentos de segundo nivel los cuales ya no están sometidos a las reglas 

de la lógica formal, pero no por esto son irrazonables.  

 

B. FIJACIÓN DE LAS PREMISAS Y APLICACIÓN DE LAS MISMAS, 

MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN, DIALÉCTICA Y REGLAS DEL 

DISCURSO. 

 

1. Identificación de las premisas, proceso interpretativo dialéctico.  

 

1.1. Métodos de interpretación en la construcción del argumento jurídico 

integral ARI.  

 

Al momento de aplicar normas jurídicas es de vital importancia el uso de criterios 

hermenéuticos
537

, más aún cuando se trata de normas constitucionales, esto debido a 

que las mismas tienen un contenido abierto y por ende su interpretación también lo 

es
538

. 

 

Por lo tanto, es necesario hacer uso de herramientas metodológicas, lo cual a su vez 

impone sobre el operador la obligación de presentar una debida carga argumentativa, 

                                                           
536

 Otro ejemplo seria el siguiente: Decir que el homicidio como tipo penal es una condena por 

desproveer de la vida a alguien, podrá plantearnos dos interpretaciones: la vida biológica o la vida 

trascendente y digna, en ese orden de ideas, quien no respete la dignidad humana podría ser condenado 

por homicidio; sin embargo, en interpretación lógica- lingüística y sistemática veremos que se refiere a 

la vida biológica 
537

 Usamos conscientemente el término hermenéutica al considerar necesaria la integración entre 

aspectos meramente normativos y la experiencia fenomenológica de la realidad en el intérprete. 

ALFLEN DA SILVA, Kelly Susane. Hermenéutica Jurídica y Concreción Judicial. Bogota, Temis S. 

A. 2006. 
538

 ñLas normas de la Constitución no son completas ni perfectas. Verdad es que un gran número de 

cuestiones relativas al orden estatal se encuentran minuciosamente reguladas; pero amplios sectores 

pertenecientes incluso a la vida estatal en sentido estricto aparecen regulados por disposición de una 

más o menos grande amplitud de contenido y algunos ni siquiera son reguladosò HESSE, Konrad. 

Escritos de derecho constitucional. Ob. Cit. P. 44, párrafo 3. 
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para la identificación de las normas aplicables
539

, o para la escogencia del significado 

más pertinente de las mismas
540

. 

Así recordemos, en gracia de contextualización, los métodos de interpretación 

planteados por Friederich Karl von Savigny
541

, es decir el gramatical, el lógico, el 

histórico y el sistemático:
542

 

  

En cuanto al primero, el lingüístico-gramatical, tenemos que su objeto de estudio 

deben ser las palabras usadas por el legislador, esto debido a que por medio de ellas 

se pretende comunicar un pensamiento y una finalidad.  

 

Del segundo, el lógico, se puede decir que  trata de descomponer el pensamiento y  

hacer establecer las líneas lógicas entre las distintas partes del texto realizando una 

conexión entre el texto de la ley estudiada. 

 

Del tercero, el histórico, se puede predicar que busca determinar cómo se entendía 

que debía ser el derecho para el momento en que fue redactado el texto jurídico, 

                                                           
539

 La razón de ser de la estipulación de normas jurídicas es, como lo plantea Robert Alexy, el sentido 

de seleccionar tan solo algunas de estas normas discursivamente posibles, es claro que ningún sistema 

jurídico puede garantizar por sí mismo que todos los casos jurídicos puedan resolverse mediante el uso 

exclusivo de normas vigentes y de la información sobre los hechos, razón por la cual el ordenamiento 

jurídico debe reconstruirse constantemente, lo que obtenemos mediante el dinamismo de los preceptos 

que le componen; claro está que las normas que pretendan ser desplegadas deben obedecer a los 

fundamentos mismos del ordenamiento jurídico, es decir, perseguir el interés general, la dignidad, la 

igualdad y la libertad de los asociados, sometiendo a todos a las mismas reglas. ALEXY, Robert. 

Teoría de la argumentación jurídica. Ob. Cit.  
540

 Con base en el análisis realizado por María C. Gimeno, de los escritos sobre hermenéutica jurídica 

del profesor Guastini podemos ver como se dice que  ñcuando se habla de interpretar un texto, 

interpretar significa atribuir sentido y/o significado a un fragmento cualquiera del lenguaje (palabra, 

enunciado o locución). Conviene distinguir, cosa que no siempre se hace, la interpretación del 

comportamiento humano que ha producido ese texto (que sería una interpretación de 

comportamiento), ya que una cosa es interrogarse por el significado de las palabras y otra sobre las 

supuestas intenciones del que habla. Se debe distinguir también entre interpretación en abstracto e 

interpretación en concreto. La primera es orientada a los textos, la segunda a los hechosò GIMENO, 

María C. Interpretación y Derecho. Serie de teoría Jurídica y filosofía del Derecho N° 21. Universidad 

Externado de Colombia.  2001   
541

 SAVIGNY, Friedrich Karl Von, Sistema del derecho romano actual. Madrid. Traducción  de Jacinto 

Mesia y Manuel Poley. Centro Editorial de Góngora 1940. 
542

 LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo. Manual de Interpretación Constitucional. Ob. Cit.  
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siendo este un método que nos permite mantener la conexión entre la norma y su 

contexto
543

. 

En cuanto al cuarto, último elemento en la sistematización de Savigny, el 

sistemático, tenemos que por medio de este se pretende dilucidar lo que es la 

pretensión del texto con el resto del ordenamiento jurídico, haciendo que de esta 

forma se logre unidad y por lo tanto, es necesario que nos expliquemos claramente la 

acción requerida por la ley sobre el sistema general del derecho y el lugar que aquella 

ocupa en este sistema
544

. 

 

Es así que, surge el método de interpretación basado en una visión clásico finalista, 

pues debido a la ausencia de los elementos consecuencialistas y finalistas
545

, en el 

esquema de Savigny, gran parte de la doctrina generó críticas en contra de dicho 

modelo, ya que tal como lo demostraba Von Ihering, Savigny tomaba como eje 

temático de su teoría el conceptualismo en su sentido estricto, lo cual lo hacía 

alejarse de la norma jurídica como un postulado con un sentido finalista
546

. 

 

Con relación a los efectos de este trabajo se debe comprender por método teleológico 

el descubrimiento y comprensión de cierto problema que pretende resolver el 

derecho por medio de una norma. 

 

                                                           
543
ñPor consiguiente, el contexto, el objeto y el plan de un escrito deben estudiarse juntos; y, quizá, en 

orden lógico el objeto debiera ser lo primero a determinarse. Porque quizá sólo después de haber 

dominado el objeto y designio principal de toda la obra podamos comprender bien el significado de 

algunas partes especiales de la misma. Aún más, el plan de un libro está íntimamente relacionado con 

su objetoò TERRY, Hermenéutica, Ob. Cit.  P. 25.  
544

 Nótese como se diferencia del método lógico, propio de la estructura del mismo texto. 
545

 LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo. Manual de Interpretación Constitucional.  Ob. Cit. P. 30.  
546

Claro está, se debe tener en cuenta el hecho que la teoría formulada por Savigny va más allá de una 

mera visión exegética literal, pese a esto la crítica formulada a esta teoría tiene que ver con la visión 

finalista y consecuencialista de cara al Derecho Constitucional esto debido a que el autor consideraba 

que el modelo metodológico fundado en ñen la apreciaci·n del resultado obtenido es de todos los 

métodos el más aventurado, pues el intérprete corre el riesgo de excederse en sus poderes y entrarse 

en el dominio de la legislación. Por esta razón el método consecuencialista de interpretación debe 

circunscribirse en los m§s estrechos l²mitesò. Ibídem. P. 30. 
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Finalmente, desde la teoría de los principios, encontramos la pretensión de 

corrección o finalismo objetivo en la norma, así como mandatos de optimización, los 

principios (y entre ellos las normas constitucionales)
547

 implican un deber de 

búsqueda y persecución constante hacia una mejor realización de un derecho 

fundamental o de interés social
548

, razonablemente son expresados en los espacios 

donde se formaliza el consenso alrededor de los aspectos más importantes para una 

comunidad, de tal suerte que no pueden ser contradichos por el legislador
549

. 

 

Nosotros hemos organizado los métodos de interpretación en tres grandes grupos, los 

cuales subsumen muchos de los otros métodos tradicionales, a saber serían los 

grandes métodos: lingüístico-gramatical, sistemático y finalista. Recordemos, que 

todas las clasificaciones son ilusorias
550

, y esta propuesta obedece a la naturaleza del 

argumento, que prioritariamente tendría cabida dentro de los determinados métodos 

de interpretación.  

 

Así, en primera medida encontramos el método lingüístico-gramatical, como forma 

tradicional de la interpretación, y de por más necesaria, en cuanto darle significado al 

derecho se trata, después de todo, el sistema jurídico se traduce en un lenguaje que 

debe ser descifrado a la hora de la interpretación, por lo cual, el primerio de los 

criterios que debemos entender en la interpretación es el significado lingüístico y 

gramatical de los preceptos.  

                                                           
547

 Cabe aclarar que la teoría de los principios  de Robert Alexy. no se refiere a los valores como 

normas, y solo distingue entre principios y reglas. Art²culo 1,òEspaña se constituye en un Estado 

social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico 

la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo políticoò. (resaltado fuera del texto). ALEXY, 

Epilógo a la teoría de los derecho fundamentales, Traducido por Carlos Bernal Pulido, editorial,  

Madrid, Colegio de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y Bienes Muebles de España, 2004. 
548

 Estos principios constitucionales son claramente diferentes de los principios generales de derecho 

como los reconocidos en la ley 153 de 1887, y de los principios de algún otro compendio normativo. 
549

 ñnormas que ordenan que algo sea realizado en la mayor medida posible, dentro de las 

posibilidades jurídicas y reales existentes. Por lo tanto, los principios son mandatos de optimización, 

que están caracterizados por el hecho de que pueden ser cumplidos en diferente gradoò ALEXY, 

Teoría de los derechos fundamentales Ob. Cit.  P. 86. 
550

 Una clasificación puede ser mejor por sus efectos clarificadores, clasificadores, persuasivos o 

pedagógicos, pero por supuesto, no es de orden natural e inmutable.  
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Pues bien, dentro del criterio lingüístico-gramatical hemos subsumido otros de los 

métodos tradicionales de la interpretación: gramatical, histórico y lógico.  

 

La interpretación gramatical consiste en la identificación del significado de 

determinado precepto, así, los términos que componen un enunciado jurídico deben 

ser entendidos de conformidad con las reglas propias de la gramática
551

, lo cual 

incluye respeto de la sintaxis propia de los signos de puntuación, entendimiento de 

los preceptos y sentido de los mismos en su identificación semántica
552

; de esta 

forma, debemos entender que siempre que se pueda dar significado a un precepto 

jurídico ha de preferirse esto sobre el hecho de no darle significado
553

.  Ejemplo del 

mismo es la distinción lingüística entre los conceptos de reformar y sustituir, fijados 

en la sentencia C- 551 de 2003
554

. 

 

Por otro lado, los términos deben por regla entenderse en el sentido común de las 

palabras, a menos que se encuentren en un contexto de utilización por parte de 

expertos, lo cual hará que deban ser entendidos en tal sentido
555

. 

 

                                                           
551

 Las reglas de la gramática incluyen en primer lugar el respeto de los signos de puntuación, de tal 

manera que cuando se estén enumerando variables de forma excluyente debe entenderse en tal sentido, 

y si se están planteando de forma incluyente habrá que hacer lo pertinente.  
552

 Particular de los contenidos semánticos, así en Savigny puede verseñel elemento gramatical de la 

interpretación tiene por objeto las palabras de que el legislador se sirve para comunicarnos su 

pensamiento, es decir, el lenguaje de las leyesò SAVIGNY, Friedrich Karl Von, Sistema del derecho 

romano actual, traducción de Jacinto Mesia y Manuel Poley, Madrid. Centro Editorial de Góngora, 1940. 

P. 187.  
553

 Esta afirmación deriva del principio de la fuerza normativa de la Constitución según el cual a que 

los textos constitucionales tienen valor normativo vinculante y no meramente pragmático. Puede verse 

entonces que los principios de interpretación sirven de soporte a los métodos, en particular más a unos 

que a otros. PÉREZ ESCOBAR, Jacobo: Derecho constitucional colombiano  Ob. Cit.  
554

 Corte Constitucional.  Sentencia C- 551 de 2003. Ob Cit. 
555

 En todo caso, esto nos lleva a la reflexión de los términos jurídicos propiamente dichos, pues todas 

las definiciones jurídicas deben ser entendidas como conceptos del sistema de derecho y no en el 

entendido coloquial de la sociedad: términos como culpa, servidumbre o caducidad pueden tener una 

comprensión diferente en la comunidad, pero deben ser aplicados en el sentido propio del sistema 

jurídico. 
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En cuanto al método lógico, es importante aclarar que éste es diferente de la lógica 

deductiva a la que nos referíamos anteriormente
556

. El método lógico consiste en un 

requerimiento de sana crítica en el proceso interpretativo
557

, mencionábamos una 

regla general hace un momento, propiedad de la lógica en la interpretación judicial, 

siempre que pueda darle un significado a la norma será preferible a no darle un 

significado. También se debe entender que la norma tiene la pretensión de no 

contradecirse consigo misma, y que ésta está diseñada para establecer consecuencias 

jurídicas, lo que implicará que no podremos entender la norma en contradicciones 

sintácticas, donde una parte de la oración afirme lo que otra niegue a menos que tenga 

conectores evidentes como ñperoò, ñsin embargoò, ñexceptoò
558

. En tal sentido la 

afirmación solo por vicios de procedimiento que enmarca el control de 

constitucionalidad sobre actos reformatorios no puede aplicarse alterando el 

entendimiento de la restricción solo, la consideración ha de distinguir posibles 

interpretaciones sobre el concepto procedimiento, como incluyente o no de la 

competencia
559

. 

 

En tercer lugar, dentro de la interpretación lingüística encontramos la interpretación 

histórica
560

, de suma importancia, pues los términos son producto de un contexto 

específico, y en particular normas que han permanecido válidas durante períodos 

considerables de tiempo corren el riesgo de ser malinterpretadas por ser sacadas de 

                                                           
556

 Si bien esto es obvio, no he querido pecar por omisión 
557

 En este sentido el principio de eficacia integradora de la Constitución, el cual le indica a la Corte 

Constitucional que no puede favorecer soluciones judiciales que produzcan efectos catastróficos en lo 

económico o en lo social, porque estas soluciones generarían consecuencias desintegradoras de la 

unidad política nacional, la cual debe ser protegida por la misma Corte, permite armonizar el método 

lingüístico-gramatical con el finalista. VILA CASADO, Iván. Fundamentos del Derecho 

Constitucional Contemporáneo, Bogotá, Legis, 2012. P. 273. 
558
Propio de los criterios sint§cticos ñtiene como objeto la descomposición del pensamiento contenido 

en la norma, para establecer as las relaciones lógicas que unen a sus diferentes partes.ò UPRIMNY, 

YEPES Rodrigo y RODRÍGUEZ VILLABONA, Andrés Abel, Interpretación Judicial, Ob. Cit. P.251. 
559

 El fallo C-551 de 2003, establece y expone originariamente en calidad de sentencia fundadora la 

doctrina de sustitución de la Constitución, la cual desde ese momento es entendida y estudiada a título 

de vicio competencial. Corte Constitucional.  Sentencia C- 551 de 2003. Ob Cit. 
560

Después de todo  ñEs preciso que sepan (los jueces) discernir el espíritu de su tiempo dado que a 

ellos se les ha confiado decidir sobre la libertad, el honor y la propiedad de los ciudadanosò. Entre 

paréntesis fuera del original. TOBO, RODRÍGUEZ, Javier, La Corte Constitucional y el Control de 

Constitucionalidad en Colombia. Ob. Cit. P. 271. 
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su contexto, el significado de un contenido es el que se dio en su contexto 

histórico
561

.  

 

Igualmente la aplicación del método histórico
562

 nos permite mantener la conexión 

entre la norma y la realidad social vigente
563

, así las cosas, el concepto generado en 

su momento es neurálgico al momento de descifrar el significado propio de los 

términos
564

, pero es igualmente importante resaltar la diferencia con el contexto 

histórico al momento de aplicar la norma
565

. 

 

Ulteriormente encontramos la interpretación sistemática, consiste analizar la 

coherencia del precepto estudiado con relaci·n al universo del sistema jur²dico ñtiene 

por objeto el lazo íntimo que une las instituciones y reglas de derecho en el seno de 

una vasta unidadò
566

 

 

Nos encontramos estudiando la validez o aplicabilidad de la norma, claro esto es 

propio del sistema de derecho, pero una vez realizado esto, sigue vigente la 

                                                           
561

 ñDesde el momento en que la normatividad de la Constitución vigente no es sino la de un orden 

histórico concreto, no siendo la vida que está llamada a regular sino vida histórico-concreta, la única 

cuestión que cabe plantearse en el contexto de la tarea de exponer los castigos básicos del Derecho 

Constitucional vigente es la relativa a la Constitución actual, individual y Concreta.ò HESSE, 

Konrad. Escritos de derecho constitucional. Ob.  Cit. P. 33, párrafo 2. 
562

 Es a título de esta interpretación que se imprime una  Vis Expansiva en el control judicial dada la 

crisis de legitimidad democrática de nuestras instituciones. SIERRA PORTO, Humberto, Los factores 

que determinan las particularidades de la interpretación constitucional en Colombia en HENAO, 

Juan Carlos, VII  encuentro de la Jurisdicción Constitucional, Diálogos constitucionales de Colombia 

con el mundo. Ob Cit. Y LANDAU, David.  A Dynamic Theory of Judicial Role, Ob. Cit. 
563

  Peligro que se intenta sortear con el principio de adaptación a las situaciones del momento, el cual 

consiste en que a la hora de interpretar la norma constitucional, el intérprete debe adaptarla a las 

circunstancias sociales, culturales, económicas y políticas del momento para resolver un caso en 

concreto. PÉREZ ESCOBAR, Jacobo: Derecho constitucional colombiano. Ob. Cit.  
564

 Por ejemplo, el código civil colombiano se refiere en varios apartes al Estado y la Nación como la 

unión, sin embrago, desde 1886 Colombia es un Estado unitario y no federal, por lo que no sería 

aplicable el término unión, hay que entender que cuando fue proferido en Código Civil de 

Cundinamarca, que posteriormente sería acogido como Código Civil nacional, el sistema jurídico 

colombiano era federal y se hablaba de la unión. 
565

 Un buen ejemplo los fallos relativos a la constitucionalidad de la Asamblea Nacional Constituyente. 

Corte Suprema de Justicia, Sentencia Nº. 59 del 24 de mayo de 1990. Ob. Cit. Y Corte Suprema de 

Justicia, Sentencia. 138 del 9 de octubre de 1990. Ob. Cit.  
566

 SAVIGNY, Friedrich Karl Von, Sistema del derecho romano actual, Ob. Cit. P. 188. 
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interpretación sistemática, es decir, que se parte de una premisa, la cual consiste en 

considerar al sistema jurídico como un sistema coherente que no está diseñado para 

contradecirse a sí mismo y anularse en su aplicabilidad, por ésta razón el método 

sistemático nos permite descifrar o establecer el significado de una norma por su 

posición en el ordenamiento jurídico, y sus características como norma propia. 

Hemos considerado que la interpretación sistemática debe entenderse en dos 

sentidos: de un lado, como la conocida interpretación orgánica y de otro como la 

interpretación sistemática en concreto.  

 

La interpretación orgánica nos dirá que siempre debo intentar entender un precepto 

jurídico en el sentido de la rama propia del derecho en la que me desenvuelvo
567

, así 

claramente, referirse al principio de autonomía en la sentencia C-170 de 2012
568

 en la 

cual se estudia la inconstitucionalidad del Acto Legislativo No 2 de 2011, que 

modifica la Comisión Nacional de Televisión Sustitución parcial de la Constitución 

se refiere a la ñautonomía del órgano regulador del servicio público de televisión, 

como expresión del sistema de frenos y contrapesosò
569

 y por lo tanto debe ser 

analizada en sede de derecho constitucional orgánico, absurdo seria, violando los 

fundamentos de la interpretación orgánica utilizar los preceptos propios del principio 

de autonomía en derecho privado.  

 

Por otro lado, la interpretación sistemática propiamente dicha nos habla ya no de 

ramas del derecho, sino de la ubicación precisa de la norma y su relación con otras, 

esto implica que la primera etapa de la interpretación sistemática en concreto 

consistirá en identificar la norma dentro de su ubicación normativa, por ejemplo, los 

derechos civiles y políticos en la Constitución colombiana se encuentran en el 

                                                           
567

 En tal sentido cobra importancia el principio de la corrección funcional, referida a que el juez 

constitucional, al realizar la labor interpretativa, le esta proscrito invadir la esfera propia del legislador 

porque con ello se alteran las funciones constitucionales atribuidas con fines de armonización y 

coherencia de las disposiciones Corte Constitucional, Sentencia C-262 de 1995, M.P. FABIO MORON 

DÍAZ. 
568

 Corte Constitucional. Sentencia C-170 de 2012. Ob. Cit. 
569

 Ibídem  
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acápite propio de los derechos fundamentales, lo que en interpretación sistemática 

nos permite inferir fácilmente que al hablar de derechos políticos necesariamente 

haremos referencia a derechos fundamentales.  

 

A su vez, la interpretación sistemática, ya no en sentido estricto sino en sentido 

amplio, nos dirá que podremos concebir una norma si entendemos las normas que en 

contexto de ella se planteen. En este sentido se trata de una herramienta de gran 

importancia, no solo en desarrollo de un precepto jurídico, sino al momento de fijar 

los alcances de una norma estudiada sujeta a control, así se expresó adecuadamente la 

sentencia C-574 de 2011 al manifestar ñla prohibición de porte y consumo de 

sustancias estupefacientes y psicotrópicas, que en este caso funciona como supuesto 

de hecho, no puede tener un contenido deóntico completo ni puede ser entendido de 

manera clara y unívoca sino se relaciona con el resto del inciso que establece las 

consecuencias jurídicas del mandato, esto es, el establecimiento de medidas y 

tratamientos administrativos con fines preventivos y rehabilitadores de índole 

pedagógico, profiláctico y terapéutico para las personas que consuman dichas 

sustancias, previo el consentimiento informado del adicto.ò
570

  

 

Como se puede ver se trata de una metodología más precisa que la simple aplicación 

de los principios lex superior derogat inferiori, lex specialis derogat generali y lex 

posterior derogat priori, para convertirse en un instrumento de dilucidación, relación 

y a la vez especificación de la norma, que armoniza el ordenamiento jurídico e 

incluso los métodos mismos de interpretación
571

.  

 

El último método de interpretación que hemos identificado es la interpretación 

finalista, y con el término finalismo hemos querido generalizar varias de las 

                                                           
570

 Corte Constitucional. Sentencia C-574 de 2011. Ob.Cit. 
571

El principio de interpretación de acuerdo a los tratados internacionales sobre derechos armoniza los 

ordenamientos nacional e internacional a la vez que permite definir con más precisión la optimización 

finalista de los derechos. Corte Constitucional, Sentencia C-634 de 2000, M.P. ALEJANDRO 

MARTINEZ CABALLERO 



 

133 
 

metodologías, dentro de ellas, cabría identificar en primer lugar la interpretación 

histórica, que implica entender lo que se estaba haciendo con la norma en el 

momento de ser proferida. Sin embargo, como lo explicábamos anteriormente, 

consideramos que este método es propio de la interpretación lingüística-gramatical y 

no finalista. 

 

Dentro del finalismo
572

 nos quedarán por establecer entonces la teleología y la 

optimización
573

, en primer lugar se tratará de establecer, qué pretendía el legislador o 

el constituyente con esa norma, y en segundo lugar, cuál es el valor declarado en el 

sistema de derecho positivo tangible en esa norma que se persigue para su realización 

en la sociedad.  

 

Consideramos que el finalismo nos permite articular los ámbitos normativos con los 

programas normativos
574

 al poner el texto de las disposiciones en sede del contexto 

real en que ocurren, bien como fue concebido el precepto, bien como este ha de 

cumplir sus metas, así la conexión del derecho con la moral y la realidad se da en la 

interpretación de sus disposiciones, lo cual permite conciliarse con la pretensión de 

validez positivista
575

. 

 

                                                           
572

 Respaldado en principio de prevalencia de la finalidad de la Constitución. 
573

 Un buen ejemplo de las dos metodologías puede verse en: Corte Constitucional. Sentencia C- 579 

de 2013. Ob. Cit. 
574

 Lo cual nos lleva a la concreción en el derecho HESSE, Konrad. Escritos de derecho 

constitucional, Ob. Cit.  
575

Después de todo positivistas como Kelsen estaban preocupados por el concepto de validez y a éste 

se refieren cuando distinguen el derecho de la moral y la política, pero no hacen referencia al proceso 

interpretativo y por lo tanto a la concreción. En tal sentido el pensador vienés tenía absoluta claridad 

en que la interpretación es un acto de voluntad, a nuestro decir argumentada, ñSi hubiera que 

caracterizar no sólo la interpretación de la ley por parte de los tribunales u órganos administrativos, 

sino en forma enteramente general, la interpretación del derecho por los órganos de aplicación del 

derecho, habría que decir: en la aplicación del derecho por un órgano jurídico, la interpretación 

cognoscitiva del derecho aplicables y enlaza con un acto de voluntad en el cual el órgano de 

aplicación de derecho efectúa una elección entre las posibilidades que la interpretación cognoscitiva 

muestra. Con ese acto produce una norma jurídica de nivel inferior o se lleva a cabo el acto coactivo 

estatuido por la norma jurídica aplicable.ò  KELSEN, Hans, Teoría pura del derecho, Ob. Cit., P. 355. 
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En ambos casos, se trata de fines del sistema de derecho, y lo resaltamos porque el 

derecho tiene sentido en tanto respuesta a esos fines establecidos, por lo tanto, si el 

fin de la norma cambia, su sentido mismo habrá de ser modificado; pero la teleología 

y móviles del constituyente o legislador no son los mismos que el principio 

positivizado en esa norma optimizable, porque las metas al momento de proferir la 

norma pueden ser modificables, pero lo perseguible y declarado en esa norma se 

entenderá en un determinado momento. 

 

Dicho de otra forma, la teleología nos marca la meta propia de la norma, la 

optimización nos marca el fin social perseguido por la misma, aún si la postura es 

diferente a la del momento de promulgación.  

 

Una Constitución antigua en contexto, por ejemplo del siglo XVIII, habrá 

proclamado la libertad sólo respecto de hombres blancos, pero al interpretar esa 

Constitución en el contexto actual no podríamos entender la libertad y la igualdad 

sólo para las personas de raza blanca, sino para todos los ciudadanos sin 

discriminación de raza, sexo credo u opinión política.  

 

Vemos cómo existía un fin y una teleología en un contexto, pero es un valor y un 

principio vigente en la sociedad, y se debe aplicar al mejor resultado posible 

conforme a las posibilidades fácticas y jurídicas
576

. 

 

Ésta forma de interpretación es propia de los derechos fundamentales, la cual 

sostendrá en desarrollo del principio de optimización que solo puedo restringir un 

                                                           
576

 Sostiene Canosa Usera que el principio de concordancia pr§ctica ñse materializa en la 

concordancia práctica entre los bienes constitucionalmente protegidos, lo cual presupone que su 

relación será de preponderancia alterna en determinados casos y siempre de equilibrio, puesto que 

ningún bien constitucional en su aplicación puede acarrear la paralela eliminación de otro interés 

protegido igualmente por la cartaò  CANOSA USERA, Ra¼l. Interpretación constitucional y fórmula 

política, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1988. 



 

135 
 

derecho fundamental con miras a realizar y amparar en mayor medida otro derecho 

fundamental
577

. 

 

Esta distinción nos muestra entonces como en la teleología es clara la voluntad del 

constituyente respecto de la no reelección presidencial, sin embargo respecto de un 

principio sujeto de optimización como lo es el principio democrático
578

 se pueden 

dar consecuencias diferentes, como la posibilidad de reforma por una sola ocasión 

reconocida en la C-1040 de 2005
579

  y la proscripción de dos reelecciones como lo 

estableció la sentencia C-141 de 2010
580

. 

 

Con lo antes expresado puede verse como sostenemos que la adecuada aplicación de 

los métodos de interpretación es la vía para conectar las disposiciones normativas 

con la realidad social
581

, no imponiendo lo fáctico a lo jurídico ni permitiendo la 

separación entre estos sino impulsando la sinergia debida entre ellos
582

.  

 

De estos métodos de interpretación pueden existir múltiples aplicaciones o variables, 

cada método puede ser aplicado fácilmente o de una forma más compleja. Fácilmente 

en una premisa lingüística se entiende el ñnoò como una negación, en el sistemático 

se entienden los principios generales como algo aplicable en todo un contexto  

normativo, o en la teleología cuando tengo acceso a las actas de consenso de los fines 

perseguidos con determinada norma; pero en un ejercicio interpretativo, y no 

                                                           
577

 La optimización se desarrolla por lo tanto en concordancia con el  principio de armonización,  el 

cual refiere a las tensiones existentes entre normas constitucionales, las cuales deben ser armonizadas, 

puestas en concordancia sin olvidar que ninguna norma constitucional debe ser considerada de rango 

superior, a menos que la Constitución así lo disponga. El principio de unidad en la Constitución exige 

una labor de optimización: es preciso establecer los límites de los bienes enfrentados a fin de que 

alcancen una efectividad óptima. VILA CASADO, Iván. Fundamentos del Derecho Constitucional 

Contemporáneo, Ob. Cit. 
578

 Corte Constitucional.  Sentencia C-816 de 2004. Ob. Cit. 
579

 El precedente analiza todos los conceptos sobre la sustitución, los vicios competenciales y es el 

primer caso de una declaratoria de inexequibilidad de un acto reformatorio a la carta por sustitución de 

la misma. 
580

 COLOMBIA. Corte Constitucional. Sentencia C-141 de 2010. Ob. Cit. 
581

HESSE, Konrad. Escritos de derecho constitucional, Ob. Cit. 
582

 En este sentido el finalismo que reconozca los aspectos objetivos y subjetivos. 
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simplemente técnico-aplicativo del derecho, siempre existen diferentes posibilidades 

de interpretación, esto nos lleva a explicar la naturaleza dialéctica del proceso 

argumentativo en derecho. 

 

1.2. Dialéctica, identificación de los elementos saturables. 

 

Hemos venido sosteniendo que la pretensión del sistema de derecho es que  entre las 

múltiples posibilidades habremos de escoger la que se considere mejor, por lo tanto, 

en primer lugar, la fijación de cuantas variables existan es propia del proceso 

dialéctico de la causa judicial.  

 

La dialéctica
583

 es entendida de muchas formas, y en algunas ocasiones confundida 

con la retórica; para esclarecerlo se pueden observar los estudios de Viehweg
584

 

sobre dialéctica, los tratados antiguos hechos en la Grecia magna, o bien, estudios 

más recientes como los de Evelyn Feteris respecto del estudio pragma-dialéctico
585

.  

 

En este caso, nos referimos a la dialéctica como el proceso de construcción de 

argumentos y de conocimiento producto del diálogo entre los actores, dada la 

característica propia del sistema de derecho, el cual se encuentra en permanentes 

tensiones
586

. La dialéctica no es propia del universo entero, sino de los dialogantes. 

ñFinalmente, quien participa en un argumento manifiesta su racionalidad o su falta 

de racionalidad según que se muestre abierto al argumento (open to argument), esto 

es, reconoce la fuerza de las razones o trata de replicar a ellas, etc. o sordo al  

                                                           
583

La dialéctica, contrario a lo que se afirma desprevenidamente, no acepta el principio de 

contradicción en el análisis de un argumento, por lo que en nada desmejoraría el concepto que de ella 

podamos tener en términos de filosofía, más respecto de la analítica, existe por el contrario una 

pretensión de dialéctica la analítica. 
584

 VIEHWEG, Theodor, Tópica y jurisprudencia, Madrid, Taurus, 1964 
585

 FETERIS, Fundamentos de la Argumentación Jurídica. Ob. Cit.  
586

UPRIMNY YEPES, Rodrigo, La dialéctica de los derechos humanos en Colombia, Bogotá: Fundación 

Universitaria Autónoma de Colombia, 1992. P. 172. 
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argumento (deaf to argumentó), esto es, ignora las razones contrarias, o replica  a 

ellas con aserciones dogmáticasò
587

. 

 

La dialéctica a la que nos referimos implica un proceso relacional entre quienes se 

desenvuelven en una causa judicial, bien como contrapartes o bien a título reflexivo. 

Los actores dialécticos en desarrollo de la causa plantearán las diversas posibilidades 

de interpretación, las cuales deberán ser analizadas conforme los argumentos de 

segundo nivel.  

 

Las variables interpretativas se fijan bien a través del proceso judicial, cuando se 

trate de causas concretas por las pretensiones y las excepciones, o cuando se trate de 

acciones de inconstitucionalidad o nulidad de normas por la causa petendi, eso 

respecto a la dialéctica formal. El otro aspecto de la dialéctica es característico del 

desarrollo judicial propio de tribunales, altas cortes y en particular cortes 

constitucionales, donde se plantean posibilidades de interpretaciones por la 

participación ciudadana, la actuación de paren en el proceso de sustanciación o por el 

planteamiento mismo del funcionario judicial en desarrollo de la transparencia 

argumentativa.  

 

Siendo la dialéctica condicionada por la intervención, se debe resaltar el aporte a la 

discusión democrática que se da al plantearse los múltiples argumentos en un foro 

público en temas tan sensibles como el marco jurídico para la paz discutido en las 

sentencias C-579 de 2013
588

 y C-577 de 2014
589

. 

   

Fijadas estas variables deberán ser estudiadas, y soportadas a través de un proceso de 

muestra de las mejores razones sobre por qué hay que tomar la interpretación 1 como 

                                                           
587

ATIENZA,  Las razones del derecho.Ob. Cit. P. 84 
588

 Corte Constitucional. Sentencia C- 579 de 2013. Ob. Cit.  
589

 Corte Constitucional. Sentencia C-577 de 2014. Ob. Cit. 
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preferible a la interpretación 2
590

, lo cual ya no puede estar sometido a la lógica 

formal y deductiva, sino que tiene que estar abierto a una infinidad de argumentos 

que puedan soportar en favor o en contra
591

.   

 

2. Notación de los esquemas argumentativos.  

 

A continuación mostraremos la estructura y la propuesta para la esquematización de 

los argumento en materia de ejercicio y control del poder de reforma, mostraremos 

así como estructurar el análisis del mismo
592

. Podemos ver la estructura en materia 

de límites intrínsecos al poder de reforma constitucional
593

, así, si la Corte 

Constitucional avoca conocimiento de una norma inconstitucional (D) debe 

declararla inexequible y por lo tanto desproveerla de valor jurídico  (Q), las 

sustituciones a la Constitución  (S) son inconstitucionales, por lo que deben ser 

declaradas inexequibles por la Corte Constitucional
594

. 

 

D Ÿ Q
595

 

S=D 

S Ÿ Q 

 

Pero estas premisas aplicadas lógicamente no son suficientes al momento de un 

análisis jurídico, después de todo ¿Qué nos permitió concluir que sustituir es 

inconstitucional? Para esto es necesario completar las premisas. 

 

                                                           
590

Recordemos que por definición se realiza el proceso interpretativo por la existencia de más de una 

posibilidad de entendimiento, razón por la cual consideramos revaluado el aforismo que reza: ñIn 

claris non fit interpretatioò, después de todo la claridad la da la interpretación. 
591
ñel juicio, que es una decisión y no una conclusión impersonal hecha a partir  de unas premisas 

indiscutidas, supone la intervención de una voluntadò PERELMAN, Chaïm. Logique juridique. 

Nouveller hétorique, Ob. Cit. P. 213. 
592

 No se utiliza la conversión inicial de abreviaturas al tratarse de un ejemplo. 
593

 En este esquema incluimos en el algoritmo el elemento D, referente a la norma sujeta a control, 

tratándose de un ejemplo de aplicación de no estructura de la litis.  
594

 En este caso la equivalencia entre S y D es una hecho probado (hipotéticamente) en el caso por lo 

que de ahí se derivan las decisiones judiciales,  
595

 Partimos de la hipótesis del caso jurídico.  
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Ac§ se incluyen dos premisas, que el poder de reforma (A) es constitucional (AŸ 

ƇQ) y que la reforma excluye la sustituci·n A    ᷉    S, siendo limitadas las 

competencias dadas sujetas a límites de los poderes constituidos (F), y estas abarcan 

el poder de reforma (F Ó A)  la ¼nica posibilidad es la declaratoria de 

inconstitucionalidad (Q). 

 

D Ÿ Q 

A Ÿ ƇQ  

A    ᷉   S 

F Ó A  

S=D 

S Ÿ Q 

 

Otro camino es el recorrido a las premisas desde los argumentos intermedios para 

determinar qué A  ᷉S se requieren de argumentos que no son lógicos formales 

sino interpretativos, así sistemáticamente se observan varios artículos que 

soportan   

 

 

D Ÿ Q 

A Ÿ ƇQ  

A    ᷉   S  

F Ó A  

S=D 

S Ÿ Q 
 

Fuente: Diseño del autor 

 

No obstante las posibles interpretaciones no surgen espontáneamente sino de la 

escogencia de entre varias posibilidades conforme criterios de utilidad, pertinencia, 

receptibilidad y son planteadas dialógicamente por los intervinientes y actores del 

proceso, igualmente es necesario mostrar la relación entre las diferentes premisas y 

como las mismas se articulan. 

 

Interpretación gramatical 

Interpretación sistemática 

Interpretación finalista 
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Para la formula modus ponens donde
596

:   

    P         Q  

 

Estructuramos las mencionadas premisas: 

 

D: Norma inconstitucional  

 

Q: Declaratoria de INEXEQUIBILIDAD  

 

F: COMPETENCIA de la entidad pública.          

 

A: Poder de REFORMA constitucional 

  

S: SUSTITUCIÓN a la constitución. 

 

S      Q 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

i 1 = DIALECTICA 

i 2 = DIALECTICA 
Fuente: Diseño del autor 

 

                                                           
596

 Los siguientes esquemas no son estrictamente continuaciones de los anteriores pero si una 

pormenorización  de los elementos de la estructura argumentativa.  

D 

Q 

F 

A 

S 

1. D Q 

2.  F D 

3. (1*2) F Q  

4. C җ ! 

5. (4*3)   A Q  

6. F   S 

7. (6*4)  A S  

8. (7*5)S Q 

 

V Li 

V Si 

V Fi 

Hi 1 

Hi 2 

Li 1 

Li 2 

Si 1 

Si 2 

Fi 1 

Fi 2 
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(1)  consiste en afirmar que si la Norma es inconstitucional (D) debe ser declarada 

inexequible (Q). Posteriormente se afirma (2) que no existe competencia de  los 

órganos constituidos   (Ƈ F) para actuar inconstitucionalmente (D).  De la unión entre 

1 y 2 se concluye (3) que si no existe competencia de  los órganos constituidos (ƇF) 

la norma debe ser declarada inexequible (Q).  Sobre esta base se incluye la premisa 

cuarta (4) según la cual la competencia de  los órganos constituidos (F) incluye el 

poder de reforma (Ó A). Como consecuencia de 4 y 2 (5) se infiere si se act¼a en un 

poder que está excluido del poder de reforma (Ƈ A)  esta  norma debe ser declarada 

inexequible (Q). Sobre las últimas etapas pasa a sumarse la premisa sexta (6) según 

la cual está el poder competencial del órgano constituido (F) no puede proferir una 

sustitución de la Constitución (S). Como penúltima premisa (7) se concluye de 4 y 6 

que no existe poder de reforma (A) si hay sustitución de la Constitución (S). Por lo 

tanto (8) entre 5 y 7 se concluye que si hay sustitución de la constitución (S) debe 

haber declaratoria de inexequibilidad (Q).  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
Fuente: Diseño del autor 

D 

Q 

F 

A 

S 

9. D Q 

10.  F D 

11. (1*2) F Q  

12. C җ ! 

13. (4*3)   A Q  

14. F   S 

15. (6*4)  A S  

16. (7*5)S Q 

 

V Li 

V Si 

V Fi 

Hi 1 

Hi 2 

Li 1 

Li 2 

Si 1 

Si 2 

Fi 1 

Fi 2 




